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RESUMEN 

 

La violencia de género, especialmente contra la mujer ha existido en cada una de las etapas 

históricas. No obstante, en las últimas décadas, la humanidad ha tomado conciencia, por la 

necesidad de proteger a las personas de sexo femenino, ante un incremento de actos que 

atentan contra la vida e integridad física de este sector. Por ello, el femicidio constituye, 

aunque no la solución definitiva, una respuesta que, desde el derecho penal, sanciona a 

aquellas personas que, por el odio al sexo femenino, y como consecuencia de la creencia 

de estar por encima en las relaciones de poder, llevan a cabo actos de violencia extrema 

contra las personas de este sexo. Ecuador no es la excepción. Por ello, desde la 

promulgación del Código Orgánico Integral Penal, se incluyó dicha figura delictiva. Aunque 

reciente en el ámbito penal ecuatoriano, los tribunales de la provincia El Oro, ha 

determinación la comisión de este delito, en calidad de consumado o tentativa, atendiendo 

al material probatorio expuesto por las partes, erigiéndose las pruebas testificales, como las 

más importantes para determinar efectivamente el delito de femicidio, aunque en unión a las 

demás. Estas cuestiones, han de ser analizadas en la presente investigación.    

 

PALABRAS CLAVES: Violencia de Género, femicidio, medios probatorios, violencia contra 

la mujer, jurisprudencia.  
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ABSTRACT 

 

Gender violence, especially against women, has existed in each of the historical stages. 

Nevertheless, in the last decades, humanity has become aware, due to the need to protect 

the female sex, in the face of an increase in acts that threaten the life and physical integrity 

of this sector. For this reason, femicidio constitutes, although not the definitive solution, a 

response that from the criminal law, punishes those people who, by the hatred of the female 

sex, and as a consequence of the belief of being above in the relations of power, Carry out 

acts of extreme violence against persons of this sex. Ecuador is no exception. Therefore, 

since the promulgation of the Comprehensive Criminal Organic Code, this criminal figure 

was included. Although recent in the Ecuadorian criminal sphere, the courts of the province 

of El Oro have determined the commission of this crime, as consummate or attempted, in 

accordance with the evidentiary material presented by the parties, establishing the 

testimonial evidence, as the most important for to effectively determine the crime of femicide, 

although in conjunction with the others. These issues have to be analyzed in the present 

investigation. 

 

KEY WORDS: Gender violence, femicide, probation, violence against women, 

jurisprudence. 
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INTRODUCCIÓN 

Las manifestaciones de violencia de género constituyen sin lugar a dudas un fenómeno que 

en la actualidad ha ido in crescendo debido a un conjunto de factores diversos y complejos 

que no han logrado eliminarse de las sociedades contemporáneas. Ello provoca constantes 

actos de agresión hacia la mujer, en la que, por desgracia, en muchas ocasiones, la muerte 

de la fémina constituye el resultado común, por lo que la mayoría de las instituciones 

internacionales, y los gobiernos, se han dado a la tarea de preocuparse y ocuparse de evitar 

en la medida de los posible, dichos actos. 

Algunos países han decidido enfrentar esta epidemia social, con el Derecho Penal, cuya 

cualidad punitiva-coercitiva, implica la existencia de una prevención general que ha ayudado 

a disminuir dichas conductas. No obstante, como lógica racional y comprensible de que esta 

rama del derecho no soluciona los problemas reales, no ha sido una respuesta eficaz para 

atacar dichos comportamientos, aunque continúa siendo, sin lugar a dudas, un aspecto que 

es tenido en cuenta por todos. Por su parte, otros estados, han optado por el 

establecimiento de políticas nacionales de prevención en los órdenes culturales, educativos, 

sociales, comunitarios, en los que la capacitación a la población constituye el pilar 

fundamental para atacar las raíces de estas conductas, dejando en un segundo plano, el 

derecho.  

Sobre este tema se estará investigando en el presente estudio. El eje central los constituirá 

la jurisprudencia ecuatoriana en materia de femicidio, la que aportará los elementos 

pertinentes para delimitar cuáles son los aspectos probatorios esenciales que los Tribunales 

tienen en cuenta para calificar un acto de agresión hacia una mujer, con resultado de 

muerte, como femicidio, y no como asesinato, lo que indudablemente aportará un estudio 

que se fundamentará en el análisis de varias sentencias de femicidio para apoyar la 

propuesta. En este sentido se han elaborado tres capítulos en esencia. El primer capítulo 

estará dirigido al análisis de este delito por la dogmática penal general, en la que se 

establecerán los elementos esenciales del fenómeno. Un segundo capítulo destinado al 

análisis del femicidio en el Ecuador, donde se analizarán los principales instrumentos 

legales que lo definen; y un tercer capítulo destinado al análisis de la jurisprudencia nacional 

en materia de elementos probatorios en este tipo de hecho; culminando con las 

conclusiones y recomendaciones pertinentes. 

Esta investigación posee una gran importancia para la sociedad ecuatoriana en general, y 

para la academia nacional en particular, pues existen grandes dificultades en el entorno 

nacional, para los jueces y juezas a la hora de calificar un hecho de esta naturaleza como 

femicidio, siendo preferencia de varias cortes, como las del Guayas, calificar por asesinato 
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en lugar de femicidio, lo que denota no solo dificultades en la configuración legal del delito, 

sino que también los elementos probatorios que impone la figura delictiva no son claros. 

Este estudio dota a Ecuador, de una investigación que analiza la práctica judicial nacional 

en la tipificación de este ilícito penal, y ofrece un conjunto de elementos que unifican la 

postura o criterios jurisprudenciales para calificar acontecimientos de esta índole, como 

femicidio.  

Así, se logra establecer determinados cánones utilizados por la jurisprudencia ecuatoriana, 

como elementos probatorios indispensables que no pueden obviarse para la tipificación 

efectiva de esta figura delictiva, lo que se ha logrado mediante el análisis casuístico de un 

conjunto de sentencias recientes de tribunales ecuatorianos que han calificado hechos de 

esta categoría como femicidios, lo que aporta sin lugar a dudas, junto con las demás 

técnicas de investigación aplicadas, una idea objetiva de la trascendencia que el material 

probatorio le concede a la apreciación de circunstancias típicas de este delito.  

En cuanto a los objetivos que se han planteado en el presente estudio, la doctrina analizada 

ha aportado un cúmulo suficiente de consideraciones teóricas sobre la figura del femicidio, 

analizándolas desde diferentes aristas. Igualmente, el estudio de las sentencias de varios 

tribunales ecuatorianos, ha posibilitado obtener información imprescindible de cuáles son 

los elementos probatorios tenidos en cuenta para calificar un hecho, así como la 

trascendencia que la jurisprudencia nacional le otorga a determinados medios probatorios 

en este tipo de comportamientos.  

A pesar de las limitaciones lógicas de cualquier estudio empírico, debido en esencia al 

intento de generalizar una concepción del material probatorio imprescindible para calificar 

un hecho como femicidio, los métodos y técnicas empleados, facilitaron la objetividad y 

actualidad del estudio, dotándolo de un carácter realista, adecuado con la realidad social y 

jurídica que vive el Ecuador, con la esperanza de aportar un grano de arena vital, para 

perfeccionar la administración de justicia en el país, y la protección penal de la mujer ante 

hechos tan lamentables como lo es, el femicidio.  
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1.1.      Antecedentes referenciales y de investigación sobre femicidio. 

Es consideración mayoritaria, que el femicidio es sin lugar a dudas, el fenómeno que se 

materializa contra las mujeres y que representa la forma radical de la violencia hacia las 

féminas. En el ámbito latinoamericano constituye sin lugar a dudas, un problema de las 

sociedades en la que no se ha logrado enfrentarlo con eficacia, a pesar de las políticas y 

estrategias legales, sociales, culturales que han sido implementadas. Lo cierto es que se ha 

logrado comprender, que categorías como los falsos cánones de sexismo, machismo, 

complejidad e inequidad en todos los aspectos, en que vive el ser humano actual, 

constituyen aspectos que desnaturalizan el verdadero papel que juega el hombre y la mujer 

en la sociedad contemporánea. 

Una de las principales dificultades en el Ecuador, en relación con este tipo de conductas o 

hechos, es la problemática que impone una figura delictiva carente de objetividad, donde el 

elemento subjetivo ofrece a los jueces y juezas, aspectos que no son claramente entendible 

y apreciables por los Tribunales. Unido a ello, no existen políticas públicas y privadas 

eficientes, de gran impacto, lo que indudablemente provoca el elevado índice de actos de 

violencia contra la mujer presuntamente denunciados como femicidio, y los procesamientos 

judiciales por este u otro delito similar.  

El término femicidio, constituye sin lugar a dudas una derivación al castellano del vocablo 

inglés “femicide”, esgrimido por las investigadoras Russell & Radford (1992), en su obra 

Femicide. También podría considerarse como una traducción del vocablo “gendercide”, que 

fue acuñado por la investigadora Warren (1985) en su libro titulado Gendercide: The 

Implications of Sex Selection. En uno u otro trabajo, aparecen por primera vez los términos 

referidos, por lo que no es alejado de la realidad pensar, que fue desde la década de los 80 

y 90 del pasado siglo, en que comienza a preocuparse la academia, por este fenómeno. 

Existe consenso igualmente que la traducción de dichos términos, y por ende la entrada a 

las investigaciones castellanas, fue realizada por la investigadora mexicana Lagarde (1994), 

con su estudio titulado La regulación social del género: el género como filtro de poder, la 

que analiza las dimensiones del poderío en las cuestiones de género, así como las 

consecuencias.  

Las principales investigaciones realizadas sobre el femicidio, y que posteriormente serán 

tratadas en profundidad, demuestran o señalan que constituye una consecuencia de la 

violencia de género contra las mujeres, erigiéndose como resultados de carencias en los 

ámbitos sociales y culturales de las sociedades, no siendo un fenómeno reciente, sino que 

ha sido constante en las diferentes etapas de la historia, en la que estas manifestaciones de 
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discriminación hacia las féminas, y en muchos casos la posibilidad de incluso darle muerte, 

se han materializado desde siempre.  

No fue hasta después de la II Guerra Mundial, con la creación y consolidación de 

organismos internacionales, y con ella, de la promulgación de un conjunto de instrumentos 

jurídicos globales relacionados con el reconocimiento, protección y garantía de los derechos 

humanos, que la mujer comenzó a obtener la atención proteccionista de los estados, y se 

iniciaron campañas serias de eliminación o disminución de los comportamientos que 

implicaran agresividad o violencia contra este sector poblacional.      

Ello posibilitó que, las agresiones, actos violentos o muertes de mujeres, no quedaran en la 

simple tipificación de un delito de homicidio o asesinato, pues se comprendió que en 

muchas ocasiones detrás de dichos acontecimientos, existía una historia de 

comportamientos discriminatorios para con las féminas, que culminaban en muchas 

ocasiones con la muerte, por lo que no se trataba de un simple acto de dar muerte, sino que 

era la consecuencia de cánones errados de los hombres, los que en su materialización de 

dominio o relaciones de poder, imponían su voluntad, en muchas ocasiones, con el acto de 

matar. 

Ante la realidad que imponía la necesidad de proteger a las mujeres en este sentido, y con 

el fortalecimiento de los grupos de presión feministas y un acertado reconocimiento de 

instituciones privadas y públicas, nacionales e internacionales, se ha logrado diferenciar en 

la mayoría de las legislaciones latinoamericanas, las figuras delictivas del homicidio o 

asesinato, con la del femicidio o feminicidio, lo que constituye sin lugar a dudas un gran 

paso de avance en este sentido, siendo necesario pues, continuar trabajando en ello y 

adecuar otra serie de políticas que coadyuven igualmente a la eliminación definitiva de 

dichas concepciones retrógradas.    

 

1.2.      Marco teórico referencial. 

Una vez planteadas las cuestiones esenciales sobre este tópico, es necesario analizar 

determinados aspectos imprescindibles para poder entender a cabalidad el fenómeno del 

femicidio, a los efectos de poder delimitar acertadamente la naturaleza y alcance del mismo, 

y con ello poder concluir determinadas consideraciones que son trascendentales para 

cualquier estudio relacionado con ello, y en esencia, para la presente investigación.   
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1.2.1.      Consideraciones generales sobre femicidio. 

El femicidio sin lugar a dudas constituye un fenómeno complejo, diverso, multicausal, pero 

que a pesar de ello se logran observar un conjunto de elementos que, si posibilitan concluir 

la existencia de aspectos constantes en su naturaleza y manifestación, sin los cuales no 

existe, y que son de obligada observancia para considerarlo como tal. En este sentido, se 

estará dirigiendo los siguientes acápites.  

 

1.2.1.1     Relaciones desiguales de poder entre el hombre y la mujer y su 

impacto en la Violencia hacia las mujeres.  

La historia ha demostrado que, en la estructuración de las sociedades y la familia, el rol que 

ha jugado cada uno de sus integrantes ha estado delimitado por el género. Derivado de ello, 

desde las fases primigenias de la genus, las actividades que dentro de la misma se 

ordenaban, así como las funciones que cada miembro realizaba, le eran asignadas o poseía 

por la natural organización del trabajo a su interior, eran consecuencia de una clasificación y 

consideración diferenciada entre hombre-mujer.   

Como consecuencia de ello, la costumbre predominante ha sido aquella en la que el 

hombre, ha logrado imponerse, dominando a las mujeres en todos los órdenes, ya fuere en 

lo social, cultural, ideológico, económico, familiar, político, religioso, olvidándose o haciendo 

caso omiso al hecho de que en lo único que no podría dominarla, era aquella cuestión que 

lo hizo ser. Por ende, el patriarcado, como manifestación androcéntrica, provocó que, 

durante milenios, e incluso hasta la actualidad, el hombre quisiera ubicarse en el centro de 

atención, preocupación, ocupación y poderío, ubicando en muchos casos, a la mujer, en un 

segundo plano, alternativo, secundario, de inferior valía, y ciertamente en otros tantos 

casos, en un plano muy inferior.    

El poder “(…) como algo que ejerce presión sobre la persona desde fuera, algo que 

subordina, coloca por debajo y relega a un orden inferior” (Butler, 1997, pág. 12), ha sido 

manifestado desde diversas aristas; el poder que ejerce un padre sobre un descendiente, o 

en sentido general el de los ascendientes sobre los descendientes; el ejercicio sobre un 

esposo para con su esposa, así como aquel que se manifiesta en la imposición por fuerza u 

otro instrumento, de un determinado grupo racial, étnico, ideológico o cultural, sobre el resto 

de las personas. 

No obstante, se manifestare de una u otra forma, lo cierto es que: 
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Existe sin embargo un factor común (…) todas son dominadas por hombres. La 

equiparación de la masculinidad con el poder es un concepto que ha evolucionado a través 

de los siglos y ha conformado y ha justificado a su vez la dominación de los hombres sobre 

las mujeres en la vida real y su mayor valoración sobre éstas. (Kaufman, 1995, pág. 128) 

Esta consideración del ilustre investigador norteamericano, demuestra, lo que 

históricamente ha sido una hermandad inquebrantable, la dualidad poder-hombre, y que se 

mantiene hasta los días actuales, con una menor fuerza, pero con grandes raíces aún. Ha 

sido la marcada institución patriarcal, con el poderío que ello conlleva, así como la defensa 

a ultranza de los estereotipos machistas, los que han incentivado la idea en el hombre de 

que dichas relaciones y cánones de comportamiento y pensamiento, son sin lugar a dudas 

sinónimo de triunfo, seguridad y éxito en todas las esferas de la vida, obviando las 

restricciones que a las normales y adecuadas relaciones humanas impone tan concepción 

equivocada de masculinidad. (Ramírez Elizondo & Alfonso Posso, 2012)   

Las relaciones de poder en el marco de la familia o el género, han sido estudiadas y 

conceptualizadas. La Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 

Alimentación, por sus siglas en inglés FAO, considera que:   

(…) son aquellas que limitan un desarrollo equitativo, entre hombres y mujeres. Esto 

evidencia en posiciones de desventaja de las mujeres en relación a los hombres, 

materializadas por la subordinación, la falta de acceso a los recursos, a la educación, así 

como vulnerabilidad ante la pobreza y la violencia. (FAO, 2012, págs. 8-9) 

Mientras que para la reconocida investigadora Lagarde (1994) se trata de aquellos “(…) 

procesos concatenados de formas de intervenir en la vida de otras/os desde el rango y una 

posición de superioridad (valor, jerarquía, poderío)” (pág. 63). Es indiscutible pues, en base 

a lo que exponen estas definiciones, que las relaciones de poder centradas en las 

cuestiones de género, constituyen sin lugar a dudas aquellas relaciones que se caracterizan 

por la imposición de opiniones, concepciones, reglas, pautas, formas de pensar y proceder 

del hombre sobre la mujer, en la que el sentimiento y espíritu de superioridad y poderío, es 

llevado a cabo, ejercicio, como mecanismo de reafirmación de la dominación y de la 

ubicación del dominante en su postura de poder.   

Es necesario comprender que el patriarcado no es, el causante de las relaciones desiguales 

de poder entre hombre y mujer, sino la consecuencia más perecedera e históricamente 

materializada, en la que la organización en los diferentes órdenes de la vida, ya fuere en lo 

social, militar, religioso, económico y familiar, estaba organizada y dirigida por una persona 
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de sexo masculino (Gil Rodríguez & Lloret Ayter, 2007). En este sentido para la autora 

Morales (2012): 

El recurso del método de castigar mujeres es antiguo, permanentemente se actualiza 

reforzando la existencia de un sistema jerárquico denominado patriarcado que implica 

prácticas de omnipotencia e impunidad en el ejercicio del poder sobre la vida y la muerte de 

todos los miembros del grupo familiar a manos del violento. (pág. i) 

Estas observaciones que hace la investigadora, demuestra la veracidad de la historia en 

materia de patriarcado-poder-hombre, frente a la trilogía antagónica de sumisión-

dominación-mujer. Estas manifestaciones de poderío han logrado imponerse en la historia, 

y se mantienen en la actualidad en mayor o menor medida, en dependencia de las 

naciones, y el grado de concientización que se haya adquirido en las mismas, para lograr 

una verdadera equidad de género.  

Como consecuencia de esta manifestación organizacional en la sociedad contemporánea, 

se pueden observar dos tipos de patriarcado, en la que las relaciones de poder entre un 

hombre y la mujer adquieren relevancia. Mientras que por una parte el patriarcado de 

coerción, se rige por el establecimiento de reglas de comportamiento para los demás 

miembros de la estructura que se tratare, de carácter rígidas, inmodificables, indiscutibles, 

cuya respuesta ante su quebranto es la violencia, tal y como acontece en muchas naciones 

árabes. Por otra parte, se encuentra el tipo de patriarcado que ha imperado sobre todo en 

occidente, el llamado patriarcado de consentimiento, en el que, por la fuerza del tiempo, la 

costumbre y educación, la mujer acepta sumisamente el dominio del hombre, existiendo en 

este sentido un cierto asentimiento por parte de los subordinados del hombre, a las pautas 

que este establece, por la mera concepción de que al ser el padre de familia o la persona 

que ostenta cierta condición, es quien debe decidir. (De Grado, 2004) 

Ecuador no ha estado al margen de estas relaciones patriarcales enmarcadas como 

consecuencia de concepciones desiguales del ejercicio del poder. Al decir del investigador 

ecuatoriano Trujillo Soto (2011): 

La madre enseña a sus hijas, que las mujeres tienen que ser hacendosas, fieles, piadosas. 

Se olvidan de ciertas capacidades intelectuales, atributos nuevos de las características de 

ser mujer, de su fortaleza sicológica, capacidad intelectual, cualidades que se consideraban 

exclusivas de los hombres. (pág. 30) 

Lo expuesto por este autor indica la cultura que se ha formado a través de los años en la 

población del país, lo que resulta en relaciones sociales, políticas, económicas, culturales, y 
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familiares dominadas mayoritariamente por hombres. Estas relaciones desiguales de poder 

entre el hombre y la mujer, se caracterizan por un conjunto de elementos distintivos que las 

ubican dentro de la amplia gama de violencia de género en la que existe abuso, maltrato, 

agresión, desprecio, amenazas, minimizar a la persona, intimidación, prohibiciones que en 

su totalidad, delimitan la naturaleza de estas relaciones. (Persico, 2003)     

Ante estos elementos que se han analizado, queda claro, que las relaciones desiguales de 

poder constituyen un mal que ha azotado a la sociedad desde su surgimiento. La realidad 

histórica, plasmada en las constantes acciones, conductas y comportamientos que son 

indicativos de una sociedad patriarcal, con enraizados cánones de sexismo y de 

sometimiento a la mujer, a pesar de los ingentes esfuerzos por revertir dicha situación, en la 

práctica no ha sido eficaz en sentido general dichos arrojos, pues el sometimiento de las 

mujeres continúa siendo uno de los elementos que a diario se conoce en la realidad 

mundial.  

Las manifestaciones de violencia sexual, física, verbal psicológica, económica y patrimonial 

a la que se enfrentan las féminas en la cotidianidad, las alarmantes estadísticas sobre 

maltrato a la mujer, violaciones, muertes, así como el hecho de que la mayoría de ellas se 

dedican a los quehaceres domésticos, aunque se ha podido observar una disminución en 

los últimos años, el escenario actual aún se ve permeado de actos constantes que no son 

otra cosa que manifestaciones de las relaciones desiguales de poder entre hombres y 

mujeres.    

   

1.2.1.2     La violencia contra las mujeres. Concepto y causas. 

Disímiles han sido las teorías que, desde la perspectiva sociológica y psicológica, han 

intentado explicar el origen y naturaleza de las agresiones de todo tipo hacia las mujeres. 

Estas teorías fundamentan dichos actos, en cánones de comportamiento que tienen su 

nacimiento en la estructuración social sobre la que se funda la personalidad social del 

sujeto, manifestadas en la desigualdad, el ejercicio incorrecto de las expresiones de poder, 

la existencia de un hombre que impone reglas de obligatorio cumplimiento para los demás 

miembros del grupo familiar y especialmente para la mujer, concluyendo que dicho 

fenómeno posee desde el entorno social, múltiples y complejas causales.  

Teniendo en cuenta las pautas establecidas por estas posturas, se podría concebir la 

violencia hacia las féminas como una expresión exteriorizada de la desigualdad material y 

formal entre el hombre y la mujer, y como derivación de ello, la inequidad en el ejercicio de 

poderes dentro de la familia, lo que se manifiesta en los roles que cada uno desempeña 
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dentro del grupo, atribuyéndosele a cada uno determinadas obligaciones y deberes en los 

que el hombre constituye el rector y administrador de dichas acciones, y la mujer es el 

sujeto que debe cumplir a cabalidad determinadas pautas.  

Otra de las posturas que ha intentado encontrar una explicación a estos comportamientos, 

lo constituye la teoría sustentada por Walker (1979), denominada de la indefensión, y en tal 

sentido expone que: 

(…) Al ser aisladas y golpeadas en etapas iniciales de su relación, trataban de cambiar la 

situación con un relativo éxito traducido en la minimización o posposición de la violencia, 

pero pasado un tiempo este control empezaba a disminuir y la violencia regresaba. (pág. 

23) 

Esta postura esgrime la concepción de que existe a nivel interno de la víctima y victimario 

en este tipo de comportamiento, una secuencia lógica que conlleva un sentimiento de 

cambio, un falso giro en la conducta agresiva del comisor, mediante el cual se logra 

convencer a la víctima de la variabilidad de su conducta, pero se obvia que el agresor posee 

siempre una predisposición innata a continuar reproduciendo dichos comportamientos, por 

lo que la víctima es incapaz de detener el comportamiento violento mediante el 

establecimiento de pautas y lo que hace es otorgar múltiples oportunidades que lo que 

provoca es una extensión de la violencia. 

Diversas han sido las concepciones que han intentado comprender el origen de dichas 

concepciones, no obstante, los orígenes del fenómeno son tan disímiles, diversos y 

dinámicos como las relaciones sociales, por lo que encuadrar la causalidad de dichos 

comportamientos en un determinado cuadro catalogador sería imprudente e innecesario. En 

sentido general la existencia de factores socioeconómicos, socioculturales, psicosociales e 

individuales se reúnen para converger de forma particular o integral en las conductas 

violentas. (Guezmes, Palomino, & Ramos, 2002) (Bardales, 2009) (Garbarino, 1992) 

(Barudy, 1992)  

La violencia contra las mujeres ha sido considerada por la Organización de las Naciones 

Unidas como: 

(…) todo acto de violencia basado en el género que tiene como resultado posible o real un 

daño físico, sexual o psicológico, incluidas las amenazas, la coerción o la privación arbitraria 

de la libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o en la vida privada. (Naciones Unidas, 

1993, párraf. 14) 
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Esta definición, ha sido una de las más generalizadas, por el hecho de haberse manifestado 

en el seno de la Declaración sobre la eliminación de la Violencia contra la Mujer, lo que sin 

lugar a dudas constituye un pronunciamiento internacional sobre el tema. Se debe 

comprender entonces, que la violencia contra las mujeres constituye un acto, y en este 

sentido puede ser de acción u omisión, pero que siempre dependerá de la voluntad del ser 

humano. Las acciones u omisiones que son realizadas por el hombre, generalmente, con 

las féminas, constituyen sin lugar a dudas el resultado de una intención de producir 

determinado comportamiento en ellas, por lo que la intencionalidad siempre estará 

presente. 

Otro elemento interesante que se desprende de esta definición, es que dichos actos, tienen 

que ser violentos, de forma tal que se al resultado de la voluntad de una de las partes de 

lograr sus intereses y deseos por sobre los criterio u opiniones de la mujer, sin interesar lo 

que esta piensa o considera, de forma tal que la violencia no necesariamente tenga que ser 

visible, perceptible por los sentidos, pues muchas de las manifestaciones de agresividad 

para con las féminas, se manifiesta de forma solapada, que solo deja huellas psicológicas y 

en muchas ocasiones ni siquiera ello. 

Lo que acontece con este tipo de violencia, es que muchos de los abusadores han 

comprendido que para lograr sus intereses e imponerse sobre la mujer, no es necesario 

golpearlas, sino que existen maneras mucho más inteligentes y depravadas de lograr tales 

fines. La coerción o intimidación a la que muchas son sometidas, constituyen sin lugar a 

dudas, un instrumento mediante el cual pueden lograr sus objetivos. Otros tantos como 

dejar saber que no desean que estudien, trabajen o salgan con sus amigas, conforman lo 

que pudiera entenderse como muestras de dominio patriarcal que solo afecta el ánimo y 

emociones femeninas, así como otras tantas formas.  

Un elemento relacionado con lo que expone esta definición, es que la consecuencia de 

dichas acciones u omisiones estarán en el campo de lo material o del peligro. A los efectos 

penales, los delitos son o de resultado o de peligro, y en este sentido, la violencia contra las 

mujeres, tal y como lo plantea esta definición, implica no solo que, mediante dichos actos 

violentos, se pueda percibir un resultado lesivo a la integridad física o psicológica de la 

mujer, sino que con el mero hecho de poner en peligro dicha integridad, basta para que se 

configure dicha violencia.  

Este aspecto es de gran relevancia, porque en algunos ordenamientos jurídicos, solo se 

sanciona aquella conducta que lesiona la integridad física, sexual o psicológica de la mujer, 

y no los comportamientos que como resultado ponen en peligro dicha integridad, sería como 

una especia de tentativa, pero que igualmente dañan de gran manera a las féminas, por lo 



14  
 

que es consideración de este autor, muy acertada la propuesta que hace la declaración que 

se analiza en este sentido.  

Uno de los elementos que podrían criticársele a esta definición, es que se encasilla, a tono 

con muchas otras definiciones, en que las manifestaciones de la violencia contra las 

mujeres se dan en lo sexual, físico o psicológico, obviando posturas mucho más avanzadas 

en torno a ello, por considerar que podrían manifestarse en lo cultural, patrimonial, 

económico y otras tantas aristas que no siempre pueden encontrar cabida en las tres 

manifestaciones clásicas.  

 

1.2.1.3     Aclaraciones conceptuales sobre femicidio como manifestación 

extrema de la violencia contra las mujeres. 

Variadas han sido las definiciones que sobre femicidio ha dado la literatura. Las variaciones 

han estribado en las tendencias que unos u otros investigadores poseen con respecto a 

dicha acción. Como se ha mencionado con anterioridad, este término fue acuñado por 

primera vez por las investigadoras norteamericanas Radford & Russell, quienes lo 

describieron sencillamente como “(…) el asesinato misógino de mujeres realizado por 

hombres” (Russell & Radford, 1992, pág. 3). Hacia esta fecha, aun no existían abundantes y 

profundos conocimientos del tema, por lo que la conceptualización escasa en recursos 

relacionados con la naturaleza del fenómeno, se justifican.  

Estas autoras al analizar esta definición, la vinculan con la violencia sexual, pues exponen 

que el femicidio no es otra cosa que una manifestación de poder del hombre para con las 

mujeres expresada en conductas sexuales de imposición, lo que indiscutiblemente fue 

avanzado para su momento, pero que los estudios e investigaciones posteriores se han 

encargado de enriquecer y modificar.  

Fue la investigadora Lagarde la que se encargó de establecer una nueva significación para 

este término al definirlo como “(…) una ínfima parte de la violencia contra niñas y mujeres, 

sucede como culminación de una situación caracterizada por la violación reiterada y 

sistemática de los derechos humanos de las mujeres (…)” (Lagarde, 2005, pág. 7); y un año 

más tarde agrega que: 

(…) ésta en su mayor parte es una violencia ejercida por hombres contra mujeres, pero no 

sólo por hombres, por hombres colocados en supremacía social, sexual, jurídica, 

económica, política, ideológica y de todo tipo, sobre mujeres en condiciones de 
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desigualdad, de subordinación, de explotación o de opresión, y con la particularidad de la 

exclusión. (Lagarde, 2006, pág. 216) 

 

Esta definición o pronunciamiento al respecto es sin lugar a dudas muy acabada. Se trata 

según expone esta autora, de un acto de violencia en la que quedan claro los sujetos que 

intervienen en la misma, uno del sexo masculino, que es siempre el que impone su voluntad 

o intenta hacerlo, y otra del sexo femenino que es la que recibe las agresiones del tipo que 

fueren. Una distinción imprescindible que realiza esta autora, es que no se trata de una 

simple agresión de un hombre hacia una mujer, y este aspecto es decisivo para poder 

calificar un comportamiento de esta naturaleza, como femicidio.  

Para que la agresión de este tipo, pueda clasificarse como tal, es necesario que esa 

violencia sea la consecuencia de conductas, comportamientos o consideraciones del 

hombre, de encontrarse en un estado superior con respecto a la fémina, ya fuere en el 

ámbito social, sexual, jurídico, económico, político, ideológico o de cualquier otro tipo, lo que 

es usado por el agresor colmo justificación de ejercicio de poder para con la mujer.  

Esta autora también refiere que constituye sin lugar a dudas una consecuencia de las 

condiciones de inferioridad en que se encuentra la mujer. Ya fuere en el orden social, 

cultural o individual, estableciendo un conjunto de condiciones que predisponen a las 

féminas para ubicarse en esta condición, por lo que, al decir de estas autoras, la 

desigualdad, explotación, exclusión entre otros elementos, son el caldo de cultivo para que 

este tipo de manifestaciones acontezcan. 

La investigadora Arroyo (2004) expone que constituye sin lugar a dudas “(…) la 

manifestación más extrema de este continuum de violencia” (pág. 21), refiriéndose al hecho 

innegable de que se erige como una de las formas de violencia más radicales, de mayor 

impacto en la vida de un ser humano, que es la muerte. Interesante aspecto es en lo 

referente al uso del término continuum, refiriéndose a la necesaria continuidad que debe 

manifestarse para que efectivamente pueda calificarse como femicidio al provocarse el 

resultado lesivo para la vida de la mujer. Este es uno de los elementos que es necesario 

comprender adecuadamente para poder entender que estamos en presencia de un 

femicidio.  

Como bien se ha expuesto, la mera provocación de la muerte de una mujer a manos de un 

hombre, no basta para poder calificar como feminicidio, sino que se hace necesario que sea 

el resultado definitivo de un historial de actos de agresión o violencia del hombre para con la 

fémina, de forma tal que se demuestre la existencia de una trayectoria de actos del hombre 

con respecto a la mujer que sean indicativos de relaciones de poder o dominio sobre ella, y 
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que como consecuencia al final, en una de las tantas acciones de esta naturaleza, se le 

provoque la muerte.  

En sentido general, el femicidio constituye una categoría destinada a calificar aquellas 

acciones violentas que tienen como resultado la muerte de la mujer, y que tienen como 

antecedente, un historial demostrado de agresiones por parte del hombre hacia la fémina, 

delimitados por la existencia de una percepción de dominio sexista, en la que el poder 

constituye el pilar sobre el que se sostiene la actuación del hombre. 

La violencia contra las mujeres constituye el precedente sobre el que se soporta la realidad 

agresiva que tiene como desenlace el femicidio. No se trata de que toda mujer que sea 

víctima de violencia de género, desencadene necesariamente en su muerte, pero es claro 

que supone la existencia de un aspecto que predispone las relaciones de dominio entre los 

sujetos intervinientes que lo ubican en una situación beneficiosa para que se logre el 

resultado lesivo para la vida.  

Es por ello que se puede concebir que el femicidio sea el resultado más radical y extremo 

de la violencia de género hacia las mujeres, porque en muchos casos las féminas son 

víctimas de constantes abusos y maltratos por parte de sus padres, esposos, hijos u otros 

hombres que en virtud de su errada concepción de macho, establecen reglas de poder 

arbitrarias y que ubican a las mujeres en un estado de sometimiento físico, psíquico, sexual 

y económico, pero que a pesar de ello, con ayuda, apoyo, decisión y voluntad, podrían 

enfrentar y lograr emanciparse de forma exitosa. 

Pero contrario a ello, en el caso del femicidio, la mujer no podrá adoptar ninguna conducta 

tendente a modificar las relaciones en las que se encuentra padeciendo los maltratos y 

violencias, pues el fallecimiento, la hace incapaz para combatir con éxito las 

manifestaciones de violencia, debiendo ser la sociedad entonces, la que se ubica en su 

lugar y grado y acomete las acciones de corte legal, tendentes a castigar el hecho. Se trata 

de todas las formas de violencia, la expresión del maltrato que provoca la muerte de la 

fémina, por lo que en este sentido, ha sido adecuada la consideración de establecerla como 

la más extrema de las violencias.        

 

1.2.2.     Femicidio en Ecuador. 

Ecuador no ha sido la excepción a la regla de la prevalencia en las sociedades actuales, del 

patriarcado, en la que el juego de roles entre los hombres y las mujeres se caracteriza 

porque es el hombre el que establece el dominio y poderío en las condiciones y relaciones 
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que se establecen al interior del hogar. Por su parte, la mujer, se encarga mayoritariamente 

de las cuestiones de la familia, esencialmente domésticas, como al cuidado de los hijos, 

limpieza del hogar, cocinar, lavar, planchar y en sentido general realizar todas las funciones 

que, como consecuencia de este sistema de reglas tradicionalmente machistas, han sido 

impuestas.  

Esta situación se mantiene en la actualidad, a pesar de la existencia de un conjunto de 

normas que ofrecen una mayor protección a las féminas, e incluso la tipificación en el 

Código Orgánico Integral Penal (COIP) de un delito de femicidio, que busca desde la óptica 

penal, dar mayores garantías ante estos hechos. Pero las estadísticas y realidades 

nacionales han demostrado que el fenómeno de la violencia extrema hacia las mujeres no 

se resuelve con la promulgación de normas penales, cuyo efecto preventivo es limitado, 

consecuencia de la naturaleza lógica del Derecho Penal y su incapacidad para solucionar 

los conflictos generados por la realización de conductas ilícitas en la sociedad.  

Los datos en Ecuador demuestran que la realidad aún se aleja mucho de lo que se deseara. 

En el año 2014, se registraron en el país un total de 97 hechos denunciados de femicidio. 

Hacia el año 2015 hubo un descenso en las cifras a 58 (El Universo, 2015). Hasta el mes de 

febrero del presente año, la Fiscalía del Ecuador había conocido un total de 73 denuncias 

por la posible tipificación de este tipo de hechos, se han dictado 21 sentencias 

condenatorias desde que entró en vigencia el COIP, con su tipificación, y muchas otras 

denuncias aún continúan siendo procesadas. (El Comercio, 2016)   

El problema con las cifras sobre el femicidio radica en el hecho de que, las fuentes oficiales 

no son claras en el ofrecimiento de estadísticas actualizadas, por lo que la mayoría de las 

observaciones en este sentido que se obtienen son de artículos de periódicos o revistas, o 

menciones en entrevistas a determinados operadores del derecho. Ello provoca la 

imposibilidad de analizar con suficiencia y objetividad, la magnitud del problema en el país.   

Esta situación no es nueva en el Ecuador, mucho antes de establecerse en el COIP la figura 

delictiva del femicidio, en Ecuador existían análisis y estudios sobre el tema. En este sentido 

las investigadoras Ortega & Valladares (2007), quienes realizaron un estudio de casos en el 

Distrito Metropolitano de Quito, concluyendo que entre los años 2000 y 2006, el 41% de los 

homicidios calificados como tal de mujeres en dicho cantón, fueron en realidad o podrían 

haber calificado, de haber existido la figura delictiva, como femicidios.  

Para Alulema (2015), en el año 2014, el registro de muertes violentas en el país ascendió a 

1303, de las cuales el 13.7% fueron mujeres, para un total de 179 homicidios en los que la 

víctima fue mujer, y de ellos el 54% fue denunciado como femicidio, lo que equivalía a 97 
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casos. Un importante aspecto que aporta este investigador, es que logró reunir evidencia 

que demostraba que de ese total de denuncias por posibles delitos de femicidio, el 56.7% el 

motivo que los originó fueron cuestiones pasionales; el 34% se debió a consecuencias 

derivadas de la violencia intrafamiliar; el 2.1% al resultado del maltrato sexual; igual por 

ciento a motivos de venganza; el 1% debido a robos e igual cantidad a actos de violencia 

interpersonal; y un 3.1% se desconocieron las causas que le dio origen.  

En este sentido, a pesar de la inexistencia de datos oficiales que puedan aportar mayor 

seguridad a las estadísticas presentes, la realidad en el Ecuador no es satisfactoria, pues 

constantemente se conocen denuncias por la posible tipificación de estos hechos, y 

reportajes periodísticos al respecto, lo que indica la existencia de un conjunto de elementos 

que en el país no están funcionando adecuadamente y que a pesar de las campañas contra 

la violencia de género y demás, así como la existencia de un delito que sanciona estos 

hechos, los comportamientos de extrema violencia hacia la mujer continúan.   

 

1.2.2.1     Principales manifestaciones del femicidio en Ecuador. 

El femicidio puede manifestarse de diferentes formas, o adoptar diferentes posturas que lo 

delimitan dentro del propio género, en especies de femicidio que se diferencian uno de otro, 

por las características que poseen. En este sentido ha sido unánime en la doctrina 

considerar la existencia del femicidio íntimo, no íntimo, infantil, familiar, por conexión, por 

prostitución, por trata, por tráfico, transfóbico, lesbofóbico, racista, por mutilación genital 

femenina, como crimen internacional, sin datos suficientes, y sexual sistémico (Atencio & 

Laporta, 2012) 

Como es posible observar, existe un conjunto de manifestaciones de este hecho, que 

obedece en esencia, a dos cuestiones principales, el sujeto victimizado del acto en sí, o el 

entorno en el que tiene lugar. Teniendo en cuenta estos elementos, la clasificación o 

diferentes variantes del femicidio que se presenta, aportan sin lugar a dudas aspectos que 

permiten distinguir el ámbito en el que tiene lugar uno y otro acto de agresión, a los efectos 

de comprender adecuadamente el fenómeno en sí. 

A consideración de las investigadoras Atencio & Laporta (2012), el femicidio íntimo: 

Es el asesinato cometido por un hombre con quien la víctima tenía o había tenido una 

relación o vínculo íntimo: marido, exmarido, novio, exnovio o amante. Se incluye el supuesto 

del amigo que asesina a una mujer -amiga o conocida- que rechazó entablar una relación 

íntima con este. (párraf. 20)   
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Teniendo en cuenta lo expuesto por estas autoras, se trata indudablemente de que muerte 

que se le provoca a la fémina, como consecuencia de las relaciones de poder ejercidas por 

quien es o fuera, el hombre con el que tiene, ha tenido, o desea tener, una vinculación de 

intimidad. Muy interesante es el hecho de que, para estas autoras, no solo se manifiesta en 

aquellas relaciones que se encuentra manteniendo la víctima o que mantuvo, sino que 

también puede expresarse en aquellas, en la que el hombre desea iniciar una relación de 

esta naturaleza, y la negativa de la mujer unido a las cuestiones intrínsecas del fenómeno 

en sí, provocan el hecho lamentable.  

La postura sobre esta consideración es asimilada por las investigadoras costarricenses 

Carcedo & Sagot (2002), se trata de aquellos crímenes “(…) cometidos por hombres con 

quien la víctima tenía o tuvo una relación íntima, familiar, de convivencia o afines a éstas” 

(pág. 11); por lo que la delimitación conceptual presentada por estas investigadoras, 

guardan estrecha similitud con la anterior definición. No obstante, ello, pudiera criticarse de 

este concepto, que las autoras no incluyen un elemento esencial que, si lo tuvieron en 

cuenta Atencio & Laporta, y es la posibilidad de que sea un hombre que intenta o desea 

entablar o iniciar una relación, y la oposición de la mujer, resultó en su muerte.    

El femicidio no íntimo, se refiere a “(…) aquellos asesinatos cometidos por hombres con 

quienes la víctima no tenía relaciones íntimas, familiares, de convivencia o afines a éstas” 

(Carcedo & Sagot, 2002, pág. 11); mientras que para Bernal Duarte (2010) se trata de 

aquellos: 

(…) homicidios (básicos o agravados -asesinatos-) cometidos por hombres con quien la 

víctima mujer nunca mantuvo ninguna relación o vínculo de los referidos anteriormente, 

aunque exista otro como de vecindad o de ser compañeros de trabajo, clientes sexuales, 

incluyendo también en este concepto los femicidios provocados por explotadores sexuales u 

hombres de grupos armados u organizados. (párraf. 3) 

Queda claro entonces, que esta manifestación del femicidio, es la contraparte del femicidio 

íntimo, en el que la muerte a la mujer se le provoca, no como consecuencia de la existencia 

en presente o pasado, así como la intención futura, de relaciones entre la víctima y el 

victimario, sino como consecuencia de la expresión de relaciones de poder, de dominación 

del hombre para con la mujer, que se manifiestan mediante el maltrato sexual, 

generalmente, y que traen como consecuencia final la muerte de la fémina.   

A consideración de Warren (1985), la historia ha demostrado que el dar muerte a las niñas, 

ha sido una práctica común en la cultura patriarcal que ha dominado la humanidad por 

siglos. Para la investigadora Incháustegui Romero (2014), el femicidio infantil constituye 
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aquellos “Asesinatos de menores de edad con relación de familiaridad, cuidado o 

conocimiento entre el sujeto pasivo y activo” (pág. 379); mientras que para Lee (2015), se 

manifiesta cuando es “(…) asesinada una niña por su propio padre, madre o cuidador (…)” 

(párraf. 4). 

Teniendo en cuenta las consideraciones conceptuales abordadas, este tipo de hecho posee 

el carácter de infantil, cuando la víctima es una niña o adolescente de sexo femenino, y el 

sujeto comisor lo es una persona con la que la víctima guarda cierta relación. Quiere ello 

decir que para que se materialice y pueda calificarse como femicidio infantil, 

indiscutiblemente debe existir este tipo de vínculo entre la menor de edad y el hombre. Esta 

cuestión es, al parecer de esta investigadora, perjudicial, porque se está limitando la 

naturaleza del femicidio. 

Se debe comprender que el femicidio no es el resultado de las relaciones de dominio en 

cuestiones de género, que tienen lugar en un ambiente familiar o conocido, sino aquellas 

relaciones de poder, que se establecen entre un hombre y cualquier mujer, que tienen como 

sostén las cuestiones de género y que por dichos motivos se produce la muerte de la 

fémina. Entonces, al delimitar en estas definición el femicidio infantil, al hecho de la 

vinculación necesaria que debiera existir entre estos sujetos, deja fuera aquellos hombres 

con los que la menor no guarda ningún tipo de relación, pero por cuestiones de dominación, 

y por ser mujer, le produce la muerte, tal y como pudiera acontecer con un desconocido que 

conociera a una menor de edad, mientras esta regresa a su casa del colegio, y con la 

marcada intención de imponerse sobre ella, aprovechándose de su estado de mujer, y como 

resultado de tal condición, le produce la muerte. 

Para la investigadora Monárrez Fragoso (2006), el femicidio familiar constituye aquel 

“Asesinato de uno o varios miembros de la familia, cometido por un hombre. Está basado en 

relaciones de parentesco entre la o las víctimas y el victimario” (pág. 370); mientras que 

para Peramato Martín (2012), el femicidio familiar es el mismo que el femicidio íntimo y se 

trata de aquellos: 

(…) homicidios (básicos o agravados- asesinatos, parricidios o infanticidios) cometidos por 

un hombre con quien la mujer víctima tenía en el momento de los hechos, o tuvo en un 

momento anterior, alguna relación matrimonial o de análoga afectividad al matrimonio o 

noviazgo, o alguna relación familiar o de parentesco por consanguinidad o afinidad. (párraf. 

13)    

Teniendo en cuenta lo expuesto por estas investigadoras, esta manifestación posee una 

característica innata que le concede su naturaleza, y es el de manifestarse en el ámbito de 
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la familia. No se coincide con la postura adoptada por Peramato Martín, al unir 

semánticamente las categorías femicidio familiar y el íntimo, pues claramente existen 

delimitaciones comparativas de diferencias entre ambos. Este femicidio que estamos 

analizando, se manifiesta por cualquier hombre miembro del grupo familiar, contra cualquier 

mujer del mismo, y no necesariamente entre el esposo y la mujer. En este sentido, podría 

expresarse un tipo de hecho de esta naturaleza, entre un padre y la hija, o entre un 

hermano y la tía, por lo que queda demostrado su separación conceptual de la institución 

anteriormente analizada. 

Lo que si puede acontecer, generalmente, es que el femicidio íntimo, siempre podrá ser 

enmarcado en el ámbito del femicidio familiar, pues las relaciones de vinculación existentes 

entre el hombre y la mujer, ubican el entorno del hecho, en el ámbito familiar, aunque 

siguiendo la postura de la doctrina, y por ello, se expuso el término, generalmente, no todos 

los femicidios íntimos se dan por la relación espiritual que existe o existía entre la víctima y 

el victimario, sino que como bien exponen Atencio & Laporta, puede expresarse igualmente 

entre un hombre y una mujer que no guardan dicha relación, pero que si es deseo del sujeto 

comisor, el inicio de la misma, y la negativa de la fémina es una de las cusas que origina el 

acto en sí.     

Para la investigadora venezolana Albarrán (2015) siguiendo la línea de Carcedo, se trata 

de: 

(…) aquellas mujeres que fueron asesinadas “en la línea de fuego” de un hombre tratando 

de matar a una mujer. Este es el caso de mujeres parientes, niñas u otras mujeres que 

trataron de intervenir o que simplemente fueron atrapadas en la acción del femicida. (pág. 

78) 

Siguiendo el hilo expuesto por esta autora, se pronuncia la autora colombiana Munévar 

(2012), quien expone que se trata de aquellos “(…) hombres que matan a mujeres 

diferentes de su objetivo femicida por hallarse en la línea de fuego, al intervenir en defensa 

de la víctima” (pág. 148). Teniendo en cuenta estas concepciones, que se encuentran 

acorde con las demás posturas conceptuales esgrimidas por la doctrina. Se trata de un acto 

de asesinato por cuestión de género con error en el sujeto. 

Es necesario comprender, que atendiendo a la correcta técnica jurídica en la interpretación 

de la teoría del Derecho Penal, el error en este caso se manifiesta porque el sujeto receptor 

del acto ilícito, es diferente al deseado por el comisor. La acción ilegítima y lesiva, estaba 

dirigida a una mujer, pero por la intromisión de una segunda mujer en la relación jurídico 

penal víctima-victimario, es la que recibe el resultado dañoso del sujeto.  
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Como es claro, no se trata de un error en la persona que constituye una eximente de la 

responsabilidad, ni siquiera de la atenuación de la misma, porque la esencia central de la 

conducta, está matizada por las exigencias del ilícito penal, o sea, que la conducta femicida 

está dirigida por la concepción de poder superior de dicho hombre para con una mujer, que 

es la idea esencial a tener en cuenta para poder analizar cualquier conducta femicida.  

Según el importante portal web feminicidio.net, único sitio especializado que incluye dentro 

de las manifestaciones de femicidio, el femicidio por prostitución, expresa que este tipo es 

aquel: 

(…) asesinato de una mujer cometido por uno o varios hombres en el marco del ejercicio de 

la prostitución de la víctima. Entran en esta tipología los casos en los que él o los victimarios 

asesinan a la mujer motivados por el odio y la misoginia que despiertan en estos la 

condición de prostituta de la víctima. Todos los casos conllevan la carga de estigmatización 

social y justificación del femicidio por prostitución en la mente de los asesinos: “se lo 

merecía”; “ella se lo buscó por lo que hacía”; “era una mala mujer”; “su vida no valía nada”. 

(Feminicidio.net, 2012, pág. 4)  

Teniendo en cuenta lo expuesto por este autor, es indiscutible que se trata del asesinato de 

mujeres, por las mismas cuestiones de género que caracterizan el femicidio, y que lo único 

que varía es el hecho de que la víctima fallece en el ejercicio de sus labores como 

prostituta. Se destaca en este artículo expuesto, que ha existido durante muchos años una 

postura de no considerar las muertes de mujeres meretrices, una parte de la sociedad que 

no merece la atención del derecho, ni de los estudios prioritarios en materia de género. 

Pero la cuestión está siendo saldada. El hecho de que importantes publicaciones como la 

que estamos analizando, ya desde el año 2010, incorporen a su clasificación de femicidio, el 

ejecutado contra aquellas mujeres que estaban realizando funciones de cortesanas, implica 

una paso de avance para la protección de las féminas por este tipo de cuestiones, fuere 

quien fuere y desempeñare la labor que desempeñare, pero en materia de género, 

realmente el problema o dificultad no estriba en la víctima, sino en la concepción de dominio 

y poder que cree tener el hombre por encima de la mujer, ello es el centro del asunto y debe 

ser el tema central para cualquier análisis serio al respecto. (Gimeno, 2015)     

El femicidio por trata, a consideración de Atencio & Laporta (2012), es aquel asesinato de 

una mujer a manos de uno o varios hombres como consecuencia del sometimiento de 

aquella a estos o a la privación de su libertad a la que es subyugada, y que se expresa  

como consecuencia del tráfico de personas. No es desconocido para nadie el hecho de que 

el tráfico de personas constituye uno de los problemas más graves que enfrenta la 
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humanidad, debido a disímiles factores, y que debido a la debilidad y desprotección en que 

se encuentran estas féminas, y todos los que son víctima de este fenómeno en general, las 

ubican en una situación que las predispone para que los sentimientos de odio y misoginia 

de los hombres comisores del acto, puedan realizarlos con impunidad.  

Este es uno de los tipos de femicidios más complejos, en el sentido de que como la trata de 

personas se realiza al margen de la ley, donde las autoridades muchas veces desconocen 

de dichos comportamientos, y los sujetos comisores de estas redes de tráfico, usan todos 

los mecanismos estructurales y de organización para esconderse de las instituciones 

oficiales, entonces las mujeres que son víctimas de este fenómeno, son doblemente 

victimizadas, y en sentido general, no pueden obtenerse datos fidedignos sobre este 

aspecto, solo se puede analizar, las estadísticas que por una u otra vía se conocen, pero no 

las mujeres que víctimas de este tipo de trata, mueren cada año a manos de hombres 

femicidas.  

Otra de las consideraciones sobre el femicidio, es aquel que se manifiesta en el ámbito del 

tráfico de migrantes, y por ello recibe el nombre de femicidio por tráfico. A consideración de 

la Oficina Regional para América Central del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos (OACNUDH) (2012), este tipo de femicidio es aquella “(…) muerte 

de mujeres producida en una situación de tráfico de migrantes” (pág. 16). Teniendo en 

cuenta lo expuesto por el conjunto de investigadores que conformaron el equipo de 

redacción de dicho modelo, el elemento distintivo en este tipo de expresión, es el tráfico de 

migrantes. 

La migración ha sido desde tiempos inmemoriales, un elemento típico y natural a la 

humanidad, pues la búsqueda de mejores ambientes, imponen a una movilidad constante 

de grupos de personas y poblaciones, así como de individuos. En los últimos años, este 

fenómeno se ha visto incrementado, por las dificultades económicas, principalmente, que 

enfrentan los países del tercer mundo, siendo Centroamérica con Estados Unidos y Europa, 

las áreas donde las crisis migratorias han afectado en los últimos tiempos con mayor fuerza. 

El tráfico de personas, como actividad ilegal que es, se encuentra al margen de los 

ordenamientos legales de las naciones, y por ende de la protección que brindan a todos los 

sujetos que se enmarcan en este tipo de práctica, sin poder garantizar la debida protección, 

dentro de las que se encuentran las mujeres, quienes constituyen uno de los entes de 

mayor riesgo en este tipo de contienda, por lo que los traficantes que padecen el odio hacia 

las féminas, en muchas ocasiones se aprovechan para cometer dichos actos, quedando en 

la mayoría de las ocasiones impunes, y desconociéndose los verdaderos datos de femicidio.  
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El femicidio transfóbico es aquel en el que se da “(…) la muerte de una mujer transgénero o 

transexual y en la que el victimario (o los victimarios) la mata por su condición o identidad 

de género transexual, por odio o rechazo de la misma” (ONU-OACNUDH, 2012, pág. 16). 

Esta misma definición es la aportada por la mayoría de la doctrina que trata el tema. 

Parecido a ello es el femicidio lesbofóbico, constituyendo aquella “(…) muerte de una mujer 

lesbiana en la que el victimario (o los victimarios) la mata por su orientación sexual, por el 

odio o rechazo de la misma” (ONU-OACNUDH, 2012, pág. 16); tratándose manifestaciones 

que tienen como origen, el odio a la orientación sexual. 

Pareciera que estas expresiones se salen de la naturaleza del femicidio, al poder parecer 

que se trata de crímenes por la homofobia, pero cuando se analiza detenidamente este tipo 

de manifestaciones, la subjetividad del victimario indica que el punto esencial de la discordia 

y que lleva al sujeto a cometer el hecho, es la concepción de dominación, de superioridad 

que siente con respecto al sujeto trans o a la lesbiana, sintiéndose por encima de ellos por 

ser hombre, lo que adecuadamente califica para femicidio. Es necesario que se entienda, 

que para calificar un femicidio, como se ha venido expresando a lo largo de la investigación, 

se hace necesario analizar el animus necandi del comisor del hecho. 

El femicidio racista es aquel en el que se le da muerte a una mujer porque pertenece a 

determinado grupo étnico, o porque sus rasgos fenotípicos sean diferentes a los de otro 

grupo, y que sean de desagrado para el hombre (Atencio & Laporta, 2012). Este tipo de 

asesinatos se manifiesta por el odio que siente el hombre hacia las mujeres que perteneces 

a determinadas tribus por ejemplo, o porque simplemente el color de la piel, o rasgos de 

ojos, u otros elementos del cuerpo, no le son asimilables a su ser interior, por lo que es 

suficiente para darles muerte.  

A consideración del portal web especializado en temas de femicidio Feminicidio.net, en 

Latinoamérica Cuba y Ecuador, son los únicos dos países que no cuentan con un sistema 

estadístico oficial que permita conocer claramente, y de forma actualizada, la cifra de 

denuncia por este tipo de hechos, así como la cantidad de procesados, sentenciados, y en 

sentido general, la suma total de femicidios en todo el país. Salvo escasas y vagas 

menciones de determinadas autoridades y determinados artículos noticiosos, el país no 

cuenta con un centro de datos especializado al que se pueda acceder de forma directa para 

conocer este tipo de manifestaciones.   

Las notas que existen al respecto han sido consideradas por Ortega & Valladares (2007), 

quienes en el análisis de este fenómeno que realizaron en el Distrito Metropolitano de Quito, 

concluyeron que de los 204 homicidios calificados entre los años 2000 y 2006 en la capital, 

83 bien hubieran podido calificarse como femicidios si hubiere existido la figura delictiva, de 
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los que el 50% podían considerarse como femicidios íntimos; y la restante mitad, como 

femicidios no íntimos. Los datos más actualizados en torno a ello han sido publicados por la 

Fiscalía General del Estado, los que se reproducen a continuación: 

 

Figura 1. Relación entre el victimario y la víctima de femicidio en Ecuador. Agosto 2014-Agosto 

2015 

Fuente: (Ecuador, Fiscalía General del Estado, 2016) 

 

Teniendo en cuenta estos datos, que son las estadísticas oficiales más actuales, la mayoría 

de los actos de femicidio acontecidos en el país en esta fecha de trata de femicidios íntimos 

también de orden Familiar, no debiendo ser excluyentes unos con otros, lo que implica la 

existencia en el seno de la familia o relaciones afines de este fenómeno.  

 

1.2.2.2     Causas y consecuencias del femicidio en el país. 

Ecuador en este sentido no es la excepción a la regla, pues diversas y complejas son las 

causas que originan los hechos de femicidio en el país. Como es lógico entender, las 

relaciones desiguales de poder, así como la percepción individual del hombre de su 

supremacía y status jerárquico privilegiado con respecto a las mujeres, constituye el 

principal aspecto causal de este tipo de hechos. Se trata de que la concepción intrínseca a 

la personalidad de muchos hombres, principalmente de los que han cometido este tipo de 

actos, es la de considerar a la mujer como un objeto minúsculo, cuyo sometimiento es 

normal y lógico, debido a la indudable subordinación histórica a la que ha sido sometida.  
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Un estudio realizado por la Procuraduría General de la República Dominicana, auspiciado 

por el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA) (2011), consideró que en el 

ámbito nacional las principales causas que llevaron al grupo de hombres analizados a 

cometer el hecho, fueron entre otras tantas, la subordinación económica a la que estaban 

sometidas muchas víctimas, y de esta forma, los hombres consideraban que al ellas 

depender del ellos, pues tenían derechos a hacer y deshacer, así como a decidir por ellas 

en todos los aspectos de sus vidas. Otra de las causas a las que se arribó, es que el bajo 

nivel de escolaridad que tenían los victimarios, y la superioridad en educación de las 

víctimas por sobre ellos, implicaba una especie de complejo machista, que igualmente 

generaba discordias y consecuentemente la muerte de la fémina.  

Otras de las causas obtenidas de esta investigación, son la alta incidencia de los aspectos 

relacionados con la pareja, como son los celos, las relaciones sociales, cuestiones con los 

hijos, el fácil acceso a las armas de fuego, el impacto de eventos sufridos tanto por la 

víctima como por el victimario en su niñez, que se reflejan y reproducen en la adultez, 

dentro de los que se encuentran disciplina establecida mediante la utilización de castigos 

físicos, consideración de que la violencia es el instrumento mediante el cual se arreglan 

todo tipo de dificultades, sometimiento de los menores a trabajos en este periodo de vida, 

entre otros.  

A consideración de las investigadoras Meléndez López & Sarmiento Rissi (2008), existen 

tres tipos de causas esenciales que son las que provocan este tipo de hechos, las sociales, 

las políticas y las culturales. En este documento aportado por las autoras, se destaca una 

investigación de los comisores de estos hechos, con la finalidad de delimitar cuáles fueron 

los móviles por lo que cometieron los actos. Según se expone en dicho informe y es la 

consecuencia de los resultados de la investigación, la discriminación, el deseo de control, la 

afirmación de autoridad e intenciones de doblegar la voluntad, así como la autonomía de la 

mujer. Otros datos aportados por las mismas autoras, se destacan como causas, los celos, 

la infidelidad, la negación sexual, la negación a ser pareja, la negación a reiniciar una 

relación, las cuestiones económicas, por venganza, y por otros motivos no justificados.    

Un importante estudio es el efectuado por el Instituto del Capital Social de la Universidad 

Abat Oliba CEU, de España, del año 2008, en el que realiza un estudio pormenorizado del 

fenómeno, concluyendo que son básicamente tres, las causas que originan este tipo de 

hechos. En primer lugar, este informe expone que la primera causa, y no la más importante, 

es la debilidad del vínculo entre la víctima y el victimario, lo que supone una mayor 

predisposición a la ruptura. En el estudio se demuestra que del total de femicidios 

acontecidos en España en el periodo estudiado, casi la mitad está caracterizado por la 
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unión de hecho entre el sujeto pasivo y activo del acontecimiento, y esta inestabilidad legal, 

o informalidad, provoca una mayor concepción de desligamiento real entre las partes, lo que 

sin lugar a dudas provoca un mayor número de actos femicidas. (Instituto del Capital Social, 

2008) 

La segunda causa identificada por esta institución, son las patologías personales, o sea, la 

incapacidad psicológica y emocional de los sujetos, para enfrentar con éxito y objetividad un 

rompimiento en la pareja, un “no” como respuesta ante la solicitud de reinicio de una 

relación o de entablar relaciones íntimas o sexuales, el tener una independencia económica 

inferior a la fémina, y así otros tantos. Se trata en esencia, de una condición patológica 

innata al hombre que bien pudiera ser machista o no, pero lo que, si le es inherente, es su 

inhabilidad para enfrentar una situación de las que se han expuesto. El tercer elemento 

causal expuesto por la investigación, lo constituye el sistema de creencias, pues se 

demostró principalmente entre los católicos, que por sus estándares de religiosidad y 

concepción de que el matrimonio era para la vida entera, pues se erigía este conjunto de 

ideas, un sistema de protección a los actos constantes y cada vez crecientes de violencia 

hacia la mujer, lo que al final desencadenaba en femicidio.  

Una vez observadas estas cuestiones, se hace necesario realizar un análisis final de las 

causas que provocan estos hechos. Como se ha podido estudiar, disímiles son las posturas 

de los diferentes investigadores, de los elementos que originan este tipo de 

comportamiento. Los celos, la dependencia económica a la mujer o su inferioridad, el 

sistema de valores o creencias, incapacidades emocionales, entre otras. Pero como se ha 

expuesto por esta investigadora al iniciar este acápite, la causa esencial, según la 

consideración de la presente investigación, es la concepción patriarcal que aun impera en 

las culturas contemporáneas, y que la creación de normas legales, e instituciones de 

defensa y cambio del pensamiento, no se ha logrado incentivar una educación eficaz en 

torno a esta temática. 

De esta idea errónea de machismo, o sexismo machista, de la consideración errada de que 

el hombre es el que manda por sobre la mujer, porque es hombre, y decir hombre, es decir, 

lo más cercano a Dios, al poder, a la supremacía, es lo que determina todos los 

comportamientos relacionados con la violencia de género y con el femicidio. De esta 

concepción de que la mujer es un objeto que solo se encuentra destinada a cumplir todos y 

cada uno de los deseos y voluntades del hombre, sin objetar, resurgen los demás 

elementos causales analizados, los celos, dependencia económica, negación a iniciar o 

continuar con una relación entre otras, son solo derivaciones justificativas de estas 

concepciones. 



28  
 

En cuanto a las consecuencias que generan este tipo de conductas son variadas. A los 

efectos de la presente investigación, se dividirán en dos, analizaremos las consecuencias 

jurídicas, y las consecuencias sociales. Las consecuencias jurídicas o legales, serían 

aquellos resultados previstos en las normas jurídicas penales como derivación del 

cometimiento del hecho ilícito y previamente tipificado en la norma. En este sentido, serían 

las normas penales de cada nación, la que establecería las consecuencias penales, en 

esencia, para aquel sujeto que cometiera el femicidio. La sanción, en la mayoría de las 

normas penales latinoamericanas es de prisión, y la cantidad de años que supondría la 

misma, varían entre un estado y otro, pero que en sentido general oscilan entre 15 años de 

privación de libertad y privación perpetua. (Ver Anexo 1)                  

Por su parte, las consecuencias sociales son diversas. En primer lugar, se trata de un 

atentado contra uno de los bienes jurídicos más protegidos por toda la humanidad: la vida. 

Es innegable que esta es la consecuencia de mayor repercusión en la sociedad, pues el 

acto de dar muerte a otra persona es consecuencia de un comportamiento salvaje, innato 

con las etapas más primitivas del ser humano y concatenado con los comportamientos más 

primarios de cualquier otro animal. Por ende, se trata de una involución en este sentido del 

sujeto que comete el hecho, privando de la vida misma a una mujer. Si a este acto, se le 

suma que el dar muerte va acompañado de sentimiento de odio, superioridad y otras 

emociones en el hombre, entonces si queda demostrado fehacientemente, un retroceso en 

la evolución del sujeto comisor como ser humano. 

Otro aspecto donde se manifiesta este tipo de acontecimientos, es en el orden familiar. Sin 

lugar a dudas, la familia tanto de la víctima como del victimario, quedan devastadas. Se 

observa una derrota de la familia, de los ascendientes en la incentivación de patrones 

educativos y culturales correctos al sujeto comisor, pues desde su nacimiento, no fueron 

capaces de lograr en él, inculcar sentimiento de respeto e igualdad entre los géneros, cuya 

carencia se exterioriza en etapas más adultas. También, la pérdida de un ser querido, en 

muchos casos dejando hijos menores de edad huérfanos de madre, que desde dichas 

edades tiene que enfrentarse a los rigores de una sociedad que desvirtúa o desnaturaliza 

las correctas relaciones entre los miembros de la familia y la comunidad. 

Un elemento más que determina el resultado lesivo para la sociedad de este tipo de 

comportamientos, es el hecho de que, para la sociedad en su conjunto, se proyecta con el 

cometimiento de este tipo de actos, una percepción o sentimiento de inseguridad y falsa 

protección a la mujer por las cuestiones de género. Aunque en la realidad de cualquier 

nación existan un conjunto de normas jurídicas destinadas a la garantía de la seguridad de 

las féminas, la existencia de este tipo de hechos constituye sin lugar a dudas manifestación 
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de una incapacidad gubernamental para evitarlos, por lo que, a los efectos de aquellos 

sujetos más cercanos al hecho en sí, y para toda la sociedad en su conjunto, significa un 

discurso que no está surtiendo efectos en la realidad. 

Se trata de la carencia, inexistencia o ineficacia, de un conjunto de políticas públicas y 

privadas tendentes a eliminar este tipo de acontecimientos. La existencia de actos de 

femicidio en cualquier país, y en Ecuador de forma especial, constituyen la manifestación de 

una infructuosa actividad ideológica, educativa, política, cultural, social, policial, de justicia, 

de las instituciones que en dicha nación se encargan de promover y poner en práctica las 

políticas institucionales que están destinadas a establecer cánones de comportamiento en 

la población que tengan como resultado un cambio de concepción en las conductas 

machistas y por ende femicidas. 

No se trata de establecer estrategias cuyo objetivo sea el de disminuir las conductas 

femicidas, ese no sería un buen plan, porque se estaría atacando o tratando la 

consecuencia del fenómeno. Es necesario que se traten las causas que lo originan y por 

ende, dichas políticas deberán dirigirse a eliminar las concepciones meramente patriarcales 

existentes en la sociedad ecuatoriana, de forma tal que mediante el tratamiento a dichos 

cánones, pues se logren cambiar sus manifestaciones y con ello, el femicidio.   

 

1.2.2.3     Principales conductas que atentan contra la adecuada respuesta 

institucional ante manifestaciones de violencia contra la mujer-femicidio en el 

entorno nacional. 

Ante la creciente incidencia de manifestaciones de femicidio en el Ecuador, según los datos 

existentes desde agosto del 2014, en que comenzó a regir el COIP con la figura del 

femicidio en el país, se ha hecho necesario una respuesta institucional que logre revertir la 

situación. Anterior a esta fecha, las acciones de las instituciones estaban dirigidas a eliminar 

las manifestaciones de la violencia de género, pues no se encontraba respaldado el 

femicidio en la norma penal ecuatoriana. La creación hacia el año 1994 de las Comisarías 

de la Mujer y la Familia (CMF); la promulgación en el año 1995 de la Ley No. 103 contra la 

Violencia a la mujer y la familia, constituyeron sin lugar a dudas, dos acciones de gran 

trascendencia en años anteriores. 

Teniendo en cuenta ello, y meramente en relación al femicidio, la primera respuesta 

institucional llegó desde el sector público, mediante la promulgación de una reforma al 

COIP, en el que se incluyera como figura penal típica, el femicidio. Con ello ya no solo se 

protegía a la mujer en aquellos actos de violencia contra ella, sino que además, 
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atemperados a legislaciones foráneas, instrumentos jurídicos internacionales, y la 

necesidad de la nación, de dotar a las féminas de una figura más que desde lo penal, 

ejerciera cierta influencia sobre los hombres que fueran a cometer este tipo de hechos.  

En la actualidad se cuenta en el país, con 30 Unidades Judiciales de Violencia contra la 

Mujer y la Familia, en 24 cantones de 19 provincias, las que se encuentran integradas por 

79 juezas y jueces de primer nivel (Ecuador, Fiscalía General del Estado, 2016). La 

existencia del Plan Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Niñez, 

Adolescencia y Mujeres, del año 2007, constituye otra de las respuestas desde el gobierno, 

para lograr eliminar dichos comportamientos, junto con el Plan Nacional del Buen Vivir, 

constituyen pasos de avances en el ámbito nacional con relación a este fenómeno. 

Pero hasta la fecha, año 2016, las cifras de femicidio en el Ecuador, aunque no elevadas, si 

constituyen el centro de preocupación de la comunidad. Las conductas que, en sentido 

general de corte violento por cuestiones de género, con los índices de manifestaciones de 

violencia física, sexual, psicológica entre otras, así como las manifestaciones de 

homicidio/femicidio en el Ecuador, dan fe, de que las políticas implementadas, no están 

logrando el resultado a corto plazo, que se esperaba. 

Hay que tener en cuenta lo expuesto por la investigadora ecuatoriana Camacho Zambrano 

(2003), quien afirma que “(…) el poder es una construcción social e histórica, es una 

categoría relacional y dialéctica que las personas no la posee sino que la ejercen al 

interactuar con otras y con su entorno” (págs. 35-36). Si ello es cierto, entonces cabría 

comprender el por qué, a pesar de los ingentes esfuerzos, aún no se logra una reacción 

eficaz ante tal comportamiento.  

El femicidio, como expresión de la violencia de género extrema, constituye sin lugar a dudas 

una manifestación de las relaciones desiguales de poder entre el hombre y la mujer, 

relaciones de poder que han sido construidas históricamente en el transcurso del desarrollo 

social de la población ecuatoriana, insertadas en lo más profundo de muchas generaciones, 

por lo que no es dable exigir, resultados eficaces en políticas de este tipo que no exceden la 

mitad de una centuria. Este constituye el principal elemento que podría justificar el hecho de 

que aún persisten en el Ecuador, conductas de odio y misoginia hacia las mujeres.  

Derivado de ello, toman lugar el conjunto de conductas en la sociedad que proliferan. Se 

trata de una respuesta social, a las carencias existentes en el Ecuador en todo sentido. En 

ello tienen su influjo, las condiciones económicas, sociales, culturales, ideológicas, políticas, 

en las que tiene lugar la vida diaria del ecuatoriano. Las conductas femicidas que en el país 

tienen lugar, son el resultado de un desequilibrio integral, pues tal como la verdad absoluta 
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analizada suficientemente por Descartes, hacia el año 1637 en su obra Discurso del 

Método, el ser humano piensa, después existe; así como que el hombre piensa como vive, 

según Karl Marx, denotan las dos ideas filosóficas que fundamentan este hecho. 

(Descartes, 1637) (Marx, 2006) 

Por ello, es que el hombre femicida en el Ecuador, no solo piensa así, porque ha sido la 

historia que ha vivido, que ha sentido, que ha percibido, sino que esa es la que continúa 

viviendo y recibiendo en su interior emotivo. Piensa de esa forma porque el entorno en el 

que se desarrolló su niñez y adolescencia, esa fue la cultura que vivió y aprendió, o sea, la 

cultura del odio y misoginia hacia las mujeres, por lo que esa ideología, es la única que 

expresará en cada acto de su vida. La facilidad o predisposición para que manifieste dichas 

concepciones, dependerá de muchos factores, claramente no todo el hombre que vivió y se 

le educó en estas concepciones patriarcales, han sido femicidas, o siquiera sujetos que, por 

cuestiones de género, se comportan de forma violencia hacia las mujeres. 

Se trata de que cada ser humano es diferente, y por ello asume de diferentes formas los 

cánones en los que se le instruyó. No todos los hombres poseen la misma capacidad para 

entender, comprender y modificar determinadas enseñanzas que son erróneas. No todos 

entienden que determinados valores de su entorno, son incorrectos, y en correspondencia, 

actuar. Pero todas estas máximas que se han analizado constituyen el eje sistémico por el 

que se guían las conductas que, en la actualidad en el país, atentan contra políticas mucho 

más eficaces de lucha y erradicación de los comportamientos de violencia de género y 

especialmente de femicidio.          

 

1.2.3.     La prueba en el proceso penal. 

El material probatorio en cualquier proceso judicial, constituye el elemento esencial que 

apoya la finalidad prima facie del proceso penal: la determinación de la culpabilidad o 

inocencia de un sujeto. Se trata de los elementos que suponen la existencia real de un 

hecho que se encuentra tipificado en la norma como ilícito, y que por ende vincula o no, a 

uno o varios sujetos, con el mismo, posibilitando aplicar la justicia. Sobre este tema se 

estará analizando en el presente acápite, con la finalidad de establecer con claridad, la 

naturaleza y trascendencia que poseen los medios de prueba, para poder calificar 

acertadamente un hecho, como tipificador de femicidio.  
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1.2.3.1     Consideraciones generales sobre la prueba. 

Como bien expone el importante investigador colombiano Echandía (2000), la percepción 

humana de la prueba, ha estado presente en todos los tiempos y culturas que han existido y 

existen en el planeta. Esta noción, no es típica del Derecho, pues la prueba existió primero, 

en la sociedad, en las comunidades primitivas donde las Ciencias Jurídicas no habían 

surgido, pero donde esta noción, se vinculaba con la existencia de dioses, donde 

determinado hecho, acarreaba una consecuencia mística, que era la prueba viviente de la 

existencia de la furia o beneplácito de una determinada deidad. Pero, sin embargo, esta 

categoría jugó el mismo papel desde siempre y hasta la fecha, demostrar la existencia de 

algo o alguien, de forma tal que se pudiera con ello, afirmar o reafirmar, la existencia de una 

cosa, permitiendo, por ende, la vinculación entre ellas.   

La trascendencia de la prueba constituye el pilar sobre el que se sostiene la vida misma. Ya 

fueren mediante instrumentos religiosos o científicos, lo que posibilita opinar, discernir, 

criticar, obtener, enajenar, tocar, sentir, palpar, escuchar, es la prueba misma de la 

existencia de la cosa. Es un tema complejo y filosófico, pero que, sin lugar a dudas, denota 

la existencia de un fenómeno que, aunque no pueda percibirse siempre, se sabe que está 

ahí. 

En el campo del Derecho esta categoría adquiere mayor trascendencia. El hecho de que el 

Derecho se encamine a ordenar un conjunto de relaciones sociales que por su naturaleza e 

importancia merecen protección y garantía de orden, implica que la prueba aplicada a estas 

normas, no puede caracterizarse por los valores y conceptos de la llamada por Echandía 

(2000), “(…) noción ordinaria o vulgar (…)” (pág. 13), sino que se conforma una idea mucho 

más técnica, científica, objetiva, apreciable y apreciada, con determinado valor sobre la 

esencia, de forma tal que obtiene una calificación diferente a la percepción general que la 

sociedad pudiera tener sobre la misma.  

Pero en el Derecho Penal, la prueba adquiere mayor relevancia, ello es, por la naturaleza 

de los Derechos que convergen en la citada rama jurídica. No se trata de restarle 

importancia a cada una de las ramas y partes que conforman las Ciencias Jurídicas, porque 

sin dudar, todas y cada una de ellas son trascendentales para la vida en sociedad; no 

obstante ello, el Derecho Penal como rama que se encarga, entre otras cuestiones, de 

establecer un orden social mediante la restricción de bienes jurídicos inherentes al ser 

humanos como lo pueden ser la vida o la libertad, demuestra la preeminencia que para esta 

parte del Derecho, posee la institución que se analiza. 

Para el autor Palacio (2000) el material probatorio en el ámbito penal, está conformado por: 
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(…) el conjunto de actos procesales, cumplidos con el auxilio de los medios previstos o 

implícitamente autorizados por la ley, y encaminados a generar la convicción judicial acerca 

de la existencia o inexistencia, la veracidad o la falsedad, de los hechos sobre los cuales 

versa la imputación. (pág. 12)  

Teniendo en cuenta lo expuesto por este investigador, en primer lugar, de trata de actos 

procesales. Ello es de gran importancia, pues le impone un carácter meramente humano a 

los mismos. Al tratarse de un acto procesal, implica la adopción de determinada conducta o 

comportamiento por uno de los sujetos procesales que intervienen en cada fase, donde 

voluntariamente y con una marcada intención, realizan el mismo, con la finalidad de 

aportarle al proceso. Esta cualidad de acción del hombre, dota de gran importancia al acto 

en sí, pues lo estructura, organiza y dirige en una finalidad determinada y específica; pero 

también trae como desventaja, que como resultado del comportamiento humano, puede 

viciarse, y con ello, adulterarse los elementos probatorios y provocar injusticias o ineficacia 

de la prueba y con ello, impunidad. 

Derivado de este análisis, y siguiendo el hilo en el que Palacio expone su concepción de 

prueba, es el hecho de que los mismos deben estar organizados y dirigidos por el 

ordenamiento jurídico. Ello implica no solo que la prueba debe estar correctamente 

establecida en las leyes correspondientes, en este caso, la penal, sino que además, se 

debe estructurar de forma adecuada, la forma y vía en que se aplicará cada uno de los 

medios probatorios reconocidos. La trascendencia de estimar esta cuestión, es que dota de 

legitimidad la prueba aportada, de forma tal que es el ordenamiento jurídico el que delimita 

con su regulación, la veracidad o no de determinado medio probatorio, no dejando al libre 

arbitrio de las partes, esta posibilidad procesal. En todo caso, si sujeta el aporte del material 

probatorio a determinado numerus apertus, lo hará respetando un conjunto de normas y 

estipulaciones que dotan a la prueba aportada, de validez y eficacia probatoria tal, que sea 

asimilado por el proceso y determinada su trascendencia y valía por el órgano juzgador, y 

con ello, un positivo impacto en la finalidad que persigue.  

Otro de los elementos importantes esgrimidos por este investigador, es que la finalidad del 

material probatorio, será la de lograr la convicción del juzgador. Es necesario comprender, 

por muchas críticas que esta convicción o certeza del juzgador posea, por el alto carácter 

de subjetividad intrínseco en ello, que la culpabilidad o no de un sujeto no puede 

sustentarse en “(…) la firmeza propia de la lógica o las matemáticas (…) relativa seguridad 

que se conoce en las ciencias naturales” (Grunwald, 2011, pág. 2); porque la certeza del 

juez o jueza es un proceso que tiene lugar en la conciencia de los que juzgan. 
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No obstante, esta convicción o certeza que debe poseer el órgano examinador, sobre si el 

sujeto imputado es o no culpable del delito por el que se le procesa, no sale de la nada, ni 

obedece a un deseo superfluo de los jueces, sino que se funda objetivamente en los medios 

de prueba. A pesar de que esta certeza o convicción judicial tiene lugar en la conciencia y 

mente de los que juzgan, para lograr disminuir en lo mayor posible esta subjetividad, la 

mayoría de las normas legales obligan que esté fundado en la práctica real de los medios 

de prueba, y la capacidad que hayan tenido estos para vincular al sujeto con el hecho. Solo 

mediante la práctica, análisis e interpretación de las pruebas aportadas, el juzgador 

obtendrá la convicción. 

Para el ilustre procesalista Cafferata Nores (1998), la prueba es “(…) todo lo que pueda 

servir para el descubrimiento de la verdad acerca de los hechos que en aquél son 

investigados y respecto de los cuales se pretende actuar la ley sustantiva” (pág. 4). 

Teniendo en cuenta lo expuesto por este autor, sin lugar a dudas se trata de una 

concepción amplia de la noción prueba. Ante esta definición, se apega el investigador a un 

numerus apertus del material probatorio, al exponer que se trata de cualquier mecanismo, 

instrumento que pueda ayudar al esclarecimiento de qué fue lo que aconteció en la realidad. 

Aunque muy ideal en esencia, en la práctica esta concepción resulta un poco riesgosa, pues 

si nos adhiriéramos ciegamente a esta aspecto, entonces las partes en determinado 

proceso, podrían aportar todo lo que se le ocurriera que pudiera ayudar a tales cuestiones, 

de forma tal que no existiera un orden en los mecanismos probatorios, ni una estructuración 

legal, y lo que podría ser aun de mayor riesgo, que esos instrumentos cualesquiera que 

fueren, podrían estar ilegítimamente obtenidos para lograr la finalidad propuesta. 

Con ello lo que hace el autor es desprenderse de la regulación legal que debe impregnar los 

mecanismos probatorios. Obvia el investigador, que se hace necesario que los medios de 

pruebas dentro de cualquier proceso, y el penal en especial, deberán estar establecidos en 

la Ley Penal, de forma tal que no quede al arbitrio de las partes de forma voluntaria, el 

aporte de cualquier instrumento, sin estar respaldado en Ley, ni cumplimentar las 

necesarias exigencias que la legislación debiera establecer para dotar de validez y eficacia 

probatoria al mismo.  

En sentido general la doctrina en materia de definición de la prueba en el proceso penal, se 

encuentra dividido en tres posturas diversas. Los primeros autores, en los que Karl 

Mittermaier constituye su defensor máximo, ponen el énfasis en uno o diversos 

subconceptos que integran la definición de prueba. En este sentido, este autor expone que: 
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(…) cuando un individuo aparece como autor de un hecho al que la ley señala 

consecuencias aflictivas, y siempre que se trata de hacerle aplicación de ellas, la condena 

que ha de recaer descansa en la certeza de los hechos, en la convicción producida en la 

ciencia del Juez, dándose el nombre de prueba a la suma de los motivos que producen la 

certeza. (Mittermaier, 1979, pág. 57)   

Como es posible observar, para este investigador, se trata de la sumatoria de todos los 

motivos que producen la convicción del juez sobre el hecho que se está conociendo, lo que 

implica entre otras cuestiones, la certeza del acontecimiento y naturaleza de los hechos, la 

conciencia propia del juzgador sobre los mismos, todo lo cual, único, conforma el material 

probatorio. Dentro de los del segundo grupo se encuentran los defensores de los que 

consideran que, en materia de prueba, a la hora de su definición, los problemas 

gnoseológicos que entraña el conocimiento indirecto de los sujetos en el proceso penal, 

constituye el principal dilema para poder conceptualizar la categoría prueba. Su principal 

impulsor fue Francesco Carnelutti, quien expuso que: 

Puesto que en el juicio saca del presente el pasado o el futuro o en otras palabras, de la 

certeza la probabilidad, la materia sobre la cual opera o con la cual se realiza, es el 

presente mismo, o en otras palabras, la especie la cual en cuanto además de la certeza de 

sí proporciona la probabilidad de otro diferente de sí, se llama prueba. (Carnelutti, Lecciones 

sobre Derecho Procesal. Tomo I (traducción de Santiago Sentis Meledo), 1950, pág. 288) 

Es indudable la concepción gnoseológica de este autor, al proponerse desmembrar la 

prueba desde la teoría del conocimiento que entraña la prueba en sí. Se trata del resultado 

de eventos que son conocidos en su momento, pero que acontecieron en el pasado, y que 

sin lugar a dudas lograrán una convicción o certeza en el juzgador de forma tal que le 

permite pronunciarse en el futuro, sobre la culpabilidad o no del sujeto y su vinculación con 

los hechos. Pero este autor, según su concepción, la prueba no otorga una certeza 

absoluta, sino que proporciona al juzgador una convicción probable, por lo que en el este 

investigador y los que lo siguen, la duda razonable siempre debe estar presente y por ello, 

la incertidumbre constante sobre la validez y eficacia de la prueba, debe estar presente en 

todo momento. 

El tercer grupo de autores, son aquellos representados por la postura de Máss Mixán, 

quienes son defensores de una concepción integral de la categoría prueba. Para este autor 

la prueba es: 

(…) aquella que, en su primera fase, consiste en la actividad jurídica regulada y dirigida por 

el funcionario que actúa en él ejercicio debido de su legítima potestad para hacer acopio 
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oportuno, selectivo, eficiente e integral de los medios de prueba que sean idóneos, 

pertinentes y útiles para el conocimiento del Thema probandum, acopio que a su vez 

permitirá, en la fase siguiente, la concreción de una valoración metódica, con criterio de 

consecuencia para obtener la significación probatoria, examinando primero uno a uno cada 

medio probatorio y luego como totalidad y finalmente alcanzar la certeza de haber 

descubierto la verdad o la falsedad o el error en la imputación que originó el procedimiento. 

Ese grado de conocimiento alcanzado se reflejará en la motivación nítida y coherente de la 

resolución que ponga término al caso. (Mixán, 1988, pág. 136) 

Teniendo en cuenta lo expuesto por este autor, la prueba puede ser analizada en tres 

momentos esenciales. En un primer momento, es aquella en la que se realiza una actividad 

de recopilación de medios de prueba, de forma tal que acorde a lo que preceptúa la 

normativa jurídica, sea idónea, pertinente y útil para el conocimiento del asunto en sí. Ello 

quiere decir que en un primer momento la prueba estaría conformada por la actividad de las 

autoridades pertinentes, encaminadas a obtener los indicios que logren esclarecer de 

manera a priori el hecho, y establecer las posibles vinculaciones con uno o varios sujetos. 

Un segundo momento la prueba sería aquel material probatorio que ha sido recolectado, y 

que es necesario evaluar a los efectos de obtener una certeza, una convicción de si 

efectivamente aportan al tema decidendum, a los efectos de determinar qué realidad 

demuestra cada uno de los medios de pruebas recolectados mediante la actividad de las 

autoridades competentes. En un tercer momento, la prueba constituiría, el mecanismo 

mediante el cual el órgano competente obtendría su verdad sobre la esencia, y le permitiría 

evaluar la realidad de lo contenido teniendo como fundamento la prueba, que sería de todo 

el material probatorio aportado al proceso, aquellos que el juzgador considera esenciales 

para la determinación de la verdad material, lo que se vería reflejado indudablemente en la 

sentencia.  

Teniendo en cuenta la trascendencia e importancia de cada postura y concepción sobre la 

prueba, a consideración de esta investigadora, esta sería, aquellos actos procesales, 

guiados por la conciencia y voluntad del ser humano, que se encuentran debidamente 

estructurados en el ordenamiento jurídico, en este caso, penal, que son realizados como se 

ha expuesto por las partes procesales, o sea, por aquellos que tienen la autoridad o 

competencia pertinente para hacerlo, y cuya finalidad es la de lograr que el órgano juzgador 

obtenga la convicción sobre la culpabilidad o inocencia del sujeto imputable con respecto a 

los hechos acontecidos.   
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1.2.3.2     Finalidad de la prueba. 

Las principales posturas en torno a una preocupación naciente en cuanto a la búsqueda de 

la verdad, así como la necesidad de la prueba para sostener y fundamentar la verdad, se 

logran escudriñar en el siglo XVII, cuando Agustín Nicolás y Friendrich Spee, protestaron 

contra la quema de las brujas y la tortura impuesta en esencia, por los Tribunales de la 

Santa Inquisición. No obstante, no fue hasta el siglo XVII en su segunda mitad, que se inició 

una profundización de este tipo de categorías apegadas al Derecho Procesal Penal, 

mediante los escritos de Voltaire, primeramente, con su obra Tratado sobre la tolerancia. 

Con ocasión de la muerte de Jean Calas, hacia el año 1763, y posteriormente con su libro 

Comentarios sobre el libro “De los Delitos y de las Penas”, del año 1766; Beccaria con su 

obra De los Delitos y de las Penas, de 1764; y Filangieri, con su obra La Ciencia de la 

Legislación, del año 1780. (Voltaire, 1763) (Beccaria, 1968) (Filangieri, 2000) 

Estas concepciones sobre la finalidad de prueba fueron la consecuencia del fenecimiento de 

una etapa histórica, el feudalismo, y el surgimiento de otra nueva, el capitalismo, y con ella, 

la muerte de nociones arcaicas sobre este hecho. Hasta el momento la prueba no tenía 

ningún valor eficaz, pues como es conocido en el sistema de enjuiciamiento inquisitivo, 

basta la confesión del acusado para someterlo a las más crueles penas, a pesar de que 

existieran otras pruebas que lo inculparan. Ahora, con el surgimiento y desarrollo de nuevos 

ideales sobre la libertad, el ser humano comienza a ser parte del proceso, por lo que la 

prueba en los procesos penales comienza a convertirse en un pilar fundamental de la 

convicción de los jueces para sancionar.   

Para el autor Furno (1954), la finalidad de la prueba está estrechamente vinculada a la fase 

cognitiva del proceso, en la que sirve para calificar los hechos de verídicos, y con ello 

aportar certeza y convicción de los elementos esenciales que conforman el tema 

decidendum. Se trata de que la misma posibilitar demostrar la verdad histórica de los 

hechos que conforman el dilema entre las partes procesales. En este sentido este autor 

expone que la finalidad última de esta categoría es lograr convencer al juez de que los 

hechos contradictorios por las partes dentro del proceso, son verídicos y ciertos. 

A consideración de Echandía (2000), la finalidad de la prueba puede ubicarse en dos 

aspectos esenciales, porque existe un fin extraprocesal, que se encuentra delimitado por el 

hecho de “(…) dar seguridad a las situaciones jurídicas y más comercialidad a los derechos 

reales y personales enajenables, lo mismo para prevenir y aun evitar los litigios” (pág. 119); 

mientras por otro lado existe un fin procesal, delimitado por la parte que es quien aportar la 

prueba al órgano juzgador, y por este que es quien la valora. Según expone en este sentido 

el procesalista, para la parte que propuso la prueba, la finalidad que en este momento 
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persigue es la de “(…) vencer en el litigio o conseguir su pretensión (…)”, mientras que para 

el juez la finalidad es “(…) convencerse de la realidad o verdad para declararla”. 

Según expone este propio autor, la doctrina distingue en esencia tres posturas en cuanto a 

la finalidad de la prueba, distinguiéndose notablemente unas de otras. Una de las 

posiciones es la seguida por autores como Bentham, Ricci y Bonnier, para quienes la 

prueba posee el fin de establecer la verdad dentro de cualquier proceso. Acorde a las 

posturas de estos autores, no es una postura acertada, porque indudablemente el resultado 

que se logra con la prueba dentro de cualquier proceso, no siempre corresponde con la 

verdad, por las diferentes cuestiones mediante las que esta categoría podría adulterarse y 

en ello, demostrarse o convencer al juez de una realidad que está a tono con la prueba, 

pero que ha sido viciada la misma y por ende la realidad misma. (Bentham, 2016) (Ricci, 

1971) (Bonnier, 1869) 

La segunda postura es la que expone que la finalidad de la prueba es la de obtener o lograr 

el convencimiento o convicción del órgano juzgador. Los autores que conforman o 

defienden esta tesis, consideran que la verdad es una cualidad intrínseca a la cosa, innata a 

la misma, y por ende no puede ser el fin de la prueba, demostrar la veracidad de algo que 

ya le viene atribuida a la cosa misma y por ende solo resta que dicha verdad impregnada en 

la prueba, logre impactar en la conciencia o pensamiento del juzgador, y con ello se 

convenza de la certeza de dicha verdad. (Lessona, 1898) (Gorphe, 2004) (Chiovenda, 1925) 

(Carrara, 1957) 

La tercera postura, es la que posee una visión de la prueba desde una concepción de 

demostración, y por ende defienden la idea de que su finalidad es la de fijar los hechos 

controvertidos en el proceso. Esta postura defendida esencialmente por Carnelutti (1982), 

vincula la finalidad de la prueba con el hecho de que existe una tarifa legal de la misma para 

su apreciación por los sujetos que intervienen en su aportación, impugnación y valoración. 

Ello quiere decir que existen determinadas pruebas que poseen un valor mayor que otros, y 

que son las que logran fijar de mejor forma un hecho determinado.  

Una vez que se han observados diversas posturas en cuanto a la finalidad de la prueba, es 

consideración de esta autora, la prueba posee un único fin: lograr la convicción del juez o 

jueza, sobre los hechos discutidos. En este sentido es válido señalar, que no interesa si 

cualquier investigador se suma a la postura de la libre apreciación de la prueba, con el 

efecto subjetivo que la misma posee; o si por el contrario se apega a la finalidad de dotar a 

una prueba por encima de otra de mayor peso legal; lo cierto es que en una y otra 

concepción, la verdad se obtiene cuando el órgano judicial obtiene certeza de los hechos, lo 
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que hace a través de la valoración subjetiva u objetiva de la prueba, por lo que realmente no 

interesa los efectos que una u otras posturas posean. 

Téngase una u otra concepción sobre la finalidad de esta categoría, la realidad demuestra 

que la prueba, a pesar de los pesares y en forma definitiva, está dirigida a convencer al 

juez, de lo que se esgrime, y solamente cuando este obtiene su convicción, expresada en la 

sentencia, es que podría llamársele objetivamente prueba, a los efectos del proceso judicial 

en general, y el penal en especial. Mientras que el juez, no obtenga esa convicción, a los 

efectos procesales se trata de un medio de prueba que posee grandes probabilidades de 

convertirse en prueba judicial, pero que dependerá, en definitiva, de la certeza del órgano.  

 

1.2.3.3     La carga de la prueba y su impacto en el principio de Presunción de 

Inocencia.  

Es indudable, la trascendía y vinculación que posee la carga de la prueba y el Principio de 

Presunción de Inocencia. La esencia de este principio radica en la seguridad jurídica y la 

obligatoriedad de que el Debido Proceso le garantice a todo sujeto sometido a cualquier 

proceso, en especial a un proceso penal, de que existen pruebas suficientes que 

demuestren su culpabilidad o inocencia n relación con los hechos supuestamente cometidos 

por él, o en los que se le relaciona de alguna forma. Aunque este principio guarda estrecha 

relación con el principio in dubio pro reo, la realidad delimita claramente que el primero tiene 

lugar en todo momento en todo tipo de proceso penal, mientras que el segundo principio 

tiene lugar cuando al valorarse la prueba, la más mínima duda razonable sobre la 

culpabilidad del acusado, deberá entonces declararse su inocencia.  

Ante este hecho, es la carga de la prueba la que se convierte en el bastón fundamental para 

delimitar claramente la duda razonable, y con ello la presunción de inocencia. Ello quiere 

decir, que a cada parte le corresponde demostrar con suficiencia, los argumentos que 

esgrime, de forma tal que, en el proceso penal sea el fiscal, el que debe demostrar 

mediante la carga de la prueba, la culpabilidad del sujeto, en caso contrario, no habría sido 

suficiente la calidad y cantidad de la misma, ante lo cual resultaría en la absolución.  

Para la investigadora Martínez Remigio (2005), refiriéndose a esta categoría expone que: 

La presunción de inocencia extiende su vigencia más allá de la fase del juicio oral, para 

gozar de virtualidad en el momento de la investigación. Influye en el terreno valorativo, pero 

trasciende de éste para encuadrarse en el aspecto objetivo de la prueba. Es un principio 

general de directa aplicación por los órganos jurisdiccionales. (pág. 25) 
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Quiere ello decir, que este principio está presente en todo momento, tanto en la 

investigación, como el momento del Juicio Oral, impregnándole a cada momento una 

cualidad innata al sistema acusatorio, en el que cada actuación de los órganos de 

investigación y judiciales, deberá estar en concordancia con la prueba que en cada fase 

exista y que su naturaleza logre vincular o no al sujeto con el hecho. Queda claro lo 

expuesto por esta autora, de que aunque la valoración del principio posee un elevado nivel 

subjetivo, la prueba existente es real, y por ende, logra materializarse mediante aquella, de 

forma tal que aunque principio, está estrechamente vinculado a la existencia de evidencia 

incriminatorias o exculpatorias. 

Para el investigador Echandía (1994), la carga de la prueba está relacionada con dos 

aspectos esenciales, una primera, delimitada por el juez o juzgador, que utiliza esta 

concepción para indicarle cómo debe fallar, en dependencia de la cualidad y cantidad de las 

pruebas aportadas por las partes; y en segundo lugar, significa que son las partes, las que 

mediante la adopción de conductas procesales, deberán delimitar claramente cuáles son los 

hechos que tienen que demostrar, y a ello dirigirán por ende sus esfuerzos. Atendiendo a 

ello, este autor considera que la carga de la prueba entonces sería: 

(…) una noción procesal que contiene la regla de juicio, por medio de la cual se le indica al 

juez cómo debe fallar cuando no encuentre en el proceso pruebas que le den certeza sobre 

los hechos que deben fundamentar su decisión e indirectamente establece a cuál de las 

partes le interesa la prueba de tales hechos, para evitarse las consecuencias desfavorables. 

(pág. 150-151). 

Esta definición que realiza el investigador, constituye sin lugar a dudas una extensión del 

análisis que se realiza en el párrafo anterior al mismo, de forma tal que queda claramente 

establecido, el hecho de que se trata de una regla, ya fuere de decisión para el juez, en el 

que esta noción o categoría le permite discernir entre un argumento y otro, entre 

culpabilidad, inocencia, convicción o duda razonables; y por otra parte unja regla de 

conducta para las partes, quienes son los que deciden qué temas o hechos dentro del juicio 

demostrar, y por ende, lograr esa vinculación con el sujeto, para lograr la certeza del juez, 

dependerá, de la prueba.   

A consideración del académico Arranz Castillero (2004), “(…) la prueba es el factor básico 

sobre el que gravita todo el procedimiento, de ella depende el nacimiento del proceso, su 

desarrollo y la realización de su último fin que es el de encontrar la verdad” (pág. 125); por 

ende, la presunción de inocencia se funda y sostiene, sobre la prueba. No solamente se 

trata de que los indicios o elementos probatorios que se tengan desde el principio, 

delimitarán el ejercicio de la acción penal, sino que la dirigirá, determinará la postura a 
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seguir por parte de la defensa, y determinará la certeza que pueda obtener el órgano 

judicial.   

Mediante la carga probatoria, se comprueba la responsabilidad o inocencia de un sujeto 

presunto comisor de un hecho delictivo. La investigadora valenciana Sanchís Crespo (2008) 

expone que es indudable que el principio de Presunción de Inocencia posee una estrecha 

relación con la carga de la prueba, porque al decir de esta autora, la carga de la prueba es 

la categoría procesal que es la única de desvirtuar el supra principio de la presunción de 

inocencia. Por su parte para el académico mexicano Aguilar López (2006), expone que la 

carga de la prueba es la única institución que logra resolver la problemática que implica 

determinar la culpabilidad o inocencia de un sujeto.  

Estas concepciones doctrinales, solo reafirman la estrecha vinculación existente. Es la 

carga de la prueba mediante la cual la parte acusadora demuestra la existencia efectiva de 

un hecho tipificado en la norma penal, las circunstancias, así como quién o quiénes son los 

posibles comisores de dichos actos penados por la norma. En la medida que cada parte 

logre una carga superior a la otra, ya fuere como acusadora o de defensa, se lograra 

reafirmar o desnaturalizar el principio de presunción de inocencia, por lo que están 

estrechamente vinculados.    

 

1.2.3.4     La valoración de la prueba. 

La valoración de la prueba constituye sin lugar a dudas el momento dentro del proceso que 

concluye la actividad probatoria, pues significa la terminación de esta fase, porque con ella 

culmina la etapa probatoria, o sea, de producción, proposición, admisión y práctica, 

asunción y valoración. También constituye aquel momento mediante el cual se materializa 

de forma definitiva el objeto del proceso, pues mediante ella se logra establecer la relación 

objetiva entre la imputación y el resultado.    

Pero es necesario para comprender adecuadamente esta categoría, se necesita tener en 

cuenta los tres elementos que caracterizan la institución, o sea, el sujeto, la actividad 

intelectiva y la finalidad. Teniendo en cuenta el primer elemento, el personal, queda claro 

que la valoración de la prueba puede ser realizada por cualquiera de los sujetos que 

intervienen en la relación jurídica procesal penal, ya fuere por el sujeto activo, como por el 

pasivo, esencialmente en aquellos momentos regidos y rectorados por la oralidad. No 

obstante ello, la valoración de la prueba, con los resultados trascendentales en el proceso 

que ello tiene, tiene que ver exclusivamente y le conviene su manifestación al sujeto al que 
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va destinada la prueba, o sea, a aquel que tiene en su poder la posibilidad de realizar una 

valoración con efectos decisorios, o sea, realizar la actividad intelectual, que es, el juez.  

En cuanto a la finalidad, la valoración de la prueba como actividad de las partes procesales, 

y en esencia del juez o jueza, es obtener la veracidad o falsedad de lo que se le está 

imputando al sujeto posiblemente comisor del ilícito penal, o por otra parte, de la duda que 

pudiera existir de tales consecuencias, ante la insuficiente existencia de pruebas, o debido a 

la deficiencia en el material probatorio aportado. Teniendo en cuenta ello, aunque la prueba 

sea insuficiente a los efectos de la valoración, esta ha sido satisfecha, por cuanto en dicha 

actividad procesal, se logra determinar un fallo, que en definitiva sucede, como 

consecuencia de dicha valoración. 

Teniendo en cuenta ello, varios han sido los autores que han definido la categoría jurídico-

procesal de valoración de la prueba. Para la investigadora Clariá Olmedo (Clariá Olmedo, 

2008) la valoración de la prueba consiste en “(…) el análisis razonado de los elementos de 

convicción introducidos en el proceso” (pág. 307); mientras que para Vázquez Rossi (2008), 

considera que se trata de: 

(…) la apreciación o meritación de las constancias incorporadas, el "examen crítico" de los 

elementos incorporados, el "análisis razonado" o, de modo más general, la fuerza de 

convicción que surge de lo realizado y los criterios explícitos o implícitos empleados o 

presupuestos para tener por cierto o demostrado algo. (pág. 340) 

 

Teniendo en cuenta estas posturas doctrinales, es indudable que la valoración de la prueba 

constituye un acto u operación de carácter cognitivo-intelectual realizado exclusivamente 

por un juez o jueza, que es llevada a cabo en la fase final de la etapa probatoria, y que 

persigue la finalidad de delimitar la calidad y eficacia de las pruebas propuestas y su 

vinculación con los hechos imputados o esgrimidos por las partes, decidiendo si las mismas, 

poseen cualidad suficiente para quebrantar el principio de presunción de inocencia y con 

ello obtener la certeza o convicción sobre el acontecimiento que constituye la imputación. 

En materia de valoración de la prueba, los ordenamientos legales siguen las diferentes 

posturas que en torno a ello existen. Por una parte, se encuentra el sistema de la íntima 

convicción o apreciación en conciencia de la prueba, que se relaciona con el sistema de 

enjuiciamiento acusatorio puro. Este sistema faculta a los miembros del órgano juzgador, 

con amplias concesiones en lo que respecta a la posibilidad de apreciar y valorar las 

pruebas aportadas por las partes, porque el ordenamiento jurídico no le impone reglas a 

seguir para realizar esta conducta, así como tampoco le concede a una prueba por encima 

de otra, mayor o menor valor, pues el juez o jueza, solo deben adherirse en dichos actos, a 
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lo que su conciencia le orienta ser verídico. Al tratarse de su íntima conciencia el resultado 

de la apreciación y valoración, los ordenamientos legales que sigues esta postura no exigen 

al órgano judicial, el razonamiento ni motivación de los resultados, pues ello solo le 

pertenece al juez. (Vázquez Rossi, 2008) 

El segundo sistema sobre la valoración de la prueba, es el llamado sistema de la tarifa legal 

o de la prueba tasada. Este sistema constituye el opuesto natural al anterior régimen, pues 

es consistente con los pilares del sistema de enjuiciamiento inquisitivo, y de él se deriva. Se 

trata de restringir esas facultades que tiene el juzgador a la hora de apreciar y valorar la 

prueba propuesta por las partes en el juicio, de forma tal que limita la conducta probatoria 

que pueda desarrollar el juez o jueza, otorgándole previamente a determinadas pruebas, un 

valor decisorio para determinado hecho delictivo, constriñendo al juez, a poder salirse de las 

reglas preestablecidas al respecto. (Devis Echandía, 2000) (Carrión Lugo, 2000)   

El tercer sistema es el que se refiere a la libre convicción, de la sana crítica o de la crítica 

racional. Este régimen surge como consecuencia del redescubrimiento de la trascendencia 

de la íntima convicción, pero no ya desde la postura de la dictadura que imponía el 

subjetivismo de los jueces a la hora de la valoración, sin sujeción a reglas o normas de 

conducta o experiencia alguna, de forma tal que este nuevo método, por lo que se originan 

reglas que según la lógica, la experiencia, la psicología, la sana crítica entre otras 

categorías, debían converger en el juez para que pudiera acertadamente, apreciar y valorar 

la prueba. (Vázquez Rossi, 2008)    

No obstante se adopte una u otra postura, u otras que puedan existir en la doctrina, la 

realidad es que la mayoría de los autores coinciden en una realidad: es necesario que el 

órgano judicial, al momento de apreciar y valorar las pruebas propuestas por las partes, lo 

hagan siguiendo las reglas de la racionalidad y cientificidad, y mediante ello, razonen y 

motiven las sentencias y demás resoluciones judiciales que en su momento dicten, de forma 

tal que se demuestre la pertinencia y utilidad que determinado medio de prueba tuvo, en los 

resultados planteados por el órgano.   

 

1.2.3.5     La prueba ilícita. 

Es necesario comprender, que en todo proceso judicial, especialmente el penal, cada parte 

posee el derecho a la prueba, así como el juez, y el propio Debido Proceso, porque será 

esta potestad, la que encaminará los senderos de cada uno de los sujetos procesales a 

demostrar lo que a cada uno conviene, y lograr que el juez, se convenza de tal 
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comportamiento. Este derecho a la prueba ha sido considerado por Carocca Pérez (1997), 

quien expuso que se trata de: 

(…) la garantía constitucional (o derecho fundamental) que asegura a todos los interesados 

la posibilidad de efectuar a lo largo del proceso sus alegaciones, sus pruebas y contradecir 

las contrarias, con la seguridad de que serán valoradas en la sentencia. Eb definitiva, se 

trata de la garantía de la participación de los interesados en la formación del juicio 

jurisdiccional. (pág. 5) 

Teniendo en cuenta ello, es imprescindible igualmente, que la prueba que es aportada por 

las partes en virtud de este derecho fundamental, no solo sea pertinente y útil, sino que sea 

legítima. Para el investigador Pico y Junoy (1996), en la proposición y valoración de la 

prueba por los sujetos que intervienen en el proceso, existen limitación, restricciones que 

impone el ordenamiento jurídico o la lógica racionalidad procesal. Según este autor, existe 

en este sentido, límites extrínsecos, referidos a los requisitos legales en el modo de 

proponer la prueba, y límites intrínsecos, con son aquellos innatos a la actividad en sí y que 

se manifiestan en la pertinencia de la prueba, su utilidad y su licitud.   

La prueba ilícita es, a consideración de Carocca Pérez (1998), “(…) aquella obtenida con 

infracción de cualquier derecho fundamental, reconocido a nivel constitucional (…) ya sea 

directamente o por remisión a los tratados internacionales sobre Derechos Humanos” (pág. 

308). Teniendo en cuenta lo expuesto por este autor, se trata de una prueba que ha sido 

obtenida, con ello plantea la verdad, de que una prueba legalmente planteada, en el 

desarrollo de su admisión, práctica y valoración, no puede convertirse en ilícita, pues 

únicamente puede obtener esta cualidad en la fase de proposición. Otro elemento expuesto 

por el investigador, es que dicha proposición, tiene que ser con la infracción de un derecho 

fundamental, reconocido en la Constitución, cuestión con la que no se coincide en su 

totalidad, porque podría acontecer que una prueba haya sido propuesta respetando todos y 

cada uno de los principios establecidos en la Carta Magna, pero sin embargo, contraría una 

regla procesal establecida en una ley procesal de rango menor a la Constitución, y sin 

embargo, en la concepción de este autor, ello no provocaría la ilicitud. 

En este sentido, todas y cada una de las reglas y principios que se deben respetar al 

momento de proponer una prueba, no están única y exclusivamente establecidas en la 

Constitución, pues las leyes procesales son mucho más acabadas en este sentido, más 

específicas, tratan de mejor forma estas pautas, de forma tal, que quebrantando en la 

proposición de una prueba, una de estas pautas establecidas en leyes inferiores, 

igualmente podrían dotar de ilegitimidad, el medio probatorio que se intenta aportar. 



45  
 

Para Bellido Penadés (2010) podría tratarse de “(…) toda aquella prueba que se obtenga o 

practique de forma contraria a la ley (…)” (pág. 78). Como es posible observar, este autor 

amplía el ámbito en el que puede manifestarse la ilicitud, no solamente ya al acto de la 

obtención, sino también a la práctica. Este es un aspecto importancia y que dota de mayor 

seguridad jurídica a la fase probatoria. Unidos a esta postura, importantes académicos 

como Asencio Mellado (1989), Vegas Torres (2002), Garci-Martín Montero (2001) y Ortells 

Ramos (2008).  

Sin embargo para importantes investigadores y procesalista contemporáneos como Montero 

Aroca (2005) y Pastor Borgoñón (1986), la ilicitud de la prueba solamente tiene lugar en el 

momento de la obtención y no en otro momento, por lo que mediante esta postura, esquivan 

cualquier otra posibilidad de obtención de esta cualidad.  

Teniendo en cuenta lo expuesto hasta el momento, sobre este particular, es indudable que 

la ilicitud de la prueba, constituye aquel estado de la misma, que provoca su ineficacia para 

demostrar el objetivo para el cual se creó, y que a consideración de este autor, puede 

manifestarse tanto en su obtención, como en su práctica, La etapa probatoria es una sola, y 

se compone de diferentes fases, dentro de las que se encuentran de proposición, admisión 

y práctica, y en cada una de ellas las pruebas deberán obedecer un conjunto de reglas y 

principios establecidas en la legislación, que se inobservan en  cualquiera de las 

formalidades establecidas podría convertirla en ilícita, de forma tal que no solo en la 

obtención de esas pruebas, pueden manifestarse por parte de los sujetos encargados de 

obtenerla, vicios que la hagan ilícita, sino que una vez obtenida por medios legítimos, podría 

convertirse en ilegal, al ser adulterada o viciada en las etapas posteriores.   

 

1.2.3.6     Fase del procedimiento probatorio.  

Tal y como el elemento esencial de la presente investigación, es analizar el fenómeno del 

femicidio desde la óptica de la jurisprudencia, pero teniendo como pilar fundamental, el 

material probatorio apreciado y valorado por los jueces y juezas en sus resoluciones finales, 

se hace necesario comentar brevemente, las diferentes fases de esta etapa, a los efectos 

de ganar en claridad sobre ello.  

 

1.2.3.6.1     Proposición. 

Esta fase, también denominada de ofrecimiento de las pruebas, constituye al decir de 

Goldschidt (1961) que se trata de la propuesta que se realiza por las partes dentro del 

proceso, que persigue la finalidad de demostrar un hecho determinado, o circunstancias 
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mediante el medio de prueba. A consideración de Ruiz (2009), se trata del plazo o la etapa 

que se otorga a las partes dentro de un proceso, que inicia esta etapa, y que se destina 

para que las partes propongan al juez o jueza los medios de prueba que consideren 

pertinentes y útiles para demostrar sus argumentos y probar los hechos discutidos dentro 

del proceso. Sobre esta idea giran en esencia la postura de la doctrina.  

 

1.2.3.6.2     Admisión. 

Esta etapa de admisión, o rechazo de las pruebas propuestas, es la etapa donde el juez o 

jueza emite una resolución mediante el cual, previa apreciación de los elementos 

probatorios ofrecidos en un primer momento, los recibe de forma positiva para su posterior 

práctica y valoración, o los rechaza en vistas a ciertos y determinados presupuestos que 

podrán ser la falta de pertinencia y utilidad para lo que cada parte desea demostrar. En este 

momento, el órgano que conoce del asunto, decide sobre si lo que aporta la prueba 

propuesta guarda relación con los hechos en conflicto, así como si es el mecanismo 

probatorio más eficiente para demostrar tales hechos.   

 

1.2.3.6.3      Práctica 

Esta etapa, también denominada por Ruiz (2009) como “etapa de desahogo de pruebas”, se 

refiere al momento en que los elementos probatorios que fueron ofrecidos y admitidos, 

serán practicados, o sea, el Tribunal, apreciará de manera directa, cada uno de los medios 

de prueba, de forma tal que ante él, deben ejecutarse todas y cada una de las que fueron 

admitidas. En este momento, el juez recepciona ante sí, cada uno de los elementos que se 

han presentado y que han sido admitidos, para incorporar al proceso, los elementos 

importantes derivados de cada una de ellas, a los efectos de poder tener la convicción de 

que las pruebas admitidas realmente han sido útiles y pertinentes.  

Se trata de una etapa donde el órgano jurisdiccional, recepciona todos los elementos de 

prueba admitidos, de forma tal que decide incorporarlos al proceso mediante su ejecución, a 

través de la extracción del argumento central idóneo que cada medio de prueba aporta al 

proceso, de forma tal que logre relacionarlo con los hechos y argumentos que cada parte 

esgrime dentro del proceso.   

 

1.2.3.7     Medios de prueba. 

No es posible culminar el presente capítulo, sin mencionar brevemente cuáles son los 

medios de pruebas generalmente admitidos. Para el investigador Arellano García (1987), 
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los medios de pruebas “(…) son los elementos necesarios para poder llegar a un fin, o sea 

en tema probatorio los medios son los elementos de conocimiento que llevan a producir una 

convicción en el juzgador” (pág. 230). Teniendo en cuenta lo que expone este autor, se trata 

de elementos, que son perceptibles por los sentidos del juez, que están destinados a 

incorporar conocimientos, informaciones a la conciencia de este para lograr la certeza de lo 

que se intenta demostrar. 

Por su parte, Couture (1993) expone que se trata de “(…) toda cosa, hecho o acto que sirve 

por sí solo para demostrar la verdad o falsedad de una proposición formulada en juicio” 

(pág. 405); mientras que para Peñailillo Arévalo (1989), se trata de “(…) los elementos que 

en un sistema jurídico se consideran idóneos para producir la convicción del juzgador” (pág. 

27). Según la postura de estos autores, los medios de prueba están constituidos por una 

cosa, un hecho o un acto, de forma tal que todos y cada uno de ellos posea trascendencia 

para el ordenamiento jurídico, pues deben estar reconocidos como tales por él, y por ende, 

pertinencia para lo que se está debatiendo. 

Diversos han sido los medios de prueba que han sido acogidos por la doctrina y la 

legislación, sin embargo, centraremos el análisis, en la confesión, la prueba documental, la 

testifical y la pericial.    

 

1.2.3.7.1     Confesión. 

A consideración Alcalá-Zamora y Castillo, (1972) se trata de la declaración realizada por un 

sujeto, que generalmente se le exige que exponga con el conocimiento personal alguna 

cuestión que le atañe y que implica generalmente una “(…) declaración en contra del que la 

presta (…)” (pág. 70); mientras que para el procesalista Levene (1993) se trata del “(…) 

reconocimiento que de su culpabilidad hace el autor de un hecho delictuoso, o como la 

declaración en contra suya formulada por la parte que la presta” (pág. 576). 

Teniendo en cuenta lo expuesto por estos autores, queda claro que se trata de un acto del 

sujeto que es el acusado dentro de un proceso penal, que tiende a implicar la admisión de 

su participación en los hechos. No obstante ello, al contrario de lo que acontece en el 

proceso civil, que la confesión posee la cualidad generalmente de prueba tasada, en 

materia penal no acontece igual, pues, la confesión del presunto comisor del hecho delictivo 

debe comprobarse con otros medios de prueba a los efectos de lograrse la obtención de la 

verdad real o material, y no la formal. (Araya, 1952) 

Teniendo en cuenta se trata de la confesión de una evidencia de la permanencia en el 

sistema penal actual, de la impartición de justicia inquisitorial, de donde procede la 
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confesión, lo que indudablemente su naturaleza ha mutado para dotar al proceso penal y al 

acusado de mayores garantías. Esta transformación también se ha originado pro en aras de 

la búsqueda de la verdadera justicia penal, se hace necesario la obtención de lo que 

realmente aconteció, y la verdadera vinculación entre el presunto sujeto comisor y los 

hechos, lo que no siempre se obtiene con la confesión.    

 

1.2.3.7.2     Documental. 

A consideración de Arellano García (1987): 

La palabra documental que actúa como sustantivo a la palabra prueba hace referencia al 

medio de acreditar en forma de documentos. Ahora, la palabra documento proviene del latín 

documentum que se refiere a un escrito en donde se hace constatar algo. (pág. 281) 

Para el investigador Moras Mom (2004), se trata del “(…) aporte de conocimiento al proceso 

con relación a la materia investigada, emergente de cosas u objetos materiales aptos para 

conservar y transmitir expresiones de la voluntad humana” (pág. 243). Sin lugar a dudas 

teniendo en cuenta lo expuesto por estos autores, se trata de todo material, en el que se ha 

impregnado determinada información visual, que sirve como fundamento para vincular 

determinados hechos discutidos o que constituyen temas centrales en el debate penal.  

Como bien analiza Vázquez Rossi (2008), la concepción penal de medio de prueba 

documental es mucho más amplia que la observada en materia civil, pues acá se admiten 

toda exteriorización de la voluntad o el actuar de un sujeto, que se encuentra de forma 

relativamente permanente en un soporte que puede ser de diversos materiales, desde 

papel, piedra, digital, de sonido, video, pintura, entre otros, que de forma directa, aportan 

información fundamental al juez, sobre la relevancia de su contenido e información 

impregnada en el mismo, para vincular con determinado aspecto en conflicto.  

 

1.2.3.7.3     Testimonial. 

La prueba testimonial se erige como la aportación de información basada en los 

conocimientos que el sujeto tenga, en base a lo que ha podido percibir con sus sentidos, 

ante un Tribunal, siempre que se encuentre en relación con el objeto del proceso (Moras 

Mom, 2004). Se trata de explotar la percepción que tienen los individuos, de observar, 

sentir, interpretar y transmitir dicha información. En este proceso de transmisión de ese 

conocimiento, existen graves riesgos de incorporar en la manera, forma e incluso contenido 

de dicha información, una parte de la apreciación interna, propia, subjetiva del individuo, por 
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lo que es necesario que el juez y las partes, tengan la habilidad y capacidad para lograr 

discernir entre la realidad del hecho, sobre la que se incorpora información testimonial, y las 

consideraciones personales que pueda realizar el testiguo en su momento.  

La información de estas personas que, aunque no poseen la cualidad de ser partes en el 

proceso, si son terceros que aportan a la investigación en base a su percepción visual o 

auditiva, posee gran importancia, pues podrían identificarse como elementos ajenos al 

mismo pero que por la cercanía que han tenido con el hecho que se pretende demostrar 

mediante su declaración, indudablemente aportaría a la búsqueda de la verdad material, y a 

una justicia penal mucho más acabada.  

En este sentido, la mayoría de las legislaciones establecen la obligación de que el testigo 

que ha sido debidamente citado parta comparecer en juicio, lo haga, con excepción de 

aquellos que no están obligados a declarar, ya fuere porque poseen vínculos cercanos de 

consanguinidad o de afinidad con el sujeto procesado. Por ello es que el sujeto deberá tener 

la capacidad suficiente para poder brindar su testimonio en el proceso. Esta capacidad se 

debe manifestar, a consideración Moras Mom (2004) en dos momentos, uno en la actividad 

volitiva de recepción de la información, de forma tal que al momento en que el individuo 

incorpora a su conciencia lo escuchado u observado sobre los hechos, no ejerza en él una 

influencia tal de forma tal que dicha alteración, vicie su concepción de lo acontecido.  

El segundo aspecto en el que este investigador expone incide, es en la capacidad de 

emisión de dicho conocimiento, y se manifiesta cuando la facultad de transmitir de la forma 

más fidedigna posible lo escuchado u observados, se altera, de forma tal que no existe 

concordancia entre lo que se le pregunta y lo que responde, y entre ello y lo 

verdaderamente acontecido. 

También hay que tener en cuenta la habilidad que posee el testigo para transmitir lo que 

sabe o conoce de los hechos, de forma tal que lo haga apegado a la verdad, sin ningún 

temor a futuras represalias u otras circunstancias que pudieran atentar con la objetividad de 

su declaración. Ante esta posibilidad, las partes que intervienen en el proceso, así como en 

el juicio, deberán tener la capacidad para advertir cualquier tipo de parcialidad en el testigo, 

para con una u otra parte, para con la versión exagerada de los hechos, o con la 

disminución de elementos que vinculan o agravan la condición del imputado, de forma tal 

que siempre se le advierta la obligación de decir la verdad, bajo pena de cometer un posible 

delito de perjurio.      
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1.2.3.7.4     Pericial. 

Aunque para Carnelutti, la pericia constituye solamente un auxilio judicial, pues brinda 

elementos que pueden apoyar o no los restantes medios de prueba, la realidad es que para 

la mayoría de la doctrina, la prueba pericial es considerada efectivamente como un medio 

de prueba fidedigno. Este tipo de prueba es el aportado por los peritos, quienes son 

aquellos individuos que poseen conocimientos especializados en alguna de las artes o 

ciencias, y que mediante la utilización de esos conocimientos, derivados de su formación 

profesional y acentuados con la experiencia, establecer análisis científicos, especializados, 

logrando vincular en base a ello, los hechos que son discutidos en el proceso, los medios de 

prueba, y las valoraciones que las partes hacen. (Carocca Pérez, 2005)   

En este sentido, este medio de prueba constituye aquel aporte de conocimientos que 

realiza un sujeto o varios, que poseen cualidades especiales de preparación y experiencia 

en determinada área del conocimiento, y que es llamado de forma oficial por el Tribunal o 

alguna de las partes, para que mediante dicha experiencia y conocimientos científicos en 

dicha área, expongan sus consideraciones técnicas sobre determinada cuestión, de forma 

tal que pueda reafirmar determinada postura asumida por una u otra parte, o en su lugar, 

refutarla.  
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CAPÍTULO II 

 EL FEMICIDIO EN EL DERECHO PENAL ECUATORIANO. 
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2.1.      Marco legal. 

A nivel internacional, diversos han sido los instrumentos jurídicos internacionales que se 

han encargado de establecer determinadas pautas de gran trascendencia en materia de 

protección a la mujer ante cualquier tipo de manifestación de violencia de género. Estas 

normativas, constituyen sin lugar a dudas, el resultado de los esfuerzos de años y años de 

lucha femenina y masculina por un reconocimiento eficaz de los derechos de las féminas, y 

con ello, de la garantía de su protección. A continuación, se realizará un análisis de cada 

uno de los instrumentos internacionales que de una u otra forma protegen a la mujer, así 

como en el ámbito nacional.   

 

2.1.1.     Instrumentos Internacionales que regulan la violencia contra la mujer. 

Uno de los instrumentos jurídicos internacionales de mayor relevancia, y que en sentido 

general guían el espíritu que debe regir en la regulación de normas proteccionistas, ha sido 

la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 

del año 1979. Esta norma establece desde su artículo 1, que la violencia contra las féminas, 

constituye una forma de discriminación. En este sentido, impone a los Estados partes la 

obligación de aprobar leyes y normativas internas que prohíban todo tipo de discriminación 

contra la mujer por el hecho de serlo. En este sentido, ordena adoptar sanciones para 

prohibir todo tipo de conducta discriminatoria, garantizar el respeto de las féminas en todas 

las instancias, principalmente mediante los Tribunales, así como derogar cuantas normas o 

preceptos existan en contra de estos principios (art. 2). (ONU, 1979)  

Este instrumento también se pronuncia sobre el deber de los Estados de adoptar todas las 

medidas pertinentes para lograr eliminar los prejuicios y las funciones estereotipadas de 

hombres y mujeres (art. 5). Por otra parte, se pronuncia igualmente como otra forma de 

violencia, la trata de mujeres y la explotación mediante la prostitución de las féminas, 

orientando a los gobiernos a adoptar medidas, incluso legislativas para evitar esta práctica 

(art. 6). También se pronuncia sobre la necesidad de adoptar leyes que proscriban la 

discriminación de la mujer en el empleo, y en las cuestiones relacionadas a ello tales como 

el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad, así como la discriminación en 

el despido sobre la base del estado civil. Asimismo se pronuncia sobre la obligación de 

brindar protección a la mujer que se encuentre en estado de gestación, así como al cuidado 

de los niños (art. 11). (ONU, 1979)   

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y mediante el 

mismo, sus Recomendaciones Generales. En este sentido, La Recomendación General No. 

12, del año 1989, reclama a los Estados que forman parte del Comité, a que incluyan en los 
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informes periódicos que deberán realizar a dicha institución, la información nacional 

actualizada sobre el ordenamiento jurídico, así como sobre las medidas adoptadas para 

erradicar toda manifestación de violencia en dicha nación, los servicios creados o 

implementados en el país para brindar apoyo a las mujeres que sufren agresiones y malos 

trataos de cualquier sujeto en la sociedad, así como los datos estadísticos sobre las 

principales manifestaciones de violencia contra la mujer y sobre las que han sido víctimas 

de estas manifestaciones. (CEDAW, 1989) 

La Recomendación General, es la No. 19, del año 1992, en la que reafirma el hecho de que 

la violencia contra la mujer constituye sin lugar a dudas discriminación. Asimismo, expone 

una cuestión muy importante y es que la violencia que se pudiera perpetrar contra las 

féminas también puede tener como sujeto activo a las instituciones públicas. Concede 

responsabilidad a los Estados partes, por aquellos entes privados que discriminan a la 

mujer por cualquier cuestión, orientándoles tomar todas las precauciones necesarias para 

evitarlo, debiendo indemnizar a las víctimas por el incumplimiento de las medidas 

pertinentes. Asimismo, establece con carácter obligatorio el brindarles a las prostitutas un 

trato igualitario, así como en etapas de guerra, conflictos armados y ocupación de territorios. 

También se pronuncia sobre la necesidad de capacitar a los funcionarios judiciales, agentes 

del orden y otros funcionarios en la protección a la mujer; sobre la necesidad de mejorar las 

condiciones de la mujer en las zonas rurales; lo relacionado con la violencia hacia la mujer 

en el seno de la familia; entre otras cuestiones. (CEDAW, 1992) 

Un instrumento que vincula o se pronuncia en materia de garantía y protección a las 

féminas, aunque lo hace de forma indirecta, es la Convención contra la Tortura y Otros 

tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, del año 1984, la que establece en su 

artículo primero, que la violencia no es solamente aquella cometida sin el consentimiento de 

determinado funcionario público sobe la víctima que la sufre, pues también se puede 

manifestar violencia con el consentimiento o la aprobación  de un sujeto que ostenta el 

carácter de público, tales como el personal de seguridad, y siempre que tenga motivaciones 

discriminatoria.  (ONU, 1984)  

La Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, realizada por la 

Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en el año 1993. Una 

interesante cuestión, es que después de definir lo que a los efectos de la declaración se 

entiende por violencia contra la mujer (art. 1), delimita los campos en los que se puede 

manifestar dicha violencia, estableciendo la familia, la comunidad o el Estado, los tres 

ámbitos en los que se puede manifestar la misma (art. 2). En su artículo 3 numeral a), 

establece como primer derecho de las mujeres a la vida, realizando una manifestación de 
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todos y cada uno de los que le son atribuibles a la misma. En este sentido, invoca a los 

Estados a adoptar medidas pertinentes para evitar dichas conductas contra las mujeres, 

evitando que por criterios de costumbre, cultura o tradición, tengan lugar dichos 

comportamientos. (ONU, 1993)   

Una de las normas más importantes en materia de protección a la mujer en el ámbito 

internacional, lo es la Plataforma de Acción de Beijing, del año 1995. En este sentido, se 

pronuncia sobre los objetivos que persigue la misma, dentro de los que se encuentra lograr 

elevar la cultura sobre los derechos humanos en relación con las cuestiones de género en 

la policía y militares en sentido general, así como en aquellos servidores públicos de centros 

penitenciarios o de reclusión. Igualmente insta a los gobiernos a elevar la enseñanza en 

estos tópicos, para el personal que se encuentra laborando en zonas de conflictos armados 

y donde existen refugiados, con el fin de que las mujeres que se encuentren vinculadas con 

dichos funcionarios y en las citadas regiones o circunstancias, obtengan un trato justo. 

(ONU, Conferencia Mundial sobre la Mujer, 1995) 

Otro de los objetivos sobre los que se pronunció dicha declaración, es lograr que se logre 

en la sociedad, un respaldo y aplicación efectiva de las medidas y programas mediante los 

que se mejore la comprensión de las causas, consecuencias, contenido y naturaleza de la 

violencia hacia la mujer. En esencia, se trata de que entre los sujetos que componen la 

sociedad que son los responsables de aplicar políticas públicas, ya fuera en el ejercicio de 

sus funciones o como parte del trabajo, como fuera el caso de los policías, logran una 

concientización y cultura en estos aspectos, de forma tal que no quede impune un acto de 

violencia contra las mujeres por cuestiones de género. 

Orienta a los Estados miembros, a incluir en los programas, políticas y estrategias de 

educación y enseñanza de los derechos humanos, los instrumentos jurídicos y las normas 

internacionales, que fundamenten las informaciones sobre las cuestiones de género. 

Teniendo en cuenta el alto impacto que posee la acción policial, militar y demás funcionarios 

de hacer valer la Ley, es necesario profundizar dicho conocimiento en el citado sector. En 

este sentido, insta a los gobiernos a adoptar leyes que establezcan penas con mayor 

fuerza, cuando el comisor de un acto de violencia contra la mujer por cuestión de género, 

sea realizado por un oficial o agentes del orden, o cualquier funcionario del Estado, 

debiendo establecer medidas o mecanismo eficaces para lograr una investigación profunda 

y como consecuencia una punición justa.        

Recomienda que, en la sociedad, se creen mecanismos eficaces y de fácil acceso no solo 

por parte de las mujeres, sino también de las niñas, para llevar a cabo denuncias contra 

sujetos que cometieron actos de violencia contra ellas, garantizando las cuestiones de 
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seguridad por la confidencialidad que debe regir en las mismas, para evitar posibles 

represalias por adoptar las citadas conductas. Como una de las acciones que establece 

para lograr equilibrar las condiciones entre mujeres y hombres, exhorta a establecer 

políticas eficaces y prácticas para que las féminas logren acceder a puestos laborales que 

normalmente son considerados para hombres en muchos territorios, tales como a la 

magistratura, abogacía y funciones que en sentido general solo son erróneamente 

concebidas para hombres, tales como las funciones policiales.       

En el año 1986, se aprobó la Resolución 52/86 de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas sobre medidas de prevención del delito y de justicia penal para la eliminación de la 

violencia contra la mujer. En esta resolución, se exhorta a los Estados a otorgar a la policía, 

la facultad para responder con celeridad ante cualquier evento relacionado con violencia 

contra las féminas, así como incentivar a las mismas a que ingresen a los cuerpos policiales 

y militares de sus países. Se propone igualmente establecer programas de capacitación de 

carácter vinculantes, transculturales y de sensibilización ante la diferencia de sexo para los 

miembros de la policía, logrando concientizar sobre lo inaceptable de poseer criterios 

discriminatorios en este sentido. (ONU, 1998) 

En el año 2000, el Consejo de Seguridad de la ONU aprobó la Resolución Núm. 1325, 

mediante la cual exhorta a los Estados Miembros a que tracen estrategias nacionales para 

lograr un incremento de la mujer en labores importantes dentro de los Estados, así como en 

instituciones nacionales, regionales e internacionales, en los que se posea ciertas 

facultades decisorias. Igualmente insta al Secretario General de la ONU a que designe en 

sus representaciones en el mundo, a más mujeres, logrando así una mejor implementación 

de los planes de acción estratégicos establecidos por dicho organismo (A/49/587). 

Igualmente solicita, un aumento de la presencia de mujeres en las operaciones 

humanitarias y de todo tipo que realiza la organización en el planeta. Se compromete a 

insertar las cuestiones de género en los temas de mantenimiento y logro de la paz, entre 

otros importantes pronunciamientos. (ONU, Consejo de Seguridad, 2000) 

El Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres 

y niños, del año 2000/2004, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra 

la Delincuencia Organizada Transnacional. En este documento se orienta a los Estados, 

que al tratar las cuestiones relacionadas con las víctimas de la trata de personas, tendrá en 

cuenta diversos criterios tales como edad, sexo y necesidades especiales (art. 6 numeral 4). 

También se pronuncia sobre la necesidad de que, a los funcionarios encargados de velar 

por el cumplimiento de la legalidad, así como los ubicados en puntos migratorios y afines, 

se les debe capacitar en temas sobre trata de personas, y dicha capacitación, deberá tener 
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presente no solo las cuestiones relacionadas con los derechos humanos, sino con lo 

relacionado al niño y a la mujer (art. 10 numeral 2). (ONU, 2000)   

Por su parte, la Resolución 1820, del año 2008 del Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas, demanda a todas las partes que se encuentran en conflictos armados, a 

implementar acciones que garanticen la protección debida a las mujeres y niños, contra 

todo acto que implique manifestación de violencia sexual, mediante el establecimiento de un 

conjunto de medidas disciplinarias a los grupos armados, así como de enseñanza y 

educación en este sentido (art. 3). En este sentido, interesa a los miembros del organismo, 

a que establezcan políticas eficaces y objetivas para terminar con la impunidad ante este 

tipo de actos de violencia sexual (art. 4). En esta misma tónica, solicita que la ONU lleve a 

cabo políticas de educación para el personal de dicha organización que realiza acciones 

humanitarias en dichas condiciones, para poder identificar las víctimas de este tipo de 

violencia y actuar conforme a ello (art. 6). (ONU, Consejo de Seguridad, 2008)  

 Siguiendo esta postura, exige al Secretario General de la ONU, que lleve a cabo una 

concepción de tolerancia cero para el personal de las Naciones Unidas que realizan 

acciones de cualquier índole en estos territorios, así como del personal que es aportado por 

las diferentes naciones, de forma tal que se logre una postura común en la penalización 

severa de estos comportamientos de agresión sexual (art. 7).  Solicita a las naciones que 

aportan sus contingentes militares, a que los preparen y eduquen en las cuestiones 

relacionadas con la protección de las mujeres, así como en impedir las manifestaciones de 

violencia contra las féminas, permitiendo, siempre que sea posible, que dentro del grupo 

armado, exista un alto por ciento de mujeres (art. 8). (ONU, Consejo de Seguridad, 2008) 

Un año después, fue aprobada por la misma instancia, la Resolución Núm. 1888, en la que 

reafirma la necesidad de que todos los partícipes en un conflicto armado, adopten medidas 

pertinentes y eficaces con carácter urgente, para evitar cualquier tipo de manifestación de 

violencia contra las mujeres, y especialmente la sexual (art. 3). En este sentido, insta a los 

Estados Miembros, para que realicen las reformas legales pertinentes de forma tal que los 

ordenamientos jurídicos garanticen un adecuado acceso a la justicia a aquellas mujeres que 

han sido víctimas de violencia sexual (art. 6). Igualmente exhorta a todos los que se 

encuentren como parte interviniente, implicada o relacionada con conflictos armados, a que 

profundicen seriamente en toda denuncia que se realice por posible comisión de un acto de 

violencia sexual hacia una fémina, de forma tal que los altos mandos utilicen la disciplina 

militar para lograr impedir este tipo de comportamientos (art. 7). (ONU, Consejo de 

Seguridad, 2009) 
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Alienta a los gobiernos, a perfeccionar el sistema judicial y de impartición de justicia, en los 

temas relacionados con la violencia sexual hacia las mujeres (art. 9). En este sentido, y con 

carácter preventivo, se deberá tener en cuenta para que un sujeto acceda a un cuerpo 

armado, los antecedentes de violencia sexual en los que haya sido inculpado, de forma tal 

que se cree una base de datos a los efectos de delimitar con prudencia, la pertinencia o no 

de su admisión en dicho cuerpo (art. 17). (ONU, Consejo de Seguridad, 2009) 

En este mismo año, el propio Consejo de Seguridad de la ONU, aprueba la Resolución 

Núm. 1889 sobre las mujeres y la paz y la seguridad. Sobre estos aspectos, la citada norma 

deja claro la responsabilidad que poseen los Estados Partes, ante posibles actos de 

impunidad ante el no enjuiciamiento de los culpables de adoptar actos de violencia hacia las 

mujeres en situaciones de conflicto armado, haciendo énfasis especial en la sexual (art. 3). 

Se pronuncia sobre las estrategias a seguir, para atender las necesidades de seguridad que 

debe prestar a las mujeres, mediante un sistema de justicia que atienda las cuestiones de 

género (art. 10). Se pronuncia sobre la garantía de acceso a los programas de desarme, 

desmovilización y reintegración que poseen las mujeres que pertenecen a fuerzas o grupos 

armados (art. 13). (ONU, Consejo de Seguridad, 2009)  

Estas son en conclusión, las principales y más importantes normas existentes en la 

actualidad, que protegen a la mujer o se pronuncian en cuanto a las cuestiones de género. 

Todas y cada una de ellas ha respondido a una determinada etapa histórica, en la que se 

ha delimitado acertadamente los pronunciamientos correspondientes, atendiendo a 

situaciones que se van manifestando en la realidad internacional. En el ámbito 

Latinoamericano, también existen un conjunto de normas de gran relevancia en este 

sentido.     

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer, conocida también como la Convención de Belém do Pará, del año 1994, constituye 

en nuestra región, uno de los instrumentos legales más importantes. En este sentido, deja 

claro la condena de todos los Estados Partes ante cualquier manifestación de violencia 

contra la mujer y orienta la toma de medidas y políticas orientadas a prevenir, erradicar y 

sancionar dichos comportamientos de violencia, mediante la abstención de llevar a cabo 

cualquier política o estrategia a nivel nacional que implique una discriminación y acto de 

violencia contra las féminas, así como que cada funcionario observe las normas de 

comportamiento en este sentido. Igualmente les orienta actuar con seriedad y 

responsabilidad, pero con profundidad y ahínco, en la prevención, investigación y punición 

de cualquier acto de violencia hacia la mujer. (OEA, 1994) 
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A nivel regional pero fuera del continente latinoamericano, se han pronunciado también los 

gobiernos mediante la aprobación de instrumentos de igual valía. En este sentido, se han 

sancionado el Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 

relativo a los Derechos de la Mujer en África, del año 2003; la Plataforma de Acción del 

Pacífico para el adelanto de la mujer y la igualdad de género 2005-2015, del año 2004; la 

Resolución sobre el derecho a interponer recursos y a obtener reparación para las mujeres 

y niñas víctimas de violencia sexual de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los 

Pueblos, del año 2007; el Planteamiento Global para la aplicación por la Unión Europea de 

las Resoluciones 1325 del año 2000 y 1820 del año 2008, del Consejo de Seguridad de las 

Naciones Unidas; el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 

violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, del año 2011; entre otros. (Unión 

Africana, 2003) (Comisión Africana, 2007) (Unión Europea, Consejo, 2008) (Consejo de 

Europa, 2011)  

En este sentido, como se ha podido observar, a nivel internacional y regional, existen un 

conjunto de instrumentos jurídicos que establecen posturas bien concretas en materia de 

protección a la mujer, ante cualquier tipo de violencia, lo que las convierte en la arena 

internacional, en un grupo al que se le ha brindado atención y preocupación por parte de los 

organismos internacionales y regionales. Ante esta realidad, se puede plantear la convicción 

de la existencia de un marco legal planetario, que protege a las mujeres contra actos de 

violencia, dentro de los que se encuentran esos antecedentes que forman parte de la 

historial violencia que muchas veces conduce al femicidio, manifestación extrema de esa 

violencia de género.  

No obstante existir una suficiente materia legislativa internacional y regional que se 

pronuncia en cuanto a la violencia contra las mujeres, sus manifestaciones o acciones a 

emprender por los gobiernos y organismos mundiales para evitarlas, la realidad que vive la 

mayoría de la humanidad dista mucho de conseguir los objetivos y espíritu planteados en 

las citadas normas. En este sentido, la violencia contra las féminas, así como las 

manifestaciones de femicidio, continúan exteriorizándose en las sociedades 

contemporáneas como un mal que parece no tener frenos, lo que impone la necesidad de 

estructurar estrategias d mayor peso y seriedad, tendentes a lograr mayores y mejores 

resultados.   

 

2.1.2.     La violencia contra la mujer en las leyes ecuatorianas.  

En el entorno nacional, Ecuador posee con políticas muy bien definidas en materia de 

protección a la mujer y de establecimiento de mecanismos en sentido general relacionados 
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con el género. Diversos son los mecanismos legales en el Ecuador relacionados con esta 

cuestión. Hasta la entrada en vigor del vigente Código Orgánico Integral Penal, se 

encontraba como norma rectora de estas relaciones, la Ley contra la Violencia a la Mujer y 

la Familia, Ley No. 103, en la que los casos de violencia contra la mujer eran una 

contravención y conocidos por las comisarías, que posteriormente serían remplazadas por 

las Unidades de Violencia Intrafamiliar.   

Pero antes de analizar, el COIP, existe otra norma de mayor jerarquía, y que traza con sus 

postulados y principios rectores para todas las relaciones sociales en el país, las normas de 

conducta, procedimiento y comportamiento para la mujer en las cuestiones de género: la 

Constitución del año 2008. Esta norma suprema, junto al actual COIP, constituyen en el 

Ecuador, las dos normativas legales que, con carácter de Ley, rigen las relaciones y 

pronunciamientos básicos relacionados con el género. 

La Carta Magna ecuatoriana del año 2008, constituye sin lugar a dudas una norma de 

avanzadas posturas en muchos ámbitos, especialmente en las cuestiones de protección a 

la mujer. Significa una norma, de gran trascendencia en Latinoamérica, por el contenido, 

forma y espíritu que en ella se encuentran determinados derechos tales como los 

relacionados con el género.   

Esta norma, establece desde su artículo 11 numeral 2, el hecho de que en el territorio 

nacional todas las personas son iguales y se les reconoce en este sentido, los mismos 

derechos, deberes y oportunidades, prohibiendo la discriminación por razones de identidad 

de género, sexo, orientación sexual y otra, penando cualquier acto contrario a este 

postulado. En su Título II, referido a “Derechos”, en su capítulo Sexto, denominado 

“Derechos a la Libertad”, se pronuncia sobre el reconocimiento y aseguramiento del 

derecho a vivir sin violencia, en cualquier de los ámbitos, pronunciándose sobre la 

inviolabilidad de la vida, así como a la integridad física, psíquica, moral y sexual de todo ser 

humano. También se refiere a la prohibición de la discriminación y a la existencia de la 

igualdad en los planos material y formal (art. 66 numerales 1, 3). (Ecuador, Constitución de 

la República, 2008)    

Otro de los pronunciamientos que realiza la Constitución ecuatoriana en este sentido, lo 

hace en su artículo 70, cuando establece la obligación del Estadio de formular y ejecutar las 

políticas para alcanzar la igualdad entre hombres y mujeres, debiendo incorporar siempre, 

enfoques de género en los planes y programas, y orientará, guiará su implementación en el 

sector público. Más adelante, en su artículo 81, relacionado con el Capítulo de “Derechos de 

Protección”, establece que la legislación deberá establecer los mecanismos procesales 

especiales para juzgar y sancionar todos los delitos que se relacionen con la violencia 

intrafamiliar, sexual, crímenes de odio u otros, dentro de los que claramente se encuentra el 

femicidio.  
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Unido a ello, existen un conjunto de pronunciamientos constitucionales que guardan 

relación con el tema que se analiza. En este sentido, el artículo 19 se pronuncia sobre la 

expresa prohibición de la publicidad que induzca a la violencia, discriminación o sexismo, 

dentro de los que se encuentran los comportamientos femicidas. En este sentido, se 

pronuncia sobre la obligación de dar atención prioritaria a las personas que hayan sido 

víctimas de estos comportamientos (art. 35). En el caso de que la mujer víctima de este tipo 

de actos, haya sido una adulta mayor, establece o reafirma la necesidad de brindar atención 

prioritaria (art. 36). En el artículo 46 numeral 4, se establece la obligación del Estado, de 

adoptar dentro delas varias y diversas medidas, la protección y atención a las niñas, niños y 

adolescentes contra toda manifestación de violencia, maltrato, explotación sexual o de 

cualquier índole, o contra los actos negligentes derivados de dichos comportamientos.    

En el ámbito laboral, la Carta Magna nacional también se pronuncia sobre la debida 

protección a la mujer. En este sentido, el artículo 331, se pronuncia sobre la prohibición de 

cualquier manifestación de discriminación, acoso o acto de violencia de cualquier forma o 

naturaleza hacia las mujeres en el trabajo o sistema educacional. El artículo 156, crea los 

Consejos Nacionales para la Igualdad, como aquella institución encargada de asegurar la 

plena vigencia de los derechos establecidos en la Carta Magna, así como en los 

instrumentos jurídicos internacionales de los que el Ecuador haya sido parte firmante.  

Por su parte, el Código Orgánico Integral Penal ecuatoriano, es otra norma que igualmente 

se pronuncia sobre la protección a la mujer y las cuestiones de género. Entrado en vigor, 

hacia el año 2014, constituye un avanzado texto en el orden nacional, que siguiendo lo más 

avanzado de la técnica y contenido de otros textos a nivel mundial, logró incluir en su 

normativa, teniendo como fundamento los preceptos constitucionales, cuestiones de 

protección a la mujer y de género.  

Este código, establece en su artículo 155, a partir del cual se establecen los delitos de 

violencia contra la mujer o miembros de la familia, establece el delito de Violencia contra la 

mujer o miembros del núcleo familiar. Es necesario comprender la importancia que el 

legislador ecuatoriano le concedió a la mujer, porque bien hubiera podido dejar redactado e 

delito, como “Violencia contra los miembros del núcleo familiar”, dentro del que se encuentra 

la mujer, pero sin embargo, a tono con la protección especial que se deseaba concederle, 

estableció en su redacción de forma precisa y expresa, el término “mujer”, y con ello, dotarla 

de una importancia mayor. En este sentido, este artículo estipula como manifestaciones de 

la violencia, el maltrato físico, psicológico o sexual, limitándose en este sentido a las 

categorías básicas de violencia, dejando por ende otras como la patrimonial o económica.   

Los tres artículos que le siguen, establecen las conductas típicas para la violencia física, la 

psicológica y la sexual, estableciendo como primer sujeto pasivo de cada conducta a la 

mujer, lo que reafirma la postura proteccionista en este sentido. Relaciona el maltrato físico, 
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con la provocación de lesiones (art. 156); la violencia psicológica con los perjuicios a la 

salud mental de la víctima mediante un conjunto de acciones como la amenaza, chantaje, 

humillación y otras que persiguen disminuir a la mujer u otro miembro en su consideración y 

estima personal (art. 157); mientras que la sexual la vincula con la imposición de conductas 

de naturaleza sexual (art. 158). En estos ilícitos penales, el COIP establece sanciones que 

oscilan entre 30 días de privación de libertad y 26 años, estando vinculadas con figuras 

delictivas pertenecientes al delito de Lesiones y aquellos delitos contra la integridad sexual y 

reproductiva.   

Como es posible observar, en estas figuras delictivas, las penas a imponer pueden ser 

elevadas, dependiendo claramente del resultado y magnitud del maltrato y violencia 

acontecidos. En este sentido, el COIP también establece contravenciones, en las que 

igualmente se establece como primera categoría del sujeto pasivo planteado en cada figura 

a la “mujer”. En este sentido esta norma, establece las acciones de violencia para con la 

mujer u otros miembros del grupo familiar, de forma tal que las heridas, lesiones o golpes, 

provoquen incapacidad que no exceda de tres días, la sanción a imponer al sujeto comisor 

sería entre 7 y 30 días de privación de libertad (art. 159). 

Estos artículos anteriormente analizados, constituyen sin lugar a dudas el marco referencial 

legal de protección a la mujer desde la óptica penal, lo que sin lugar a dudas impone una 

preocupación y ocupación del legislador ecuatoriano para estar a tono con las políticas 

establecidas en los convenios y tratados internacionales y regionales, y el espíritu que se 

persigue en el país. No obstante, hay una figura delictiva, que es la que se establece en la 

precitada norma y que constituye sin lugar a dudas, el elemento cúspide en materia de 

protección a las féminas en el Ecuador, ante las manifestaciones de violencia extrema a las 

mismas, y lo supone, la tipificación del delito de femicidio.  

Esta figura delictiva se encuentra regulada dentro del Título IV, denominado “Infracciones 

en particular”, Capítulo segundo, “Delitos contra los derechos de libertad”, Sección primera, 

“Delitos contra la inviolabilidad de la vida”. A consideración de esta investigadora, el 

legislador acertó al establecer dicho delito en dicha sección, pues es la derivación de la 

infracción de la inviolabilidad de la vida establecida en la Constitución del 2008, pero en la 

que el sujeto pasivo es una mujer.    

El delito de femicidio, tipificado en el artículo 141 del COIP, establece que: 

Artículo 141.- Femicidio.- La persona que, como resultado de relaciones de poder 

manifestadas en cualquier tipo de violencia, dé muerte a una mujer por el hecho de serlo o 

por su condición de género, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a 

veintiséis años. (Ecuador, Código Orgánico Integral Penal, 2014) 
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Como es posible observar, en este sentido, esta figura delictiva e sujeto actico podría ser 

cualquier persona, no necesariamente un hombre. El citado artículo, al expresa el término 

“La persona”, haciendo alusión a la que adopta el comportamiento lesivo, descrito en la 

figura, se afilia a la postura amplia, en la que cualquier sujeto, ya fuere de sexo femenino o 

masculino, realice la conducta, entonces será el sujeto activo del ilícito penal. Contrario a 

ello, y partiendo de la naturaleza del femicidio, el sujeto pasivo adecuadamente se 

consignó, mediante la utilización del término “mujer”. En este sentido se prefiere 

comprender el alcance de dicha categoría jurídico, pues el femicidio, no se podría 

manifestar única y exclusivamente contra una “mujer”, sino contra alguien del sexo 

femenino. 

A lo que se hace referencia al parecer de esta autora, es que el legislador ecuatoriano no 

debió utilizar el término descrito, sino ser más amplio, porque la naturaleza de esta figura no 

busca proteger a la mujer, sino que el ámbito de protección debe ir mucho más allá, y 

extender la protección contra la que va dirigida la conducta del femicida. O sea, esas 

relaciones de poder que se manifiestan en estas relaciones que tienen como fin, el 

fallecimiento de la víctima, no se dan contra la mujer, sino que tiene su fundamento en la 

concepción de mujer o de género, que es mucho más amplio, y que en definitiva es la 

percepción que posee determinado individuo de creerse superior a una persona que es de 

sexo femenino, por el hecho de serlo y que por tal motivo la discrimina, maltratándola hasta 

el punto de extinguirle la ida. 

En este sentido, igualmente establece sanciones privativas de libertad de gran severidad, 

pues para quien cometa la figura básica establece penas desde 22 a 26 años de privación 

de libertad. No obstante ellas, establece circunstancias agravantes en el artículo 142, 

específicas para esta figura delictiva, otra prueba que valida la preocupación y seriedad con 

que el legislador ecuatoriano ha tratado el tema. De concurrir una o más de las agravantes 

establecidas en el citado precepto, entonces el juzgador tendrá que imponer la pena 

máxima. 

Como es posible observar, en el Ecuador existen en materia de protección y tratamiento de 

garantías a la mujer, dos normas de relevancia suprema en la nación. Una por la propia 

naturaleza de sus preceptos y principios, la Constitución, que informa dichos 

pronunciamientos, y la segunda, el COIP, norma penal sustantiva y procesal, así como la 

materia referida a las contravenciones, que también dedica especiales figuras jurídicas a 

tratar el tema. En este sentido, se puede concluir momentáneamente, que el Ecuador posee 

una legislación acorde con los pronunciamientos y postulados de los principales 

instrumentos jurídicos internacionales que estás destinados a proteger de forma eficaz a la 

mujer ante eventuales manifestaciones de violencia, especialmente en el femicidio, aunque 

a nivel internacional, no hayas pronunciamientos específicos a este comportamiento.  
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No obstante ello, la cuestión de género y protección a la mujer se encuentra también 

previsto en al Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017, en la que en su objetivo 1, referido a 

la consolidación del Estado democrático y la construcción de un poder popular, dentro de su 

Política 1.3, referido al afianzamiento de la institucionalidad del Estado democrático para el 

Buen Vivir, en su lineamiento f), se pronuncia sobre la necesidad de consolidar los Consejos 

Nacionales para la Igualdad, de forma tal que logre una impacto y participación efectiva en 

la conformación de las políticas públicas, dentro de las que se podrían ubicar, las 

cuestiones de género y la mujer. (Ecuador, Plan Nacional para el Buen Vivir, 2013) 

Dentro de este macro objetivo, en la política 1.7, relacionado con el fortalecimiento del 

Sistema Nacional Descentralizado de Planificación Participativa, con un enfoque de 

derechos, su lineamiento m), se pronuncia sobre la implementación de mecanismos para la 

incorporación de las Agendas para la Igualdad en las políticas públicas de los niveles del 

gobierno, lo que denota una vinculación entre el citado Plan y las cuestiones de igualdad 

entre hombres y mujeres y el respeto a los derechos de las féminas.   

Es importante mencionar, que el propio Plan, establece las instituciones públicas 

encargadas de implementar o relacionadas con la implementación de los citados 

lineamientos, ya fuere como responsable directo, corresponsable o en calidad de 

observancia. En este sentido, la política relacionada con el afianzamiento de los Consejos 

Nacionales para la Igualdad, así como las Agendas para la Igualdad, hay instituciones que 

se deben encargar de ello. En calidad de responsable directo, está la Secretaría Nacional 

de Planificación y Desarrollo, mientras que corresponsables, se encuentran instituciones 

tales como la Secretaría Nacional de Comunicación, de Administración Pública, de la 

Gestión de la Política, el Ministerio Coordinador de Conocimiento y Talento Humano, así 

como la Secretaría Nacional de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación entre otros.  

Como es posible concluir en este sentido, son diversas las posturas que en la política 

nacional se han implementado en los últimos años para lograr una verdadera igualdad entre 

el hombre y la mujer y con ello, una disminución o eliminación de la discriminación hacia las 

féminas, los comportamientos violentos hacia las mujeres y con ello, todo tipo de maltrato. 

Desde la Constitución, el ordenamiento penal, y la implementación de políticas nacionales 

estratégicas, el tema de la mujer, la igualdad, la prohibición de la discriminación, la violencia 

hacia las mujeres, constituye un tema prioritario, lo que denota un elevadísimo esfuerzo por 

parte de las instituciones de lograr que el Ecuador, gane conciencia en este sentido.   
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CAPÍTULO III. 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LAS SENTENCIAS POR CASOS DE FEMICIDIO DE 

EL ORO. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



65  
 

3.1.     Análisis de la Jurisprudencia de la provincia El Oro, teniendo como elemento 

esencial los elementos probatorios. 

A pesar de los grandes esfuerzos legales y estratégicos llevados a cabo por el gobierno del 

Ecuador en los últimos años, con la finalidad de lograr una igualdad de género, y con ello 

una eliminación de las conductas discriminatorias en este sentido, la realidad ecuatoriana 

dista mucho de cumplirse los objetivos y el espíritu de dichas normas. Unido a ello, las 

manifestaciones de femicidio en el Ecuador se mantienen, de forma tal, que la existencia de 

políticas en varios órdenes para evitarlo, no surten, por lo menos en este tiempo, los efectos 

deseados.  

Para el análisis de los fallos que a continuación se realiza, esta investigadora ha empleado 

el modelo conexionista de razonamiento judicial, porque mediante el mismo, se logra 

obtener una idea sistémica del cómo los jueces de forma integradora analizan y evalúan las 

pruebas tenidas en juicio, para determinar un fallo. En este sentido, a partir del 

planteamiento de este modelo, el juez delimita y otorga un valor de relevancia a cada uno 

de los medios de prueba, de forma tal que, en su conjunto, les concede una importancia 

mayor que a otra, pero que el final, determina un análisis que permite conectar cada una de 

esas pruebas para lograr un razonamiento definitivo y con ello el logro de su convicción 

sobre el hecho en sí.  

Varios han sido los pronunciamientos jurisprudenciales en materia de femicidio. En 

la Provincia El Oro, desde la entrada en vigor del COIP en el año 2014, hasta el mes de 

septiembre del 2016, han ingresado un total de 20 procesos en las diferentes unidades 

judiciales y Tribunales de dicha provincia; de ellos, han existido 11 pronunciamientos 

mediante resolución judicial, manifestándose de la siguiente forma, según datos aportados 

por el Director Provincial del Consejo de la Judicatura de El Oro.  

Tabla 2. Procesos sentenciados en la provincia El Oro por delitos de femicidio y tentativa, 

desde que entró en vigor el COIP hasta septiembre de 2016. (Ver Anexo 2) 

No. Recorrido Delito Forma de 

Terminación 

Año 

1 Unidad Judicial Multicompetente penal 

con sede en el cantón Santa Rosa 

Tentativa 

de femicidio 

Auto de 

Sobreseimiento 

2014 

2 Unidad Judicial Multicompetente Penal 

con sede en el cantón El Guabo, Sala de 

lo penal de la Corte Provincial de El Oro 

Tentativa 

de femicidio 

Resolución 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2015 
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Auto – 

Abandono de 

Recurso 

2015 

3 Unidad Judicial de Garantías Penales 

con sede en el cantón Machala – 

Tribunal de Garantías Penales – Sala de 

los Penal de  

la Corte Provincial de El Oro  

Tentativa 

de femicidio 

Resolución – 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2015 

 Sentencia 

Condenatoria 

2016 

Sentencia – 

Recurso de 

Apelación 

2016 

4 Unidad Judicial de Garantías Penales 

con sede en el cantón Machala – 

Tribunal de Garantías Penales -. Sala de 

lo Penal de la Corte Provincial de El Oro 

Femicidio Resolución – 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2015 

Sentencia 

condenatoria 

2015 

Sentencia – 

Recurso de 

Apelación 

2016 

5 Unidad Judicial de Garantías Penales 

con sede en el cantón Machala 

Femicidio Resolución – 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2015 

6 Unidad Judicial Multicompetente Penal 

con sede en el cantón Pasaje  

Tentativa 

de femicidio 

Auto de 

Sobreseimiento 

2015 

7 Unidad Judicial Multicompetente Penal 

con sede en el cantón Pasaje 

Tentativa 

de femicidio 

Resolución – 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2015 

Sentencia 

Condenatoria 

2016 

Sentencia – 

Recurso de 

Apelación 

2016 



67  
 

8 Unidad Judicial Multicompetente Penal 

con sede en el cantón Santa Rosa 

Femicidio Archivo de la 

Causa 

2016 

9 Unidad Judicial de Garantías Penales 

con sede en el cantón Machala – 

Tribunal de Garantías Penales 

Femicidio Resolución – 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2016 

10 Unidad Judicial Multicompetente Penal 

con sede en el cantón Guabo 

Femicidio Resolución – 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2016 

11 Unidad Judicial Multicompetente Penal 

con sede en el cantón Arenillas – 

Tribunal de Garantías Penales – Sala de 

lo Penal de la Corte Provincia de El Oro 

Tentativa 

de femicidio 

Resolución – 

Auto de 

Llamamiento a 

Juicio 

2016 

Sentencia 

Condenatoria 

2016 

Fuente: Memorando No. CJ-UPEJEJ-2016-024-M, Consejo de la Judicatura, El Oro, 2016.  

Elaborado por: Isabel Victoria Dominguez Chiriboga. 

 

En resumen, en la provincia El Oro, se han llevado acabo por parte de la Fiscalía General 

del Estado, 4 acciones penales imputando femicidio, de las cuales, hasta el momento, se 

han dictado 4 sentencias, de las cuales, 3 calificaron femicidio mientras que, en 1, se 

dictaminó delito de Lesiones.  

Cada una de las sentencias que tipificaron femicidio, tuvieron en cuenta, como es debido, el 

material probatorio aportado por las partes procesales. El Tribunal, para fundamentar su 

fallo, ha logrado establecer los elementos típicos del femicidio, con cada una de las pruebas 

aportadas, admitidas y practicada en el momento procesal oportuno. Todas, de conjunto, le 

aportaron a la Corte, los elementos suficientes para poder valorar el hecho acontecido, 

vincularlo con los elementos típicos de la figura delictiva y en base a ello, motivas la 

sentencia a los efectos de calificar el delito.    

La primera sentencia que se ha analizado es la No. 7710-2014-0453, de fecha 10 de 

septiembre de 2015 (Anexos 3 y 4). En el caso de este hecho, la Corte, para fallar como 

femicidio, tuvo en la valoración de los hechos, como de elevada importancia, las pruebas 

semi-reproductivas, o sea, los testimonios de las personas. En el caso que se analiza, 

existen un gran número de evidencias que en su conjunto son las que deberían forman la 

convicción de los jueces.   



68  
 

En primer lugar, existen aquellas pruebas que evidencia la ocurrencia del acto delictivo, las 

que son indudablemente de gran valía, porque son las que denotan la existencia de un 

hecho que reviste caracteres de delito, y que constituyen el primer aspecto a tener en 

cuenta para la valoración de que un acto debe ser atendido por el derecho penal y como 

consecuencia, se inicia la maquinaria procesal penal para esclarecer el hecho en sí.  

También posee gran relevancia, aquellas pruebas científicas y documentales periciales, las 

que el Tribunal, aunque las señala, no las analiza con la importancia que merecen. Sabido 

es el gran contenido científico que implica la naturaleza de este tipo de medio de pruebas. 

Los medios de pruebas que poseen esta cualidad, son el resultado de la aplicación por 

expertos, o sea, personas con conocimientos suficientes, de técnicas y procedimientos 

ampliamente comprobados por la ciencia, de forma tal que el resultado de ello, posee, una 

certeza concreta, casi absoluta, alejada de cualquier percepción humana que implique 

parcialidad, o error de conciencia.   

En la resolución que se analiza, casi la totalidad de la sentencia, el Tribunal lo que ventila 

son los testimonios de las personas. Ante ello, toma como fundamental para lograr la 

certeza, las declaraciones del padre y agentes de policía que encontraron el cadáver, así 

como las declaraciones de amistades de la víctima, que de mostraron actos de violencia 

anterior. A pesar de la relevancia de la prueba documentológica que acredita que el 

documento que se encontró en la habitación, diciendo lo que sentía, como una carta de 

culpabilidad del procesado, exponiendo que había sido escrita por él, no fue valorada con 

profundidad, y contrario a ello, fue someramente mencionada.   

En este hecho, queda claro que el acto delictivo es femicidio. Se establecieron todos y cada 

uno de los elementos que tipifican el hecho en sí. Se demostró, con las pruebas 

perceptivas, la existencia de un cadáver, con síntomas de estrangulamiento, y mediante los 

testimonios, las relaciones anteriores de violencia hacia la víctima, aspectos que en su 

conjunto y reforzadas por los demás elementos probatorios, concluyeron la existencia de 

dicho delito, acertadamente calificado por la Corte.    

En la sentencia No. 07309-2015-00800 de fecha 16 de septiembre del 2016, los medios de 

pruebas que fueron utilizados para calificar el hecho de femicidio fueron el testimonio y la 

pericia (Anexos 5 y 6). En este sentido, se escucharon los testimonios de la víctima, quien 

delimitó cómo percibió los hechos, así como los antecedentes de violencia y agresión del 

procesado para con la víctima; de los policías, que acreditaron la situación a partir del 

momento en que intervienen, ratificando determinadas cuestiones expuestas por la víctima.  

También se tuvo en cuenta y valoraron, las declaraciones de la familia de la víctima, en este 

caso, el padre y hermana, quienes dieron fe igualmente, del historial de maltratos que sufrió 

la víctima en el periodo de unión con el procesado. Todos estos testimonios, le ofrecieron al 

Tribunal, no solo, cómo acontecieron los hechos, y su naturaleza, sino que delimitó la 
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relación de convivientes entre víctima-victimario, y lo más importante, concedió al órgano 

juzgador, los elementos pertinentes para convencerse de que dicho acontecimiento fue el 

resultado de relaciones de poder entre las partes directamente implicadas, con una tradición 

de maltratos, todo lo cual, posibilita acertadamente calificar como femicidio. 

Igualmente, mediante el testimonio, se pudo comprobar, que entre la víctima y el procesado, 

existían relaciones conyugales, de convivencia e intimidad, y el hecho de que al llegar 

varios testigos e incluso la policía, después de haber sucedidos los hechos, el acusado se 

encontrara sentado en una silla y la víctima arrodillada a su pies, lavándoselos, implica 

indudablemente la existencia de una relación de subordinación para con el acusado y un 

sentimiento de este para con la víctima de superioridad, lo que permitió acertadamente 

calificar la circunstancia agravante especificada en el artículo 142 numeral 2 del COIP. 

En este sentido, igualmente la declaración de la víctima en relación con el hecho de que el 

disparo aconteció en presencia de la hija menor de edad, así como la admisión de ello por 

parte del procesado, es suficiente para poder apreciar la circunstancia agravante 

establecida en el propio artículo en el numeral 3, porque fue bastante para determinar que 

el hecho aconteció en presencia de la hija menor de edad de la víctima.    

Igualmente, fueron utilizados los testimonios de los Peritos Médicos, quienes determinaron 

en primer lugar lo expuesto por la víctima, o sea, lo narrado por la misma, cuando se 

atendieron sus lesiones y se le entrevistaba por estos especialistas, y en este sentido, 

igualmente corroboraron, la características y naturaleza de las lesiones, la causa y 

consecuencias, del disparo.  

En sentido general, aconteció al igual que en la resolución anterior, un análisis mayoritario 

de las pruebas semi-reproductivas. Aunque fueron tenidas en cuenta las demás, de la 

lectura de la motivación del fallo, queda claro que el Tribunal le otorga gran relevancia 

fáctica a lo que ha sido esgrimido por los testigos. No han sido consideradas con la 

profundidad pertinente ni los elementos de prueba perceptivos, científico, ni documentales 

periciales, solo han sido mencionados en algún momento, o remitidas a fojas, pero solo las 

semi-reproductivas han sido analizados con profundidad, y considerados ciertamente para 

la calificación del hecho.   

En sentido general, en el análisis de esta resolución, que calificó los hechos acaecidos 

como tentativa de femicidio, se usaron en esencia y con el peso determinante para la 

calificación de la figura delictiva, dos de los tres medios de prueba reconocidos por el 

Código Orgánico Integral Penal ecuatoriano, el testimonio y en menor medida la pericia. En 

este sentido, los juzgadores, lograron la convicción judicial, mediante el acogimiento 

esencialmente del testimonio, siendo este mecanismo probatorio el que impera en el caso 

en análisis.  
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Por su parte, la resolución es la No. 07710-2015-00803 de fecha 19 de agosto de 2016 

(Anexos 7 y 8). Esta resolución es la consecuencia de la promoción de un Recurso de 

Apelación establecida ante la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de El Oro, contra la 

Sentencia dictada por el Tribunal de Garantías Penales con sede en Machala, quien calificó 

los hechos como constitutivos de femicidio en grado Tentativa. 

En este caso, el Tribunal que resuelve el recurso, usó, para sustentar la calificación de la 

figura delictiva, los tres medios de pruebas presentes en el COIP, de forma tal que ha 

fundado la motivación de la sentencia en los documentos, los testimonios y peritajes. En 

este sentido, ha usado el testimonio de la víctima, para determinar los eventos anteriores de 

maltratos físicos y psicológicos proporcionados por el procesado hacia la víctima con 

anterioridad a los sucesos, así como los elementos que suceso en sí. También, para lograr 

la convicción sobre lo sucedido, se fundó e testimonios de testigos presenciales, incluso uno 

de los cuales, era familiar directo del procesado, todo lo que llevó al órgano judicial, a 

obtener la certeza de la naturaleza del evento. 

Las cuestiones relacionadas con la necesaria demostración de los eventos anteriores de 

maltrato físico, psicológico o sexual que debió sufrir la víctima, como consecuencia o 

evidencia de un espiral de violencia, fue obtenido principalmente mediante la declaración de 

la víctima, con la vinculación de lo que esta les refería a otros testigos no presenciales de 

dichos actos. Al igual que en la resolución anterior, los traumas sufridos por la víctima como 

consecuencia de la agresión física, se demostró mediante los testimonios de los Peritos 

Médicos, los que claramente describieron la magnitud, características y consecuencia de las 

lesiones.   

Unido a ello, se aportaron, admitieron y valoraron, un conjunto de medios de prueba 

documentales, que establecieron no la vinculación del sujeto con los hechos contenidos de 

femicidio en tentativa, sino caracteres diversos relacionados con los hechos o sujetos. 

Documentos como la denuncia, partes policiales, informe de reconocimiento del lugar de los 

hechos y evidencias, informes genético forense, certificado médico, fotografías de la 

escena, informe del Médico Legista, entre otros, aportaron cuestiones vinculadas a los 

hechos.  

Por parte de la defensa, se aportaron igualmente, se acogieron y valoraron, un conjunto de 

elementos probatorios, dentro de los que se encuentra la declaración del inculpado, en la 

que se hace notar mediante testimonios de personas que han mantenido diversas 

relaciones con el procesado, la inexistencia de una conducta machista, sexista o de 

violencia del procesado para con ellos y la sociedad, así como un conjunto de documentos 

que evidencia un historial respetable, mediante al aporte del certificado de antecedentes 

penales, inscripción en el Sistema de Rentas Internas (SRI), declaraciones de personas 

sobre el comportamiento anterior de acusado entre otras cuestiones.  
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Todos estos elementos los hubo de tener en cuenta este Tribunal de Apelación, para 

obtener igual certeza de que, efectivamente se estaría en presencia de un delito de en 

grado Tentativa, pues en este caso, la declaración de la víctima, unida a declaraciones de 

varios testigos presenciales, y otros testimonios, dieron fe del acto agresivo del procesado 

para con la víctima, cuya naturaleza, características y magnitud, pusieron en peligro la vida 

de la víctima, por lo que indudablemente estuvieron dirigidas a quitar la vida. Ello, unido a la 

evolución de violencia a la que se sometió la víctima, se une para poder calificar 

acertadamente el hecho.  

Esta cuestión, fue corroborada con la pericial que determinó efectivamente que las lesiones 

provocadas, pusieron en peligro la vida de la víctima, y de no haberse interrumpido e acto 

agresivo del procesado, bien hubiera podido ocasionársele el fallecimiento, pues la región a 

la que se dirigieron los ataques, constituían una parte vital de cuerpo humano, al 

encontrarse el cerebro en dicha región. En este caso, una cuestión interesante, es el hecho 

de que el Tribunal de Apelación, apreció dos circunstancias agravantes propias de femicidio 

que no hizo, el Tribunal ad quo, por lo que aumentó la pena impuesta.  

En este sentido, esta instancia, apreció, dentro de otras circunstancias agravantes, las 

previstas en los numerales 2 y 3 del artículo 142 del COIP, o sea, la evidencia aportada 

mediante los testimonios, fue suficiente para apreciar que entre la víctima y el procesado 

existían relaciones de pareja y convivencia, suficientes para determinar que la agresión se 

manifestó en este entorno, así como el historial de maltrato. Igualmente se demostró, la 

existencia de la agresión en presencia de la hija de la víctima, la que es menor de edad y se 

encontraba presente. Ello fue lo que provocó la convicción en los juzgadores, para apreciar 

estas dos circunstancias, y de una pena inicial de 16 años de privación de libertad a 23 

años, Ello por el hecho de haberse apreciado otras agravantes constitutivas y no 

constitutivas del femicidio, que no fueron apreciadas por el Tribunal de Primera Instancia y 

si por este nuevo órgano.  

Como es apreciable, en este juicio, aunque se han materializado los tres elementos 

probatorios, los testimonios, la pericia y documentos, realmente, continúa teniendo gran 

prioridad en la comprobación de todos los elementos típicos de la figura del femicidio, el 

testimonio. Aunque los demás medios de prueba aportan al proceso y logran apoyar la 

condición judicial, realmente en este caso, ha sido el testimonio, el elemento principal de 

cual se ha obtenido la información para calificar como femicidio los acontecimientos.     

Otra sentencia es la Núm. 07711-2015-00276, de fecha 8 de julio de 2016, de la propia 

Corte Provincial de Justicia de El Oro, donde se ejercita la acción penal y se abre causa por 

la posible tipificación del delito de femicidio en grado tentativa, pero sin embargo el tribunal 

juzga por lesiones (Anexos 9 y 10). 
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En este caso se emplearon esencialmente los tres medios de prueba existentes, el 

testimonio, documento y la pericia. En este sentido, la Fiscalía General del Estado intentó 

demostrar la existencia de un delito de femicidio en grado Tentativa. Sustentó su 

fundamentación, en la declaración de la víctima y de sus hermanas, en las que en sentido 

general esgrimían, la violencia con que fue atacada la víctima el día de hechos, así como e 

historial de violencia del procesado para con la misma. 

No obstante, ello, existen un conjunto de declaraciones de testigos presenciales, que dieron 

fe, de que el procesado fue llamado por una testigo y que es en ese momento cuando la 

víctima llega, con aliento etílico, y comienza a insultar al procesado, y cuando observan que 

un testigo que la acompañaba, sacaría un arma blanca, fue que el procesado la agredió, 

golpeándola en la cabeza.   

La tesis del femicidio del fiscal, logró desvirtuarse y asimismo acogerse por parte del 

Tribunal, mediante la tenencia de dos medios de pruebas suficientes. En primer lugar, la 

pericia, pues mediante informes de los peritos, se pudo demostrar, que desde el teléfono de 

la víctima, hacia el teléfono del victimario, existían un conjunto de llamadas salientes, y 

mensajes de textos, en los que era la víctima, la que agredía al procesado, y le refería, 

palabras y frases de insulto. Ello, unido al segundo elemento de prueba pertinente, unido al 

Dictamen del Médico Perito, de que por las características y naturaleza de las lesiones, no 

se puso en peligro la vida de la víctima, cabe comprender, que la intención del procesado 

no era provocar la muerte de la misma.   

Esto elementos de prueba en esencia, junto a los demás testimonios de testigos 

presenciales, aportaron suficientes elementos de certeza judicial a los jueces para 

considera la inexistencia fundada de violencia anterior, así como de una agresión actual, 

como consecuencia de esas relaciones de poder que exige la figura del femicidio, y en 

definitiva, la inexistencia de un dolo directo que se haya encaminado a provocar la muerte 

de la fémina. 

No obstante ello, a nuestra consideración el Tribunal ha realizado una valoración 

inadecuada de los hechos. El Tribunal no evaluó con la objetividad necesaria los elementos 

de prueba aportados por la Fiscalía. En este sentido, el informe médico legal, que señala, la 

gravedad de las heridas, la que unido a la pericia, delimitan lo complejo del lugar en la que 

fue cometida el hecho. Estas pruebas periciales y científicas, que demuestran la entidad de 

las lesiones, así como el peligro de que hayan tenido lugar en la cabeza, junto a un órgano 

vital como es, el cerebro, unido a otras pruebas tales como las semi-reproductivas, que 

delimitan un patrón creciente en las agresiones del procesado para con la víctima, así como 

importantes testimonios que dieron fe de que, solo cuando se llamó a la policía, que el 

procesado escuchó, fue que decidió dejar de golpearla y retirarse del lugar, delimitan una 

intención distinta a la que calificó el tribunal.  
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Pero la Corte obvió estas cuestiones. Se han demostrado los elementos típicos de un 

femicidio. Agresión con intención de matar, pues de lo contrario, cuando la víctima cayó al 

piso sin conciencia, se hubiera detenido, pero no, aun en estas condiciones continuó 

golpeándola salvajemente, por lo que su intención no fue, como lo expuso el Tribunal, la de 

provocar lesiones, sino, la de atentar contra la vida. Segundo elemento, el historial de 

violencia del procesado para con la fémina, lo que quedó ampliamente demostrado con 

evidencias testimoniales, todo lo que en su conjunto, quedaría establecido claramente el 

femicidio en tentativa.  

Pero no obstante ello, el Tribunal decidió admitir la tesis de lesiones, en base a mensajes 

enviados por la víctima al procesado, en la que lo insulta, lo que lógicamente permite 

desnaturalizar las relaciones de poder y odio hacia la mujer presentes en dicho caso. En 

sentido general, aunque en este juicio, igualmente fueron el material probatorio testimonial, 

pericial y documental, fue, la documental, la que tuvo relevancia por entre las demás.   

Una vez analizados casuísticamente el material aportado por cada juicio, así como la 

interpretación que los órganos que decidieron sobre estas cuestiones, queda demostrado 

que indudablemente la jurisprudencia de la provincia El Oro en Ecuador, usa o emplea en la 

resolución de los asuntos que por la posible tipificación de delitos de femicidio, conocen, los 

tres elementos o medios de pruebas reconocidos por la Legislación nacional, especialmente 

el Código Orgánico Integral Penal ecuatoriano, de forma tal que se puede concluir, la 

trascendencia y pertinencia que los tres medios de prueba aportan a la calificación efectiva 

de todos y cada uno de los actos de agresión hacia las féminas, como femicidio.  

No obstante, se ha podido observar, que el medio de prueba preponderante, y de mayor 

incidencia en el logro de la convicción de los jueces, es el testimonio, pues son los dichos 

de la víctima y el acusado, así como de los testigos presenciales o no, los que aportan las 

cuestiones que delimitan los elementos tipificadores de la figura delictiva en sí. No 

solamente la naturaleza de los sucesos recientes su grado y contenido, son además, los 

que aportan las cuestiones relacionadas con el historial de violencia entre víctima-victimario, 

así como los comportamientos machistas, sexistas y de control y ejercicio del poder sobre la 

mujer, anterior a los hechos de extrema violencia. 

Mediante este medio de prueba, se ha logrado convencer a los jueces de la existencia o no 

de un femicidio, por supuesto en unión a los demás medios de pruebas, pero dentro de los 

casos que se han analizado, por ejemplo, el documento,  solo ha servido en uno de ellos, 

para delimitar la actuación anterior a los hechos del proceso, en el sentido de cosas que le 

favorecen en su trayectoria, pero que ni lo vinculan con la víctima, y en otro caso, si logra 

desnaturalizar el femicidio para convertirlo en lesiones, porque demostró que era la víctima 

la que mediante mensajes y llamadas al victimario, lo agredía y enviaba mensajes de 

maltrato.    
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CONCLUSIONES 

La violencia contra las mujeres constituye sin lugar a dudas un fenómeno que afecta a la 

humanidad y su aparición en la historia humana data del surgimiento mismo de la vida y con 

ella, de las relaciones sociales implementadas en la sociedad, las que en la mayoría de las 

etapas del desarrollo humano, el patriarcado ha logrado imponerse con la consecuente 

subyugación a la mujer.  

Las manifestaciones de violencia hacia la mujer, han evolucionado a lo físico, sexual y 

patrimonial. En este sentido, las agresiones físicas, sexuales y patrimoniales, se unen a las 

psicológicas, para conforman un cuadro amplio y peligroso de comportamientos que dejan 

secuelas, no siempre visibles, y que como consecuencia, provocan en la misma, un 

sentimiento de inferioridad. 

El femicidio, es la manifestación extrema de la violencia hacia la mujer, y aunque pudiera 

considerarse como aquella muerte que es provocada por un sujeto hacia una mujer, como 

consecuencia del ejercicio de esas relaciones de poder y por el hecho de ser fémina, la 

consideración de esta investigadora es mucho más amplia, pues al expresar como sujeto 

pasivo, a la mujer, se restringe la naturaleza del femicidio, pues el odio y conductas de 

discriminación radicales es hacia el sexo femenino como condición, y no solamente a la 

mujer, evidenciándose en gran parte de la doctrina, una limitación conceptual en este 

sentido.  

Ecuador, es un país, con una incidencia importante de femicidios, no siendo diferente al 

resto de las naciones en las que las manifestaciones se exteriorizan principalmente 

mediante las formas que adopta la figura. No obstante, desde su implementación en el 

actual Código Orgánico Integral Penal, la forma predominante es el femicidio íntimo, pues la 

mayoría de casos que se registran en el Ecuador, y en la provincia El Oro, constituyen sin 

lugar a dudas, el acto que la pareja, ex pareja o conviviente ejercitó contra la fémina a la 

que le unían relaciones de intimidad, constituyendo este, la principal manifestación en el 

país y en la provincia en la que se realiza la investigación. Con su inserción en el COIP, se 

intentó brindar a la mujer un ámbito legal de protección adecuada, haciéndose eco de las 

principales exigencias regionales e internacionales.  

En materia probatoria, la jurisprudencia de la provincia de El Oro, ha conocido de un 

número limitado de acciones penales por este delito, en la que los medios probatorios han 

sido los fundamentos principales para poder calificar adecuadamente los hechos 

acontecidos como femicidio o no. En este sentido, ha sido decisivo cada medio de prueba 

aportado, para delimitar dos aspectos esenciales que al parecer, los Tribunales de El Oro, 



75  
 

consideran imprescindibles para la tipificación efectiva del delito. Uno ha sido el material 

demostrativo de la intención de provocar la muerte en la mujer, o sea, que las pruebas 

aportadas sean suficientes para evidenciar que el dolo del hombre, ha sido el de quitar la 

vida; y la segunda cuestión, es la demostración de un historial de violencia del hombre para 

con la fémina, que demuestre esas relaciones desiguales de poder y la discriminación y 

odio de uno para con el otro.  

En este sentido, los Tribunales de la provincia El Oro, han acogido, admitido, practicado y 

valorado, los tres medios de prueba existentes en el COIP, ya fuere el testimonio, la pericia 

o el documento, y de forma conjunta han logrado la convicción de los juzgadores para 

calificar los casos o hechos como femicidio. No obstante, se evidencia una concepción 

conexionista en el razonamiento judicial, al tener en cuenta la relevancia de las pruebas 

para determinar el fallo, y la intervinculación entre las mismas. Aunque ciertamente los fallos 

que se han analizado de esta provincia, no queda claro la preponderancia de un medio de 

prueba sobre otro, se hace necesario dilucidar entre todos los analizados para concluir su 

postura. En este sentido, teorías como las de la imputación objetiva, así como la finalista, 

son las que predominan en dicha jurisprudencia, constituyendo ello, un aspecto negativo, si 

se tienen en cuenta que se hace necesario inferirlas, por cuanto los jueces no hacen 

mención directa a la misma.  

En sentido general, el Ecuador posee una legislación suficiente que garantice la protección 

a las féminas. En la provincia de El Oro, han existido desde la implementación Del COIP, 

hasta el presente, una serie de acontecimientos que han sido dictaminados por la 

jurisprudencia como constitutivos de un delito de femicidio, en la que el testimonio se ha 

erigido como el medio de prueba primordial, para poder obtener la certeza judicial y 

sancionar por ello, aunque la pericia y la documental, igualmente han servido para sostener 

los elementos constitutivos de la figura penal.   
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RECOMENDACIONES 

El Estado a través de sus organismos, tiene la obligación de proteger a la mujer, 

brindándole una vida sin discriminación, violencia, en un entorno de igualdad de género y   

oportunidades. Para ello, debe fortalecer sus instituciones e integrar a todos los sectores 

sociales. 

Es importante que se sigan realizando periódicamente en el país, campañas informativas a 

través de los medios de comunicación, como las que ha puesto en  marcha la Fiscalía 

General del Estado, para poner en conocimiento de la ciudadanía qué es la violencia de 

género, qué es el femicidio, dónde denunciar los casos de violencia hacia la mujer, que 

constituyen el antecedentes de estos hechos, cuántas unidades especializadas existen en 

el país, dónde están ubicadas, qué asistencia tendrían al denunciar, para ir creando una 

mayor conciencia y cultura de los aspectos relacionados.  

Las fiscalías de género, deben ofrecer a las víctimas de este tipo de violencia, así como a 

sus familias, de forma oportuna, acceso a sistemas de protección, asistencia médica, 

psicológica, jurídica, y una inmediata respuesta de la justicia. Es importante también que los 

agresores reciban la atención psicológica necesaria, ya que muchos de los 

comportamientos machistas son heredados o producto de enfermedades tales como el 

alcoholismo o la drogadicción, por lo que se hace necesario dar tratamientos personalizados 

a fin de desechar estos comportamientos violentos y repetitivos en el hombre.   

Es significativo, que las fiscalías de género, elaboren un informe anual de los casos que se 

dan en las provincias, ciudades, cantones y parroquias donde exista mayor incidencia de 

violencia intrafamiliar y femicidios. Se hace necesaria también, la creación de más centros 

de acogida integrales para las mujeres y sus familias en el país, donde se pueda potenciar 

el empoderamiento de la mujer a través de su formación, talleres o cursos que le posibiliten 

acceso a empleo o emprendimiento en el país.  

El Estado, a través del Consejo Nacional para la Igualdad de Género, debería crear un 

Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género, y un Centro Estadístico 

Especializado, donde se incluyan casos de violencia intrafamiliar y femicidio a nivel 

nacional, provincia, cantonal, parroquial y barrial, de manera que los datos ofrecidos sean 

fiables y adecuados a la realidad nacional, ya que en la actualidad no existen estos medios.  

Es sustancial que el Estado coordine con las instituciones educativas en todos sus niveles, 

proyectos similares al aplicado por la Universidad Técnica Particular de Loja denominada 

“Ruta Participativa de Salto, en Salto a la violencia le ponemos alto”, una iniciativa para 

sensibilizar y concientizar a los niños y niñas sobre la violencia contra la mujer y familia. 
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La realidad ecuatoriana impone que se adopten medidas socio-culturales y educativas 

muchos más eficientes para lograr en la población, una cultura y mayor concientización en 

la consideración de la igualdad material entre hombres y mujer, bajo la concepción de la 

importancia y relevancia que las féminas han tenido, tienen y tendrán en el desarrollo de la 

humanidad. 

Se hace necesario identificar adecuadamente en el país, las regiones de mayor 

predisposición o riesgo a que tengan lugar este tipo de acontecimiento, a los efectos de 

adoptar no solamente medidas de educación, tanto en la víctima como en el victimario en 

potencia, sino a adoptar de oficio, medidas precautelares que eviten, o por lo menos 

disminuyan la posibilidad de que continúen manifestándose estos hechos dentro de 

determinada familia, principalmente si existen menores de edad.  

Masificar en todas las instancias, los talleres, eventos, congresos, conferencias, charlas 

comunitarias, que traten de forma entendible, comprensible y asequible a todos y cada uno 

de los niveles educaciones del público oyente, temas relacionados al género, a la igualdad 

entre el hombre y la mujer, a las formas de ayuda, sitios de apoyo o auxilio, mecanismos de 

comunicación o denuncia, de forma tal que se logre una cultura de rechazo generalizado a 

este tipo de actos. 

Realizar eventos coordinados por la Universidad Técnica Particular de Loja, en la propia 

provincia de Loja y El Oro, en la que intervengan jueces, abogados, fiscales, estudiantes 

universitarios, profesores e interesados en particular, que posibiliten tener conversatorios a 

nivel académico-técnico, y de esta forma poder generalizar, el análisis sobre la 

jurisprudencia y los medios de prueba usados en la misa, para calificar o no, determinado 

suceso como constitutivo de femicidio.  
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Anexo 1. El delito de femicidio/feminicidio en América Latina: semejanzas y diferencias. 

Fuente: (Ecuador, Fiscalía General del Estado, 2016) 
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Anexo 2. Memorando expedido por el Director Provincial del Consejo de la Judicatura de El 

Oro, sobre los procesos ingresados y sentenciados por Femicidio en dicha provincia.  
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Anexo 3. Modelo análisis Sentencia No. 7710-2014-0453. 

SENTENCIA VICTOR ALFONSO TIGRE CUEVA 

ANTECEDENTES DE LA RESOLUCIÓN: 

No. 07710-2014-0453 

Fecha de la Resolución: 10 de septiembre de 2015 

Tribunal: Corte Provincial de Justicia de El Oro  

Delito y sanción impuesta por el tribunal: Femicidio/Treinta y cuatro años de Privación de 

Libertad/Multa de ochocientos Salarios Básicos Unificados 

 

NORMATIVIDAD EPISTÉMICA:  

1. Identifica las proposiciones relevantes de las narraciones del caso:  
Np  

Np1. Víctor Alfonso Tigre Cueva mató a Priscila Viviana Núñez Barona. 

Np2 Priscila Viviana Núñez Varona murió por Anoxia Cerebral producto de un 
estrangulamiento.  

Np3. Víctor Alfonso Tigre Cueva actuó solo.  

Np4. Víctor Alfonso Tigre Cueva actuó con dolo.  

2. Identifica las pruebas de las partes:  
Ne 

1. Pruebas con manifestación perceptiva. 
N(ep1): El cadáver. 

N(ep2): El cuerpo con síntomas de estrangulamiento. 

2. Pruebas científicas  
N(ec1): Informe pericial de autopsia, que determinó las señales de estrangulamiento, y 
otros golpes, los que en su conjunto fueron la causa de muerte. 

N(ec2): Los hematomas y coloración morada en el cuello de la occisa, fueron provocados 
por el acto de estrangulamiento llevado a cabo por Víctor Alfonso Tigre Cueva.  

3. Pruebas Documentales-periciales  
N(ed1): Pericia documentológica No. 20-2015 que certifica que las hojas que se 
encontraron en la habitación, diciendo que no se contara nada a la hija, fueron escritas por 
Víctor Alfonso Tigre Cueva.  

N(ed2): Informe pericial sobre el Levantamiento del cadáver donde se certifica la muerte de 
la occisa. 
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1. Pruebas Semi-reproductivas 
N(es1): Testimonio de Ulises Fernando Núñez Cisneros (padre de la occisa): “Su hija 
Priscila Viviana Núñez Varona, se fue a dormir con su esposo Víctor Alfonso Tigre Cueva, al 
otro día, al ver que no despertaban, fue a su cuarto, abro la puerta y le veo a mi hija 
acostada en la cama, semi abierta la boca y con la cabeza para atrás, veo en el baño, 
sangre en el piso y le veo a mi hija con el color de piel como azulada, morado, encontrando 
un papel escrito por Víctor Alfonso, diciendo que no le dijeran a su hija, lo que la madre 
(occisa) había hecho, y mucho menos, lo que había hecho él”. 

N(es2): Testimonio de Raúl Ernesto Zarate Chérrez (Médico Legista de la Fiscalía 
Provincial): “Que se le solicitó tomara muestras del acusado, negándose, y en evaluaciones 
posteriores le refirió que había intentado suicidarse porque había matado al amor de su 
vida”.  

N(es3): Testimonio de Fabricio Javier Núñez Cisneros (tío de la víctima): “Que vino de 
Estados Unidos, y todos estaban en el hotel. Al día siguiente amaneció, y fue con su 
hermano (padre de la occisa) al cuarto de la hija (occisa), para ir a desayunar, y tocaropn la 
puerta y no contestaron, se fueron ellos solos, regresaron, y entonces abrieron la puerta, y 
encontraron a la sobrina muerta.”  

N(es4): Testimonio de Edison Bolívar Salazar Bedon (Jefe de Control, Ciudad Machala): 
“Acudió al lugar, ordenó la preservación del mismo, observándose a una mujer, fallecida 
posiblemente por estrangulamiento. Ordenó la búsqueda y captura del auto donde 
presumiblemente se había ido el acusado.”  

N(es5): Testimonio de Julio César Orna Torres (teniente de policía): “Acudió al lugar, 
encontrando a la occisa con marcas de estrangulamiento a nivel de cuello, algunos rastros 
de violencia. Se encontró una carta exculpatoria. Después, se dirigieron en la búsqueda del 
sospechoso, y cuando llegó al lugar donde estaba, tenía un cuchillo en su interior”.  

N(es6): Testimonio de Yolanda Elizabeth Villacreses (médico legista): “Que realizó una 
valoración de la personalidad de Víctor Alfonso Tigre Cueva y la necropsia al cuerpo de la 
occisa. Concluyó que el procesado tiene rasgos de personalidad de tipo histriónico y 
narcisista, su estado mental es bueno.” 

N(es7): Testimonio de Daniela Karina Espín (amiga de la occisa): “Que Viviana mantenía 
una relación no muy estable con Víctor, empezaban a tener problemas, discutían por cosas 
pequeñas. Ella me contaba que en ciertas ocasiones Víctor le golpeó. Que ella habló varias 
veces con Víctor, y él le decía que estaba arrepentido de haberle alzado la mano. Que ella 
sabía que Víctor golpeaba a Viviana, yo le vi moretones en los brazos y me acuerdo que 
ella sentía miedo y me llamaba que la acompañe al local.” 

N(es8): Testimonio de Evelin Esthefanía Ayala Estrella (amiga de la occisa): “Viviana me 
decía de los problemas y las pelea que tenía, de cómo le golpeaba cuando llegaba tomado, 
se alteraba mucho. Yo le vi moretones en los brazos y piernas. Una vez fue a su casa y 
cuando entramos al cuarto de Víctor, había quemado las fotos de ellos, del niño, y estaba 
toda la casa desordenada porque habían peleado.” 

N(es9): Testimonio de Esthefany Valeria Villavicencio Zambrano (amiga de la occisa): “Yo 
conversaba todos los días con ella (occisa), me contaba que estaba cansada de su relación 
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con Víctor, de sus problemas, que discutían mucho, en algunos casos me contó que unas 
veces le alzó la mano, que una vez Víctor llegó tomado y la sacó de la cama, intentó 
ahorcarla y que la sacó de la casa a las cuatro de la mañana, que cuando estaban 
separados una vez que hablaron él le pegó una cachetada.” 

TOTAL DE PRUEBAS 

1. Pruebas perceptivas 2 
2. Pruebas científicas 1 
3. Documentales-

periciales 2 

4. Semi-reproductivas 9 
TOTAL PRUEBAS 15 
 

3. Normativa  
Nm1: “La persona que, como resultado de relaciones de poder manifestadas en cualquier 
tipo de violencia, dé muerte a una mujer por el hecho de serlo, será sancionada con pena 
privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.” 
Nm2: “La persona que, como resultado de relaciones de poder manifestadas en cualquier 
tipo de violencia, dé muerte a una mujer por su condición de género, será sancionada con 
pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.” 
Nm3: “Haber pretendido establecer o restablecer una relación de pareja o de intimidad con 
la víctima.” 
 

4. Teoría Jurídica 
En este caso, ante el hecho de que el juez impuso la pena máxima, agravada, teniendo en 
cuenta la vinculación que hace de los hechos y el autor, la teoría jurídica imperante es la de 
la imputación objetiva.  

5. Asigna pesos epistémicos a las pruebas de modo holístico.  
 

 
BAJO 

1. Totalmente en desacuerdo  

2. En desacuerdo  

MEDIO 3. Ni de acuerdo ni en desacuerdo  

 
ALTO 

4. De acuerdo  

5. Totalmente de acuerdo 
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PRUEBAS VALORACIÓN 
Perceptivas 

N(ep1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: Ya que debido a esta prueba perceptiva 
se puede constatar la materialización del acto.   

N(ep2) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: La considero alta por cuanto se sabe la 
causa que provocó la muerte de la víctima.  

Científicas 
N(ec1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: Es una prueba que confirmó la causa de 
la muerte, el acto de estrangulamiento y otros actos de lesiones 
anteriores al fallecimiento. 

N(ec2) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Es una prueba de la forma en 
que se ejecutó el acto de quitar la vida, aunque no delimita quién fue 
ni la razón.  

Documentales-Periciales 
N(ed1) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: La considero importante porque la pericia 
demuestra que la hora hallada en el cuarto donde se encontró la 
occisa, fue escrito por el victimario, dejando constancia de su acto. 

N(ed2) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Al igual que la anterior estas pruebas son 
fundamentales debido a que se realizó el levantamiento del cadáver 
para las post-pruebas a realizarle y determinar la causa de la 
muerte. 

Semi-reproductivas 
N(es1) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: El testimonio aportado por el padre es 
relevante, pues ubica al procesado en la escena del crimen, así 
como los elementos de la relación de su hija con el procesado, y fue 
quien encontró a la víctima muerta.   

N(es2) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: La declaración del médico legisla es 
relevante, porque expuso cómo en una de sus evaluaciones, el 
procesado le dijo que quería suicidarse por haber matado a la 
occisa.  

N(es3)  
Bajo 

(2) En desacuerdo: Este testimonio no logra aportar elementos 
necesarios que delimiten culpabilidad.  

N(es4) 
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Considero a este testimonio de 
esa forma porque solo da fe de encontrar el cuerpo de la víctima, y 
los procedimientos de captura de presunto sospechoso. 
 

N(es5) 
Bajo  

(2) En desacuerdo: Este testimonio se le considera de esta forma, 
porque a pesar de que no puede asegurar culpables, encontró y 
aseguró el documento encontrado en la habitación, dejado por el 
procesado, donde admitía su culpa.  

N(es6) 
Bajo  

(1) Totalmente en desacuerdo: El testimonio no puede asegurar la 
culpabilidad. 

N(es7) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Este testimonio no puede 
asegurar culpables, pero demuestra problemas de agresión anterior 
a los hechos. 

N(es8) 
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Este testimonio no puede 
asegurar culpables, pero demuestra problemas de agresión anterior 
a los hechos. 

N(es9) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Este testimonio no puede 
asegurar culpables, pero demuestra problemas de agresión anterior 
a los hechos. 
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BAJO 3 

MEDIO 5 

 
ALTO 

7 

 
TOTAL 15 
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Anexo 4. Resolución Nro. 07710-2014-0453. (Extracto) 
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Anexo 5. Modelo de análisis de Sentencia No. 7309-2015-00800. 

SENTENCIA IVÁN MANUEL RAMÍREZ LLIGUICOTA 

ANTECEDENTES DE LA RESOLUCIÓN: 

No. 07309-2015-00800 

Fecha de la Resolución: 16 de septiembre del 2016 

Tribunal: Corte Provincial de Justicia de El Oro  

Delito y sanción impuesta por el tribunal: Femicidio en Tentativa/Diez años de privación 
de libertad y multa de cuarenta salarios básicos unificados.   

NORMATIVIDAD EPISTÉMICA:  

1. Identifica las proposiciones relevantes de las narraciones del caso:  

Np  

Np1. Iván Manuel Ramírez Lliguicota quien atenta contra la vida de su conviviente Gissela 

Jazmín Acevedo Pérez. 

Np2 Gissela Jazmín Acevedo Pérez resultó lesionada como consecuencia del uso de un 

arma de fuego disparada por Iván Manuel Ramírez Lliguicota.  

Np3. Iván Manuel Ramírez Lliguicota actuó solo.  

Np4. Iván Manuel Ramírez Lliguicota actuó con intención de matar.  

1. Identifica las pruebas de las partes:  

Ne 

1. Pruebas con manifestación perceptiva. 
N(ep1): Víctima con la mano con una herida. 

N(ep2): El arma de fuego. 

2. Pruebas científicas  
N(ec1): Informe médico-legal, realizado a la prueba N(ep1). Con esta prueba se determinó 
el alcance de la herida y la causa.  

3. Pruebas Documentales-periciales  
N(ed1): Informe pericial realizado por Médico Legista, en el que se demuestra la lesión, su 
alcance y el arma de fuego que la provocó.  

N(ed2): Informe Preliminar en el que se hace constar las características del lugar de los 
hechos.  

4. Pruebas Semi-reproductivas 
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N(es1): Testimonio de Gissela Jazmín Acevedo Pérez (conviviente del procesado): “Que 
tuvo una discusión con su conviviente Manuel Iván Ramírez, quien sacó un arma 
apuntándole a la cara, y forcejearon causando una herida en su mano”. 

N(es2): Testimonio de Raúl Zarate Chérrez (Médico Legista): “Que en la revisión de la 
víctima, determinó que en su miembro superior izquierdo, tenía una herida contusa 
superficial por rozamiento con proyectil de arma de fuego”.  

N(es3): Testimonio de Jorge Chambas Valdiviezo (Sargento de Policía): “En el lugar de los 
hechos, se encontró a Gissela Jazmín conjuntamente con su ex conviviente Iván Manuel, en 
la acual había sido víctima de asesinato por el citado señor.”  

N(es4): Testimonio de Gissela Jazmín Acevedo Pérez (víctima): “Que posee determinadas 
lesiones en su cuerpo no auto infligidas, ha recibido constantes maltratos de parte del 
procesado, que la celaba, la maltrataba psicológicamente, que la ha golpeado con correa en 
el brazo donde tenía un implante anticonceptivo y tuvo que ir al médico porque se lo había 
quebrado, que le dio golpes de puño, que la tenía amenazada diciéndole que la iba a matar, 
que el día de hechos, discutieron y él sacó el arma y le apuntó a la cabeza, forcejearon y le 
disparó en la mano.”  

N(es5): Testimonio de José Raúl Acevedo Vega (padre de la víctima): “Que puso una 
denuncia por la desaparición de su hija”.  

N(es6): Testimonio de Oswaldo Bladimir Yaguachi Vivanco (Agente de Policía): “Que fue a 
investigar la posible desaparición de la víctima, y cuando llegaron a su casa, estaba el 
procesado sentado, y la víctima a sus pies, poniéndole agua en los mismos, que al ver que 
no estaba desaparecido la llevaron a la estación para los trámites y ella quiso hacer una 
denuncia porque el día anterior había discutido con la pareja y este la insultó y agredió 
verbalmente, manifestándoles “ahorita te mato para que se acabe de una vez todo” y sacó 
el arma y le apuntó, ella al quererle quitar el arma, le impacta una bala en una de sus 
manos, y se procede a la detención del procesado” 

N(es7): Testimonio de Freddy Andrés Insuasty Ponce (Agente de Policía): “Que fue a 
investigar la posible desaparición de la víctima, y cuando llegaron a su casa, estaba el 
procesado sentado, y la víctima a sus pies, poniéndole agua en los mismos, que al ver que 
no estaba desaparecido la llevaron a la estación para los trámites y ella quiso hacer una 
denuncia porque el día anterior había discutido con la pareja y este la insultó y agredió 
verbalmente, manifestándoles “ahorita te mato para que se acabe de una vez todo” y sacó 
el arma y le apuntó, ella al quererle quitar el arma, le impacta una bala en una de sus 
manos, y se procede a la detención del procesado” 

N(es8): Testimonio de Jacqueline Roció Acevedo Vega (Tía de la víctima): “Que Gissela 
Jazmín era víctima de agresiones físicas y verbales por parte de Manuel Ramírez, siendo el 
motivo de constantes separaciones. En muchas ocasiones vio moretones, pero Gissela lo 
negaba por encontrarse amenazada e intimidada por el procesado” 

N(es9): Testimonio de Fanny Faviola Acevedo Vega (Tía de la víctima): “Que Gissela 
Jazmín era víctima de agresiones físicas y verbales por parte de Manuel Ramírez, siendo el 
motivo de constantes separaciones. En muchas ocasiones vio moretones, pero Gissela lo 
negaba por encontrarse amenazada e intimidada por el procesado” 
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N(es10): Testimonio de Faviola Estela Acevedo Vega (Tía de la víctima): “Que Gissela 
Jazmín era víctima de agresiones físicas y verbales por parte de Manuel Ramírez, siendo el 
motivo de constantes separaciones. En muchas ocasiones vio moretones, pero Gissela lo 
negaba por encontrarse amenazada e intimidada por el procesado” 

N(es11): Testimonio de Gloria Raquel Acevedo Vega (Tía de la víctima): “Que Gissela 
Jazmín era víctima de agresiones físicas y verbales por parte de Manuel Ramírez, siendo el 
motivo de constantes separaciones. En muchas ocasiones vio moretones, pero Gissela lo 
negaba por encontrarse amenazada e intimidada por el procesado” 

TOTAL DE PRUEBAS 

1. Pruebas perceptivas 2 
2. Pruebas científicas 1 
3. Documentales-

periciales 2 

4. Semi-reproductivas 10 
TOTAL PRUEBAS 15 

 

3. Normativa  
Nm1: “La persona que lesione a otra será sancionada de acuerdo con las siguientes reglas: 
2. Si produce a la víctima un daño, incapacidad o enfermedad de nueve a treinta días, será 
sancionada con pena privativa de libertad de dos meses a un año.” 

Nm2: “La persona que, como manifestación de violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar, cause lesiones, será sancionada con las mismas penas previstas para el 
delito de lesiones aumentadas en un tercio.” 

Nm3: “Para las infracciones contra la integridad sexual y reproductiva, la integridad y la 
libertad personal, además de las previstas en el artículo precedente, son circunstancias 
agravantes específicas las siguientes: 8. Tener la infractora o el infractor algún tipo de 
relación de poder o autoridad sobre la víctima, tal como ser: funcionaria o funcionario 
público, docente, ministras o ministros de algún culto, funcionarios o funcionarias de la salud 
o personas responsables en la atención del cuidado del paciente; por cualquier otra clase 
de profesional o persona que haya abusado de su posición, función o cargo para cometer la 
infracción.” 

 
4. Teoría Jurídica 

 
En el caso en cuestión, aunque la imputación fue por Femicidio, y el juez tuco en cuenta el 
resultado final para calificar el delito de lesiones, puede considerarse que la teoría 
empleada es la finalista.  
 

5. Asigna pesos epistémicos a las pruebas de modo holístico.  
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BAJO 

1. Totalmente en desacuerdo 

2. En desacuerdo 

MEDIO 3. Ni de acuerdo ni en desacuerdo 

 
ALTO 

4. De acuerdo 

5. Totalmente de acuerdo 

  
 

PRUEBAS VALORACIÓN 
Perceptivas 

N(ep1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: Ya que debido a esta prueba perceptiva 
se puede constatar la materialización del acto.   

N(ep2) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: La considero alta por cuanto se sabe la 
causa que provocó la lesión en la víctima.  

Científicas 
N(ec1) 
Medio 

(3) Ni  de acuerdo ni en desacuerdo: La considero media debido a 
que esta prueba no logra demostrar que fue el procesado quien 
disparó el arma de fuego. 

Documentales-periciales 
N(ed1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: La considero importante puesto que la 
pericia realizada en primera instancia, certifico los hechos y la lesión 
recibida por la víctima. 

N(ed2) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: El hecho de hacer constar las 
características del lugar, no delimita responsabilidades.  

Semi-reproductivas 
N(es1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: El testimonio aportado por la víctima es 
relevante, porque delimita cómo acontecieron los hechos.  

N(es2) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: El testimonio del médico legista es 
importante, no solo porque determinó el alcance de la lesión y la 
causa, sino que conoció de boca de la propia víctima, cómo 
sucedieron los hechos. .  

N(es3)  
Bajo  

(2) En desacuerdo: Este testimonio no puede delimitar culpable.  

N(es4) 
Bajo 

(1) Totalmente en desacuerdo: La declaración del padre de la 
víctima, no delimita culpabilidad. 

N(es5) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Aunque no delimita culpabilidad, 
narra lo expresado por la víctima. 

N(es6) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Aunque no delimita culpabilidad, 
narra lo expresado por la víctima. 

N(es7) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar, el 
historial de violencia del procesado para con la víctima.  

N(es8) (5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar, el 
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Alto historial de violencia del procesado para con la víctima. 
 

N(es9) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar, el 
historial de violencia del procesado para con la víctima.  

N(es10) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar, el 
historial de violencia del procesado para con la víctima. 

 

 

 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
BAJO 

2 

MEDIO 4 

 
ALTO 

9 

TOTAL 15 
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Anexo 6. Resolución Nro. 07309-2015-00800. (Extracto) 
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Anexo 7. Modelo de análisis de Sentencia No. 07710-2015-00803. 

SENTENCIA ULISES DELIZ ARIOSA 

ANTECEDENTES DE LA RESOLUCIÓN: 

No. 07710-2015-00803 

Fecha de la Resolución: 19 de agosto del 2016 

Tribunal: Corte Provincial de Justicia de El Oro  

Delito y sanción impuesta por el tribunal: Femicidio en Tentativa/Veintitrés años de 
privación de libertad y multa de cinco salarios básicos unificados NORMATIVIDAD 
EPISTÉMICA:  

1. Identifica las proposiciones relevantes de las narraciones del caso:  
Np  

Np1. Ulises Deliz Ariosa quien atenta contra la vida de su ex conviviente Mercedes María 
Rey Torres. 

Np2. Mercedes María Rey Torres resultó lesionada como consecuencia del uso de un 
martillo empleado para golpear por Ulises Deliz Ariosa.  

Np3. Ulises Deliz Ariosa actuó solo.  

Np4. Ulises Deliz Ariosa actuó con intención de matar.  

2. Identifica las pruebas de las partes:  
Ne 

1. Pruebas con manifestación perceptiva. 
N(ep1): Víctima con diversas lesiones y en cuidados intensivos. 

N(ep2): El martillo empleado. 

2. Pruebas científicas  
N(ec1): Informe médico-legal, realizado a la prueba N(ep1). Con esta prueba se determinó 
el alcance de la herida y la causa.  

N(ec2): Informe médico-forense realizado al martillo, en el que se pudo constatar que la 
sangre existente en el mismo, pertenecía a N(ep1).  

3. Pruebas Documentales-periciales  
N(ed1): Informe de reconocimiento del lugar de los hechos, que demuestran las 
características del lugar.  

N(ed2): Certificación médica que evidencia el estado de lesiones de la víctima.  

N(ed3): Informe del Trabajadora Social, donde se hace constar el historial disfuncional de la 
preja y los impactos en la menor hija.  



125  
 

N(ed4): Informe de reconstrucción de los hechos, en los que se demuestra cómo 
acontecieron los hechos.  

4. Pruebas Semi-reproductivas 
N(es1): Testimonio de Mercedes María Rey Torres (ex conviviente del procesado): “Que 
Ulises Delis era su ex conviviente. Que la ha cacheteado, maltratado, que la obligaba a que 
lo ayudara en un restaurante que él quería poner. Que le día de hechos, él estaba alterado, 
y estaba en casa la vecina y me dijo que se fuera, que la iba a matar igual que a mí y a la 
niña, o que si no, la dejaba viva para que recordara muerta a la madre, y les dijo par de 
putas. y la vecina se fue y me dijo, ahora si te voy a matar y comenzó a ahorcarme, yo 
gritaba, pedía auxilio, me soltó y logré subirme a un altillo en el cuarto de mi hija, él cerró las 
puertas y ventanas para que nadie escuchara, y él se subió y buscaba una caja de cinceles, 
combos y martillo y me pegó un empujón, caí y perdí el conocimiento, no supe hasta 
después que me había dado combazos”. 

N(es2): Testimonio de Luis Felipe Gavilánez Encalada (Médico): “Que atendió a la víctima, 
con fractura del cuarto dedo izquierdo, causa de las lesiones, traumáticas, resultado de un 
golpe contundente, traumatismos caídas, accidentes”.  

N(es3): Testimonio de Raúl Ernesto Zárate Cherres (Médico Perito): “Que al revisar a la 
víctima, se encontraba ubicada en espacio y persona, pero no en tiempo, que no recordaba 
nada, le encontró dos heridas a nivel occipital, estaban suturadas y sangrantes, de 7 y 6 
centímetros cada una, tenía una equimosis a nivel nasal, uña, párpados superior, herida en 
dedo, hundimiento de los huesos a nivel occipital, fracturas múltiples. Concluyó que las 
heridas fueron provocadas por objeto contuso, provocando una incapacidad de 75 días.”  

N(es4): Testimonio de Iván Ernesto Córdova Cárdenas (Médico): “Que fue llamado para 
atender a la víctima, diagnosticando politraumatismo en diferentes partes del cuerpo, y con 
especial énfasis en la cabeza, que habían varias heridas en el cráneo. Que fue un 
traumatismo cráneo encefálico grave.”  

N(es5): Testimonio de Javier Fernando Valarezo Chuchuca (Médico IESS): “Que fue 
llamado para atender a la víctima, diagnosticando politraumatismo en diferentes partes del 
cuerpo, y con especial énfasis en la cabeza, que habían varias heridas en el cráneo. Que 
fue un traumatismo cráneo encefálico grave.”.  

N(es6): Testimonio de Wolney Francisco Polo Jaramillo (Perito Médico): “Que después de 
revisar a la víctima (un mes después), pudo concluir que aunque posee las heridas, se 
encuentra en buen estado de salud, pero que tenía problemas auditivos, lesiones 
permanecen” 

N(es7): Testimonio de María del Carmen Grijalva Castro (Médico): “Que ella tiene un 
consultorio particular y el día de los hechos la víctima llegó a su consultorio con otras 
personas, la atendió de emergencia”. 

N(es8): Testimonio de Martha Irene Erráez Vivanco (cuñada de la víctima): “Que por 
impedir que su hermano le diera muerte a la víctima, ella también fue agredida.” 

N(es9): Testimonio de Sandra Elizabeth Pillasagua Moncerrate (anterior conviviente del 
procesado): “Que fue su conviviente y es padre de su hija menor, que la golpeó en 
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reiteradas ocasiones. Que en un cumpleaños, le lanzó una botella a ella, porque le estaba 
exigiendo que se preocupara por la hija.” 

TOTAL DE PRUEBAS 

1. Pruebas perceptivas 2 

2. Pruebas científicas 2 

3. Documentales-
periciales 

4 

4. Semi-reproductivas 9 

TOTAL PRUEBAS 17 

 

3. Normativa  
Nm1: “La persona que, como resultado de relaciones de poder manifestadas en cualquier 

tipo de violencia, dé muerte a una mujer por el hecho de serlo o por su condición de género, 

será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.” 

Nm2: “Exista o haya existido entre el sujeto activo y la víctima relaciones familiares, 

conyugales, convivencia, intimidad, noviazgo, amistad, compañerismo, laborales, escolares 

o cualquier otra que implique confianza, subordinación o superioridad.” 

Nm3: “Si el delito se comete en presencia de hijas, hijos o cualquier otro familiar de la 

víctima.” 

Nm4: “Cometer la infracción con ensañamiento en contra de la víctima.” 

Nm5: “Aprovecharse de las condiciones personales de la víctima que impliquen indefensión 

o discriminación.” 

 
4. Teoría Jurídica 

 
Teniendo en cuenta que en el caso en cuestión, el juez tuvo en cuenta nuevos elementos 
agravantes de la conducta para lograr el resultado lesivo, y en consecuencia incrementó 
pena, la teoría aplicada es la de la imputación objetiva.  
 
  

5. Asigna pesos epistémicos a las pruebas de modo holístico.  
 

 
BAJO 

1. Totalmente en desacuerdo  

2. En desacuerdo  
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MEDIO 3. Ni de acuerdo ni en desacuerdo  

 
ALTO 

4. De acuerdo  

5. Totalmente de acuerdo 

  
 

PRUEBAS VALORACIÓN 
Perceptivas 

N(ep1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: Ya que debido a esta prueba perceptiva 
se puede constatar la materialización del acto.   

N(ep2) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: La considero alta por cuanto se sabe la 
causa que provocó la lesión en la víctima.  

Científicas 
N(ec1) 
Medio 

(3) Ni  de acuerdo ni en desacuerdo: La considero media debido a 
que esta prueba no logra demostrar que fue el procesado quien 
provocó la lesión, pero si evidencia el tipo de lesión y causa 
probable. 

N(ec2) 
Medio 

(3) Ni  de acuerdo ni en desacuerdo: La considerado medio porque 
aunque no evidencia el autor del hecho, sí demuestra que fue el 
objeto que provocó las lesiones a la víctima.  

Documentales-periciales 
N(ed1) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: El hecho de hacer constar las 
características del lugar, no delimita responsabilidades.  

N(ed2) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Aunque no demuestra 
responsable, si evidencia el alcance de las lesiones y posiblemente 
el tipo de objeto empleado. Así también informa sobre el peligro para 
la vida de dichas lesiones.   

N(ed3) 
Alto  

(4) De acuerdo: Aunque no demuestra responsable, evidencia el 
historial de agresiones del procesado a la víctima, como elemento 
necesario para la tipificación.   

N(ed4) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: Evidencia cómo acontecieron los hechos, 
demostrando un grado de conocimiento del procesado, que 
demuestra participación activa en el resultado lesivo.   

Semi-reproductivas 
N(es1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: El testimonio aportado por la víctima es 
relevante, porque delimita cómo acontecieron los hechos, así como 
el historial de agresiones.  

N(es2) 
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Si bien es cierto que no delimita 
responsable, evidencia el alcance de las lesiones y posiblemente el 
objeto que las provocó. También demuestra que la vida estuvo en 
peligro y que por las lesiones recibidas y el lugar en que tuvieron 
lugar, la intención era provocar la muerte.  

N(es3)  
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Si bien es cierto que no delimita 
responsable, evidencia el alcance de las lesiones y posiblemente el 
objeto que las provocó. También demuestra que la vida estuvo en 
peligro y que por las lesiones recibidas y el lugar en que tuvieron 
lugar, la intención era provocar la muerte. 
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N(es4) 
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Si bien es cierto que no delimita 
responsable, evidencia el alcance de las lesiones y posiblemente el 
objeto que las provocó. También demuestra que la vida estuvo en 
peligro y que por las lesiones recibidas y el lugar en que tuvieron 
lugar, la intención era provocar la muerte. 

N(es5) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Si bien es cierto que no delimita 
responsable, evidencia el alcance de las lesiones y posiblemente el 
objeto que las provocó. También demuestra que la vida estuvo en 
peligro y que por las lesiones recibidas y el lugar en que tuvieron 
lugar, la intención era provocar la muerte. 

N(es6) 
Bajo  

(2) En desacuerdo: No delimita responsabilidad, solamente evidencia 
que pasado un tiempo, no había recuperación total de la víctima.  

N(es7) 
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Si bien es cierto que no delimita 
responsable, evidencia el alcance de las lesiones y posiblemente el 
objeto que las provocó. También demuestra que la vida estuvo en 
peligro y que por las lesiones recibidas y el lugar en que tuvieron 
lugar, la intención era provocar la muerte. 

N(es8) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: El elevada la relevancia, porque 
presenció lo acontecido, y puede dar fe de las lesiones que su 
hermano le provocó a la víctima, e incluso, de no ser por ella, le 
hubiera producido la muerte. Ella incluso recibió lesiones.   

N(es9) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar, el 
historial de violencia del procesado para consigo, como ex pareja 
que fue. 

 

 

 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 
BAJO 

1 

MEDIO 9 

 
ALTO 

7 

TOTAL 17 
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Anexo 8. Resolución Nro. 07710-2015-00803. (Extracto) 
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Anexo 9. Modelo de análisis de Sentencia No. 07711-2015-00276. 

SENTENCIA ARMANDO MIGEL TIVILLÍN CHÁVEZ 

ANTECEDENTES DE LA RESOLUCIÓN: 

No. 07711-2015-00276 

Fecha de la Resolución de julio del 2016 

Tribunal: Corte Provincial de Justicia de El Oro  

Delito y sanción impuesta por el tribunal: Lesiones/Ochenta días de Privación de 
Libertad/Multa de Dos Salarios Básicos Unificados 

 

 NORMATIVIDAD EPISTÉMICA:  

1. Identifica las proposiciones relevantes de las narraciones del caso:  
Np  

Np1. Armando Miguel Tivillín Chávez lesionó a Lady Estefanía Saldaña. 

Np2 Lady Estefanía Saldaña sufrió lesiones con peligro para la vida.  

Np3. Armando Miguel Tivillín Chávez actuó solo.  

Np4. Armando Miguel Tivillín Chávez actuó con dolo.  

2. Identifica las pruebas de las partes:  
Ne 

1. Pruebas con manifestación perceptiva. 
N(ep1): El cuerpo de Np2 con señales de lesiones graves. 

N(ep2): Botella de cerveza Pilsener Light con la que se provocaron las lesiones. 

2. Pruebas científicas  
N(ec1): Informe médico-legal que señala las lesiones, así como que, por la entidad de las 
mismas, pudieron provocar la muerte. 

3. Pruebas Documentales-periciales  
N(ed1): Pericia que señala la profundidad de las heridas y su provocación, así como la 

gravedad, por el lugar en que fueron cometidas, la cabeza, cercana a un órgano vital, el 

cerebro.  

N(ed2): Pericia a mensajes de texto9s enviados por la víctima al procesado, insultándolo.  

4. Pruebas Semi-reproductivas 
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N(es1): Testimonio de Stalin Alfonso Alarcón León (Policía): “Que acudió al llamado de 
ECU 911 y al llegar encontró una mujer que había sido agredida y se encontraba 
inconsciente y una hermana le dijo que su ex conviviente le había agredido con una botella”. 

N(es2): Testimonio de Patricia Villegas Villacis (Médico Forense): “Que las muestras de 
sangre tomadas en la escena, coinciden con las de la víctima”.  

N(es3): Testimonio de Fabricio Holger Edgar Chica Jara (Policía): “Que acudió al llamado 
de ECU 911 y al llegar encontró una mujer que había sido agredida y se encontraba 
inconsciente y una hermana le dijo que su ex conviviente le había agredido con una botella”. 

N(es4): Testimonio de Ximena del Rosario (Trabajadora Social): “Se pudo comprobar la 
existencia de una familia disfuncional. El procesado la agredía constantemente, le prohibía 
comunicarse con su familia. En una ocasión él le cortó el cabello a ella, y la violó y es que 
decide irse de la casa. Que en una ocasión fueron a una fiesta y cuando ella saludó a un 
amigo, él la haló por el cabello.”  

N(es5): Testimonio de María Concepción Reinoso Navarrete (Abuela de la víctima): “Que la 
víctima le pidió quedarse en su casa. Una vez, se fue con su ex conviviente y regresó al otro 
día con el cabello cortado, y le dijo que Armando le había golpeado, estaba llorando, que el 
procesado llegaba a mi casa y le pegaba a la puerta y hacía bulla, para que la víctima 
saliera”.  

N(es6): Testimonio de Rosalina Adela Jaigua Valladolid (Madre de la víctima): “Que muchas 
veces su hija llegaba a su casa y no contaba nada, solo que se había peleado con su 
pareja. Y decía que se había quemado o caído y no decía nada más” 

N(es7): Testimonio de Flor María Muñoz Reinoso (Tía de la víctima): “Que ella sabía que el 
procesado le pegaba a la víctima, que una vez llegó a casa de su madre y estaban los dos 
peleando y ella les dijo que se reconciliaran por la niña, y se fueron y al otro día, llegó la 
víctima, con el pelo cortado.” 

N(es8): Testimonio de Edison Miguel Suárez Asanza (Trabajador MIES): “Que realizó una 
investigación a pedido de la Junta de la Niñez del cantón Pasaje, por denuncia de la abuela 
materna por supuesta negligencia de la madre de la niña, y se evidenció problemas 
familiares.” 

N(es9): Testimonio de Wolney Francisco Polo Jaramillo (Doctor de la Fiscalía Provincial): 
“Que al revisar a la víctima, dictamina que tiene una herida, con equimosis en los párpados, 
de color morado. Que las lesiones no pusieron en peligro la vida”. 

N(es10): Testimonio de Dorian Fabricio Serrano Estrella (Policía): “Que participó en la 
captura del procesado”. 

N(es11): Testimonio de Elton Alexander Aguilar Vélez (Policía): “Que realizó el 
reconocimiento de los hechos, y varios testigos le refieren como acontecieron los hechos. 
Se encontró la botella de Pilsener Light, se comprobó su existencia”. 

N(es12): Testimonio de Rosa Cecilia Cali Galarza (Policía): “Que la víctima puso una 
denuncia por violencia familiar, por lo que le pasaron el caso a Fiscalía”. 
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N(es13): Testimonio de Beatriz Marcela Ochoa Saldarriaga (Psicóloga Clínica): “Que en 
relación a la víctima se evidencia la presencia del ciclo de violencia”. 

N(es14): Testimonio de Lady Estefanía Saldaña (Víctima): “Que sufrí un ataque de mi ex 
conviviente que casi me mata. Sentí que me lanzó algo, y después algo caliente rodaba por 
todo mi cuerpo y le dije que me sacó sangre y luego de eso me dio un puñete le vi que tenía 
un pico de botella y creí que iba a cortarme por lo que retrocedí, caí más y caí arrodillada al 
piso y sentí que recibí un patazo en el lado izquierdo y caí al piso y ya no recuerdo más. El 
me obligaba a tener sexo oral, me amarraba las manos, que en otras ocasiones me ha 
cortado, porque la comida está muy caliente”. 

N(es15): Testimonio de Testigo Protegido (NN): “Que estaba donde sucedió el hecho, que 
estaba la víctima y llega el procesado y le quita el teléfono, ella le reclamó y él le golpeó por 
la cabeza entonces ella comienza a soltar sangre y le dice zorra, y comienza a pegarle con 
el puño cerrado, y le da un patazo, y seguía pegándole y que cuando la hermana de la 
víctima, comienza a llamar a la policía, él se va”. 

N(es16): Testimonio de Mónica Saldaña (Hermana de la víctima): “Que fue con su hermana 
(víctima) a la tienda y en eso llegó su ex conviviente y le rompió la cabeza y le dice zorra y 
la continúa golpeando y le da un patazo en el cuello y su hermana cayó en el piso y el la 
siguió golpeando y ella se acercó para evitar que le siguiera golpeando y le tiró un puñete y 
un joven también se acercó y le dio un puñete, hasta que logró llamar a la policía”. 

TOTAL DE PRUEBAS 

1. Pruebas perceptivas 2 

2. Pruebas científicas 1 

3. Documentales-

periciales 
2 

4. Semi-reproductivas 16 

TOTAL PRUEBAS 21 

 
 
 

3. Normativa  
Nm1: “Si como resultado de las lesiones se produce en la víctima un daño, enfermedad o 
incapacidad de cuatro a ocho días, será sancionada con pena privativa de libertad de treinta 
a sesenta días.” 

Nm2: “La persona que, como manifestación de violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar, cause lesiones, será sancionada con las mismas penas previstas para el 
delito de lesiones aumentadas en un tercio.” 

 
4. Teoría Jurídica 

 
Teniendo en cuenta que el juez ha tomado en cuenta el resultado final, la teoría a la que se 
ha adherido es a la teoría finalista. 
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5. Asigna pesos epistémicos a las pruebas de modo holístico.  

 
 

BAJO 
1. Totalmente en desacuerdo  

2. En desacuerdo  

MEDIO 3. Ni de acuerdo ni en desacuerdo  

 
ALTO 

4. De acuerdo  

5. Totalmente de acuerdo 

  
 

PRUEBAS VALORACIÓN 
Perceptivas 

N(ep1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: Ya que debido a esta prueba perceptiva 
se puede constatar la materialización del acto.   

N(ep2) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: La considero alta por cuanto se sabe la 
causa que provocó las lesiones de la víctima.  

Científicas 
N(ec1) 
Alto  

(5) Totalmente de acuerdo: Es una prueba que confirmó las lesiones 
y la consecuencia probable por el lugar en el que fueron realizadas. 

Documentales-Periciales 
N(ed1) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: La considero importante porque la pericia 
demuestra las lesiones provocadas, la forma y la gravedad por el 
lugar en el que fueron infligidas. 

N(ed2) 
Bajo 

(1) Totalmente en desacuerdo: No aporta relevancia al caso 
 

Semi-reproductivas 
N(es1) 
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Aunque no delimita 
responsable, si es importante porque observó las lesiones y el 
estado de la víctima al dar auxilio.   

N(es2) 
Bajo 

(2) En desacuerdo: No delimita responsabilidades, ni forma en la que 
ocurrió el hecho.  

N(es3)  
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Aunque no delimita 
responsable, si es importante porque observó las lesiones y el 
estado de la víctima al dar auxilio.   

N(es4) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Aunque no delimita responsabilidad ni 
cómo acontecieron los hechos, evidencia un historial de violencia 
hacia la víctima anterior a los hechos. 

N(es5) 
Medio 

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Se le ha concedido esta 
categoría, porque evidencia el historial de violencia del procesado 
para con la víctima.   

N(es6) (1) Totalmente en desacuerdo: El testimonio no puede asegurar la 
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Bajo  culpabilidad, ni historial de violencia. 
N(es7) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Este testimonio no puede 
asegurar culpables, pero demuestra problemas de agresión anterior 
a los hechos. 

N(es8) 
Bajo 

(2) En desacuerdo: Este testimonio no puede asegurar culpables, 
pero ni evidencias concretas de agresión anterior. 

N(es9) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Este testimonio no puede 
asegurar culpables, pero demuestra características de las lesiones. 

N(es10) 
Bajo 

(1) Totalmente en desacuerdo: Este testimonio no puede asegurar 
culpables, ni violencia anterior, ni constatación de los hechos. 

N(es11) 
Medio  

(3) Ni de acuerdo ni en desacuerdo: Este testimonio evidencia la 
forma en que ocurrieron los hechos, demostrado con testigos 
presenciales y la obtención del objeto que provocó la lesión. 

N(es12) 
Bajo 

(1) Totalmente en desacuerdo: Este testimonio no puede asegurar 
culpables, ni violencia anterior, ni constatación de los hechos. 

N(es13) 
Alto 

(4) De acuerdo: Este testimonio no puede asegurar culpables, pero 
sí violencia anterior. 

N(es14) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar culpable, 
violencia anterior, y constatación de los hechos. 

N(es15) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar culpable, 
violencia anterior, y constatación de los hechos. 

N(es15) 
Alto 

(5) Totalmente de acuerdo: Este testimonio puede asegurar culpable, 
violencia anterior, y constatación de los hechos. 

 

 

 
 
 
 
 
 

 

 
BAJO 

6 

MEDIO 6 

 
ALTO 

9 

TOTAL 21 
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Anexo10. Resolución Nro. 07711-2015-00276. (Extracto) 
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